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Presentación

Relaciones laborales y sociedades democráticas  
en América Latina y Europa

Las exigencias de competitividad y de rentabilidad acordes con la libe-
ralización económica y financiera y con la apertura de los mercados en la 
década de los noventa han contribuido a romper las normas de empleo y de 
salario por un lado, pero también han contribuido a arruinar los sistemas 
de negociación generalizados después de la segunda guerra mundial en la 
mayor parte de los países de Europa occidental primero, y de América Latina 
después.

Los orígenes de la noción de “diálogo social”, introducida en este periodo 
por la Unión Europea, han operado un cambio radical de cultura política en 
las relaciones industriales: la expresión de la irreductibilidad de los intereses 
de cada parte a través del conflicto y de la búsqueda de un compromiso acep-
table han dejado lugar a una cultura de “social partnership” (relaciones entre 
partes sociales) en pos de un consenso. Esta nueva cultura política no sola-
mente ha tenido influencia sobre la negociación colectiva (contenido y nivel) 
y sobre las modalidades de producción de las normas jurídicas, sino también 
sobre las formas de intervención de las autoridades públicas. 

En América Latina el concepto se introduce más tardíamente, en el en-
torno de los noventa, impulsado desde la Organización Internacional del Tra-
bajo (OIT). El desarrollo y consolidación de procesos de integración regional 
da un impulso al tema. Tales evoluciones, comunes a los dos continentes en 
cuanto ligan procesos institucionales y de regulación que empiezan a ser mo-
dificados -esto es, políticas sociales, de negociación colectiva y de desarrollo 
y de poder del sindicalismo- tienen, sin embargo, rasgos particulares en cada 
uno de ellos de acuerdo con su propia historia, los tipos de compromisos so-
ciales logrados y la acción de los actores.

A nivel de la Unión Europea se han establecido una serie de dispositivos 
y procedimientos que asocian a los parteners sociales (organizaciones repre-
sentativas profesionales patronales y sindicales) en vista a obtener un acuerdo 
amplio sobre el contenido de las decisiones europeas, constituyéndose así el 
sistema de relaciones industriales en el seno de la Unión Europea. En Amé-
rica Latina, por su parte, el nivel supranacional es muy incipiente y es consi-
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derado aún hoy una asignatura pendiente y los espacios sociales, así como las 
instituciones ligadas al diálogo han tenido muy lenta evolución.

Por su parte, tras dos décadas de reformas neoliberales, varios países de 
América Latina atraviesan en este nuevo milenio diversas transformaciones 
que dan lugar a procesos de reactivación y reestructuración económica y, al 
mismo tiempo, conllevan el fortalecimiento institucional. La última década, 
con la emergencia de gobiernos de izquierda y centroizquierda en la región, 
se promovieron reformas laborales, incluyendo cambios legislativos e innova-
ciones en los instrumentos de gobernabilidad. La noción de “diálogo social” 
se incorpora por esta vía al lenguaje jurídico y sociopolítico nacional y se 
vuelve fundamento de estos procesos. Pero en este contexto la percepción del 
diálogo social aparece como muy distinta a la mirada europea y sus impactos 
también se visualizan como muy diferentes. Mientras en Europa el diagnósti-
co evaluativo remarca el debilitamiento de las capacidades de representación 
y de acción de los sindicatos y el fortalecimiento del poder patronal, en Amé-
rica Latina, el diálogo social se transforma en un concepto de referencia en el 
momento en que se fortalece el  crecimiento del sindicalismo en cantidad de 
afiliados y en expansión a ramas antes de muy baja sindicalización. 

En Europa y, particularmente en Francia, los analistas interpretan que 
los mecanismos de diálogo social están erosionando los grandes clivajes 
societales de la Sociedad Europea y particularmente le hacen perder a los 
sindicatos su estatuto en la arena pública. Este deslizamiento no solamente 
corresponde a la intención de dar cuenta de este debilitamiento del sindica-
lismo con respecto al pasado, sino el de modificar la lógica tradicional de la 
negociación colectiva que se realizaba a partir de la  rama de actividad y de 
allí se articulaban los distintos niveles de negociación de forma jerarquizada. 
A su vez, la creciente apertura a otros actores sociales al diálogo, van poco a 
poco deslizando el diálogo social a un diálogo civil. Esto significa que el diá-
logo social se orienta por otra lógica de elaboración de normas, lógica que no 
es piramidal como la de la negociación colectiva, sino en red, agregando otros 
temas, otros niveles de concertación y/o de negociación.

En base a estos procesos diferenciales entonces, ¿se podría decir que el 
advenimiento del “diálogo social” en el contexto sudamericano impone una 
cultura socioeconómica particular o, al contrario del contexto europeo, que 
los nuevos poderes de izquierda pueden movilizarse de manera autónoma y 
promover reformas del derecho laboral más protectoras para los trabajado-
res?

Este dossier tiene por objetivo presentar estas evoluciones. Partiendo 
de una genealogía de las principales reformas laborales europeas en las úl-
timas décadas, Anne Dufresne (Universidad Autónoma de Lovaina, Bélgica) 
y Nicole Maggi Germain (Universidad de Nantes, Francia) nos recuerdan la 
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introducción del concepto de diálogo social  y su impacto en la gestión de las 
relaciones laborales a nivel político de la Unión Europea. Las autoras siguen 
el derrotero del diálogo social a nivel supranacional durante los últimos vein-
ticinco años para comprender mejor sus condiciones actuales de funciona-
miento y sus consecuencias sobre la evolución del derecho social comunitario 
y los sistemas nacionales, con especial énfasis en el sistema francés.

Con una intención dialógica con la realidad europea, el resto de los ar-
tículos provienen del Mercosur, con énfasis en la realidad uruguaya. Desde 
la perspectiva del “análisis societal” y tomando como guía las interrogantes 
antes expuestas, se trabaja con la hipótesis de que la configuración del diá-
logo social es específica a cada sociedad, siendo los atributos culturales y las 
contingencias históricas los que moldean el carácter que éste asume en los 
distintos periodos históricos, así como la función que asume en la construc-
ción de cada sociedad en particular. La presentación del caso argentino y el 
análisis en profundidad del caso uruguayo están orientados a resolver este 
dilema teórico.

Para avanzar en esta reflexión es necesario, por tanto, profundizar en 
algunas cuestiones colaterales: ¿cuáles son las orientaciones actuales de los 
sistemas de relaciones entre empleados, empleadores y poderes públicos; y 
cuáles son las capacidades de acción de los sindicatos y de los asalariados en 
el nuevo contexto sociopolítico de la región?

El artículo de Cecilia Senén y de Carla Borroni (Universidad de Buenos 
Aires) nos introduce en la realidad argentina, desde donde se describen las 
transformaciones económicas, sociales, políticas y jurídicas en las que se en-
marca la actual reforma laboral y una nueva etapa de revitalización sindical 
y de fortalecimiento de la negociación colectiva. El objetivo de su artículo es 
reflexionar sobre el espacio que tomó el diálogo social en esta nueva etapa en 
Argentina, en cuya dinámica fue fundamental, junto a la revitalización sindi-
cal, la activa participación del Estado.

Seguidamente, el artículo de Mariela Quiñones y Marcos Supervielle 
(Departamento de Sociología) retoma las interrogantes desde una evalua-
ción prospectiva del diálogo social y la negociación colectiva en Uruguay. El 
artículo pone énfasis en la necesidad de construir políticas que trasciendan 
la dimensión normativa e institucional en que la reforma laboral ha hecho 
mucho hincapié hasta el presente y hagan más énfasis en el contenido de esta 
negociación colectiva y en la validez de los reclamos corporativos. Los autores 
proponen que la retórica de los derechos humanos puede volverse una priori-
dad en el programa de reivindicaciones de un sindicalismo que si bien se en-
cuentra en pleno proceso de crecimiento, su fortalecimiento pasa a depender 
de cómo gestione la diversidad de intereses que atraviesa hoy al asalariado.
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Seguidamente, Jorge Notaro (Facultad de Ciencias Económicas y de la 
Administración de la UdelaR), retoma el caso uruguayo y desde una perspec-
tiva macrosocial analiza los cambios y el funcionamiento del sistema de rela-
ciones laborales desde el fin del primer gobierno del Frente Amplio hasta los 
primeros dieciocho meses del segundo periodo de gobierno. Contextualizan-
do social, económica y políticamente el cambio, se aborda la doble relación 
entre estos contextos, el sistema y los resultados alcanzados. La interrogante 
central es: ¿contribuye el cambio a una estrategia de crecimiento económico 
con aumento de competitividad, de empleo de calidad y de salarios?

Luego de este diagnóstico sumario, el resto de los artículos locales con-
tinúan analizando el cambio en el sistema de relaciones laborales uruguayo 
desde otra interrogante central para seguir reflexionando en torno al fortale-
cimiento de nuestro sistema democrático: ¿contribuye el mismo a la fortaleza 
y representatividad de los actores, particularmente del sindical?

El artículo de Francisco Pucci, Soledad Nión y Fiorella Ciappessoni (De-
partamento de Sociología de Facultad de Ciencias Sociales, UdelaR), contri-
buye a la reflexión por medio de un análisis comparativo de diversos indica-
dores (actitudes de los actores hacia la negociación, los alcances de la misma, 
la duración y contenido de los convenios, las formas de regulación explícita e 
implícita y el papel de los convenios por empresa) en el periodo actual y en el 
periodo post dictadura donde también se llevaron a cabo intentos de recons-
trucción del sistema de relaciones laborales y desarrollo de los institutos de 
protección laboral. 

Finalmente, el artículo de Paola Mascheroni (Departamento de Socio-
logía de Facultad de Ciencias Sociales, UdelaR) remarca uno de los cambios 
más significativos de este nuevo gobierno respecto a las pautas de relaciona-
miento entre actores laborales en cualquier periodo anterior: la incorpora-
ción de los trabajadores rurales a la negociación colectiva, discutiendo los 
avances en los tres primeros años de negociación tripartita en el sector.

Concluyendo, la recopilación se cierra con tres artículos que especifican 
el caso uruguayo y aportan a caracterizar, profundizando en los aspectos más 
novedosos, aquellos elementos que configuran las nuevas bases del sistema 
de relaciones  laborales: fortalecimiento de los actores y universalización de 
las demandas son las metas a ser alcanzadas en el desarrollo de este proceso 
y parecen ser la condición necesaria para que este proceso actúe constructi-
vamente en el fortalecimiento y consolidación de la democracia en el país y 
en la región.

No queda más que agradecer la contribución de estos colegas, quienes 
desde sus esfuerzos individuales pero también del trabajo colectivo que nos 
ha reunido en distintas instancias de reflexión en el marco de la Sociología 
del Trabajo, nos ha permitido tener un fluido intercambio y consolidado ám-
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bitos de debates (Grupo de Trabajo en Clacso, Latin American Sociological 
Studies, Asociación Latinoamericana de Sociología del Trabajo, Proyecto Ca-
pright a nivel europeo, entre otros); y que nos ha reunido hoy gracias a la 
voluntad del Departamento de Sociología de la Facultad de Ciencias Sociales 
en este dossier.

Dossier que pretende, a partir de estas colaboraciones, hacer una eva-
luación comparativa pero también en profundidad, de los cambios que viene 
impulsando el sistema político uruguayo, su contribución a la consolidación 
de regímenes democráticos y la eficiencia con que se está alcanzando esta 
meta. A partir de un diagnóstico del sistema, tanto en el plano de la produc-
ción de normas como de políticas y de promoción de  libertades, se analiza 
el grado de eficiencia con que se están combinando nuevos recursos con las 
oportunidades para hacer uso de ellos.

Por otra parte, la intención del dossier ha sido también dar cuenta de los 
vínculos entre el desarrollo del diálogo social y las instituciones democráticas. 
Las conclusiones finales son pues que si bien estamos en un profundo proceso 
de transformación de las instituciones y de los mecanismos de regulación 
social del trabajo a escala mundial y, que si bien la introducción del concepto 
de “diálogo social” ha sido parte de este proceso de cambios estructurales, 
existen profundas diferencias conceptuales en el uso del término en cada con-
tinente. Ello es así de acuerdo a nuestra perspectiva porque su contenido es el 
reflejo y la consecuencia de las distintos sistemas culturales en que se hallan 
inscriptos estos cambios, así como de las contingencias históricas que mol-
dean el carácter que ellos asumen en los distintos periodos. Y esto conlleva 
al reconocimiento de la importancia que adquiere en la comprensión de los 
conceptos formales, los significados que le dan los actores, que tanto a nivel 
nacional como supranacional juegan un papel central en la interpretación de 
los procesos y en la construcción de las sociedades. 

Es sabido que las razones por las que históricamente se han extendido las 
instituciones del diálogo no son neutrales. Moldeados por luchas históricas 
en torno a un modelo de sociedad, los actores laborales demuestran estar di-
vididos entre distintas concepciones del diálogo social, que reflejan también 
formas distintas de pensar la sociedad. El contraste entre Europa y América 
Latina es un fiel reflejo de esta premisa. 

Mariela Quiñones
Coordinadora del Dossier Relaciones laborales

y sociedades democráticas en América Latina y Europa



De la negociación colectiva al diálogo social 
La transformación de las relaciones profesionales en la Unión Europea y Francia
Anne Dufresne - Nicole Maggi Germain

Resumen

La noción de diálogo social parece hoy día imponerse en Europa y en el 
mundo. Esto nos hace olvidar muy a menudo que hace veinte años era mar-
ginal dentro del campo de las relaciones colectivas del trabajo. Actualmente 
el uso de esta noción es, no solamente hegemónico por su reconocimiento 
legal, sino que también se ha vuelto, del punto de vista semántico, la ex-
presión para designar no un proceso en particular sino el sistema genérico 
que reúne todos los elementos de las relaciones colectivas del trabajo. Allí 
operó un cambio radical de la cultura política en el seno de las relaciones 
profesionales tal como éstas se habían generalizado inmediatamente 
después de la segunda guerra mundial en la mayoría de los países de Eu-
ropa occidental: se pasó de la centralidad en el conflicto a la cultura de los 
partícipes sociales. De esto deriva la instalación de un nuevo modelo de 
relaciones profesionales que coloca a las organizaciones sindicales en el 
corazón del proceso de elaboración del derecho.

Palabras clave: diálogo social / negociación colectiva / modelo de relaciones 
laborales

From collective bargaining to social dialogue
The transformation of industrial relations in European Union and France 
Anne Dufresne - Nicole Maggi Germain

Abstract

The notion of social dialogue seems prevail today in Europe and worldwide, 
although twenty years ago was marginal in the field of collective labor re-
lations. Currently, its use is not for legal recognition hegemonic only, also 
has become from the semantic point of view, the term to designate generic 
system that joined all the elements of industrial relations of work. In this 
fact operated a radical change of political culture within professional rela-
tionships dominant model previous the Second World War in most Western 
European countries: it went from the centrality of conflict to the culture of 
the social partners. It follows the installation of a new industrial relations 
model that puts the unions in the heart of law-making process.

Keywords: social dialogue / collective bargainin / labor relations model
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De la negociación colectiva al diálogo social 
La transformación de las relaciones profesionales 
en la Unión Europea y Francia

Anne Dufresne1 - Nicole Maggi Germain2

Esta contribución será estructurada en tres partes. Una primera parte propo-
ne reseñar la historia del concepto “diálogo social”. Se presenta primero un 
análisis crítico desde su aparición al interior del nuevo sistema político que 
se forma a nivel de la Unión Europea (UE), dentro del marco de implementa-
ción de los proyectos del Mercado Común, luego de Unión Económica y Mo-
netaria (UEM). Examinaremos cómo la noción fue recibida dentro del marco 
jurídico francés y los efectos producidos en el sistema de las relaciones pro-
fesionales. Una segunda parte analiza con más detalle los efectos derivados 
de la instalación del diálogo social en la forma de elaboración de las normas 
jurídicas, tanto en el plano comunitario como nacional. Finalmente, analiza-
remos cómo esta nueva cultura del “diálogo social” se inscribe en las nuevas 
formas de intervención de las autoridades públicas y de la acción pública.

La emergencia de la noción de diálogo social

El “diálogo social” en el marco de la Unión Europea

La expresión “diálogo social” aparece por primera vez dentro del con-
texto institucional de la Comunidad Europea en 19843. A partir de entonces 

1	 Doctora en Sociologia, calificada en función de Maître de conférences en Sociología 
Demográfica y Ciencias Politicas. Profesora Titular en Faculté des sciences appliquées, ULB, 
Bruxelles, Belgique. Collaborateur Scientifique FNRS-FRS y Post-doctoranda en CRIDES, 
Université Catholique de Louvain (UCL), Belgique. anne.dufresne@uclouvain.be

2	 Jurista, Maître de conférences de Droit social (Université de Paris I Panthéon-Sorbonne/ 
(Institut des sciences sociales du travail). Miembro del Laboratoire de Recherche Droit et 
Changement Social (UMR 3128 / Maison des Sciences de l’Homme Ange Guépin, Nantes). 
Nicole.Maggi-Germain@univ-paris1.fr

3	 En cuanto al término “diálogo” utilizado en el contexto de las relaciones colectivas europeas, 
aparece en 1970 con el inicio del Comité permanente para el empleo, siendo que este órgano 
tenía como misión asegurar “el diálogo, la concertación y la consulta” entre el Consejo, la 
Comisión y los interlocutores sociales. Es interesante observar ya entonces el empleo de este 
término “diálogo” para atenuar las reivindicaciones sindicales de la época, que querían que fuera 
un comité de concertación tripartita puro, cosa rechazada por la UNICE. Cf. Gobin (1996). 
Por el contrario, vemos que a partir de fines de los años 1960 la Comisión emplea y difunde 
el término “partícipes sociales” en sus textos: esto era rechazado por el euro sindicalismo de 
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las nociones de “partícipes sociales” o “asociados” y de “diálogo social” van a 
formar un poderoso sistema léxico-semántico para caracterizar las relaciones 
socio profesionales paritarias y tripartitas, organizadas a esta escala suprana-
cional. Después, su utilización se extiende ampliamente en los Estados euro-
peos y en las relaciones dentro de las organizaciones internacionales, entre 
otras la Organización Internacional del Trabajo (OIT).

Es esencial colocarse en el contexto para comprender lo que puso en jue-
go y el alcance de este éxito. La Confederación Europea de Sindicatos (CES) 
había roto la concertación con las autoridades europeas a partir de 1978, dada 
su decisión de retirarse de las conferencias europeas tripartitas sobre el em-
pleo. Los puntos de vista entre los actores del mecanismo tripartito se habían 
vuelto inconciliables. La CES defendía un programa neokeynesiano de di-
mensiones europeas y una reducción generalizada del tiempo de trabajo a 36 
horas, mientras que la patronal europea (UNICE) y la Comisión Europea se 
habían orientado a partir de 1975 hacia opciones monetaristas y de reestruc-
turación del tiempo de trabajo (flexibilidad, empleos de tiempo parcial…).

Entre 1978 y 1983, la CES utilizó esta situación de ruptura con la Comi-
sión Europea para tratar de lograr alianzas con los Estados europeos, pero 
éstos alinearon progresivamente sus programas sobre las tesis neoliberales. 
Completamente aislada, la CES se volvió hacia el gobierno socialista francés 
al haber tenido este acceso a la presidencia del Consejo de la CEE, esperando 
su ayuda. Dada la extrema tensión política que rodeaba la cuestión del esta-
blecimiento de normas sociales europeas obligatorias (por el mecanismo de 
directivas europeas o de convenios colectivos europeos), opción firmemente 
rechazada entonces por la UNICE y una parte de los Estados miembros, entre 
otros la Inglaterra de la Sra. Thatcher, el empleo del término “diálogo social” 
permitía acomodar suavemente un proceso de concertación y de relaciones 
paritarias sin llevar a temer que desembocaría en normas obligatorias. Dialo-
gar a priori no comprometía nada.

Pierre Bérégovoy, en ejercicio de la presidencia del Consejo de Asuntos 
Sociales, inició a partir de allí un proceso de encuentro con los interlocutores 
sociales reconocidos a escala interprofesional europea. Este proceso se trans-
formó en sistema permanente por el hecho de su anexión a la Comisión Euro-
pea y no a las rotaciones de presidencia del Consejo, con la llegada de Jacques 
Delors a la presidencia de la Comisión en enero de 19854. Se limitó primero 

la época. Habrá que esperar hasta 1991 y la llegada de un demócrata-cristiano el frente de la 
Confederación Europea de Sindicatos (CES), Emilio Gabaglio, para que la noción de “partícipes 
sociales” o “asociados” se vuelva de uso corriente y banal entre estos líderes sindicales. Cf. 
Gobin (2005).

4	 Las primeras reuniones, a partir de 1984 se realizaron en el priorato de Val-Duchesse en 
Bruselas, razón por la que en ciertos textos históricos se puede encontrar la expresión “diálogo 
social de Val-Duchesse”. Parece evidente que tanto la elección de Delors como futuro presidente 
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a la redacción de “opiniones en común” no mandantes, en el campo de lo 
social. Bajo su influencia (la de Jacques Delors), la UNICE aceptó finalmente 
discutir una serie de problemas, afirmando desde el inicio que no tenía man-
dato para adoptar el más mínimo compromiso, inclusive puramente moral. 
Ciertas palabras (como “negociaciones” o “acuerdos”) eran tabú (CES, 1987).

Estas “opiniones en común” no fueron utilizadas por la Comisión, a pe-
sar de que la CES deseaba que sirvieran de referencia para adoptar normas 
sociales europeas obligatorias. Esto llevó a un empantanamiento del proceso 
de diálogo social durante el año 1987. Para reorientar las relaciones contrac-
tuales por la vía de negociaciones y no de discusiones etéreas, la CES ma-
niobró para obligar a la UNICE a salir de su doble negativa (ni leyes sociales 
europeas, ni convenios colectivos europeos). Esto se logró por una doble pre-
sión: por la lucha para obtener el compromiso de las autoridades de adoptar 
un zócalo legislativo en el campo social y dejando de lado a la UNICE como 
actor contractual, por medio de un primer acuerdo marco europeo, el 6/9/90 
entre la CES y la CEEP (patronal pública europea). Además la CES se com-
prometía a un trabajo de reflexión sobre la posibilidad de modificar el tratado 
dentro de la perspectiva de revisión que debía ser ratificada en diciembre de 
1991 en la cumbre de Maastricht. Este contexto llevó a la UNICE a aceptar 
una negociación que debía llegar a una propuesta en común para la revisión 
del Tratado con respecto a la inclusión de un proceso de negociación colec-
tiva.

Así fue como el 31/10/91, los tres interlocutores sociales interprofesio-
nales (CES-CEEP-UNICE) llegaron a un acuerdo acerca del desarrollo del 
diálogo social europeo. Fijan las reglas del juego concernientes a ser consul-
tados acerca de las iniciativas de la Comisión y también acerca de las moda-
lidades según las cuales se podría implementar un eventual acuerdo entre los 
interlocutores sociales a nivel comunitario5. Frente a la negativa del gobierno 
británico de ratificar esta contribución así como la Carta social comunitaria6, 
once de los doce Estados miembros de la Comunidad se comprometen en un 
“Acuerdo sobre la política social” anexado al tratado de Maastricht bajo for-
ma de protocolo. Este acuerdo retoma casi integralmente la contribución de 
los interlocutores sociales, lo que hubiera debido permitirles un anclaje más 
firme en el proceso de toma de decisiones de la Comunidad; entre otras cosas, 

de la Comisión como la decisión de instaurar un “diálogo social” son algunos de los resultados 
de la negociación llamada de Fontainebleau orquestada por Mitterand en junio de 1984.

5	 El artículo 138 del Tratado de Maastricht (ex artículo 3 del protocolo) da a los “partícipes 
sociales” el derecho de ser consultados en dos etapas, acerca de la oportunidad y la orientación 
de una propuesta y luego sobre su contenido.

6	 El nuevo gobierno Blair va a ratificar finalmente estos dos acuerdos en ocasión del tratado de 
Amsterdam en 1997.
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podrían concluir acuerdos entre ellos que el Consejo de la Unión europea no 
tendría más que aprobar y transformar en “ley” (o rechazar).

Una noción de la que acusa recibo el derecho francés

En Francia, la referencia a la noción de diálogo social, heredada del ni-
vel de la UE, aparece como muy atractiva en el vocabulario de las relaciones 
sociales. Recientemente integró el Código Laboral en la ley del 31/01/07, lla-
mada modernización del diálogo social7, que busca, para G. Larcher, entonces 
Ministro delegado del Empleo, el Trabajo y la Inserción Profesional de los 
Jóvenes, instaurar “nuevas reglas del juego, en el caso inspiradas parcialmente 
en aquellas aplicables a nivel de la Unión europea”8. 

Aunque actualmente consagrada por ley, la noción, sin embargo, no ha 
sido bien definida. Pero la ley de modernización del diálogo social ha aclara-
do las cosas al diferenciar negociación colectiva y diálogo social. Creó en el 
Código del Trabajo, un Título preliminar llamado “Diálogo social”, diferen-
ciándolo de las disposiciones relativas a los convenios colectivos. La reciente 
recodificación del Código del Trabajo presenta una aclaración suplementaria 
al crear un capítulo preliminar titulado “Diálogo social”. A partir de enton-
ces, las disposiciones relativas al diálogo social ocupan un lugar totalmente 
simbólico: encabezan el conjunto de las disposiciones del Código del Trabajo. 
En otras palabras, el diálogo social se transforma en el procedimiento del 
derecho común para casi todo el conjunto de los textos de ley propuestos por 
el poder ejecutivo.

En su presentación del proyecto de ley de modernización del diálogo 
social, el ministro identifica los “tres ejes” del diálogo social9: se trata de los 
“Procedimientos de concertación, de consulta y de información” (defini-
dos en los artículos L.1 a L.3 de la nueva codificación). Si la ley del 31/01/07 
consagra una acepción del diálogo social que no se refiere expresamente a la 
negociación colectiva, ésta sin embargo queda incorporada, como surge del 
análisis de los debates parlamentarios10. Está previsto en el artículo L.1 que 

7	 Ley Nº 2007-130, DO del 1º de febrero de 2007.

8	 Intervención en la Asamblea nacional, acta analítica oficial, 2ª sesión del martes 5 de diciembre 
de 2006. El artículo 139 del Tratado CE prevé que “el diálogo entre partícipes sociales a nivel 
comunitario puede conducir, si estos últimos lo desean, a relaciones convencionales, incluidos 
acuerdos”. Según el artículo 138 del Tratado CE, la Comisión debe, antes de presentar un 
proyecto de Directiva en el área de la política social, consultar a los partícipes sociales.

9	 Intervención en la Asamblea nacional. Acta analítica oficial, 2ª sesión del martes 5 de diciembre 
de 2006.

10	 Es el sentido de la respuesta de G. Larcher a los diputados del grupo comunista que habían 
presentado una sub-enmienda Nº 1 enmienda, agregando a la enumeración del capítulo único, 
la negociación colectiva: “Quiero que quede claro para ustedes que, detrás de la concertación, 
existe la posibilidad abierta para la negociación si los partícipes sociales lo desean. Les solicito 
entonces que retiren vuestra sub-enmienda” (Debate, Asamblea nacional, Segunda sesión del 
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“Todo proyecto de reforma encarado por el Gobierno que se refiera a las rela-
ciones individuales y colectivas del trabajo, del empleo y de la formación profe-
sional y que corresponda al campo de la negociación nacional e interprofesional 
será objeto de una concertación previa con las organizaciones sindicales de los 
asalariados y los empleadores representativos a nivel nacional e interprofesio-
nal, en vistas de la apertura eventual de una tal negociación”. Esto se dirige por 
lo tanto a las reformas susceptibles de dar lugar a una negociación nacional 
interprofesional iniciada por el gobierno y que podrían, en el curso del tiem-
po, transformarse en un proyecto de ley o texto reglamentario. Los procedi-
mientos aparecen vinculados, inscritos en un proceso normativo que distin-
gue diferentes fases11. El campo de aplicación es amplio: el procedimiento de 
diálogo social instaurado de esta forma se aplica a los proyectos de ley que se 
refieren al área de las relaciones individuales y colectivas del trabajo, del em-
pleo y de la formación profesional. Se excluyen las garantías sociales.

Algunos diputados presentaron el 22/07/09, un texto que buscaba ex-
tender el procedimiento del diálogo social a las propuestas de ley12. No fue 
discutido en el Parlamento, y el 16 de diciembre pasado, la Conferencia de 
los presidentes13 aprobó un protocolo relacionado con la consulta de los par-
tícipes sociales acerca de las propuestas de ley. El campo de aplicación es el 
mismo que para los proyectos de ley. Instaurado a título experimental, imple-
menta el principio de las consultas previas a las organizaciones sindicales de 
asalariados y de empleadores representativas a nivel nacional e interprofesio-
nal14, antes de la inscripción en el orden del día de la Asamblea nacional de 

miércoles 6 de diciembre de 2006).

11	 Que pueden sin embargo ser acortadas por la declaración de urgencia: “El presente artículo no es 
aplicable en caso de urgencia. Cuando el Gobierno decide implementar un proyecto de reforma 
en la ausencia del procedimiento de concertación, comunica a las organizaciones previamente 
mencionadas, dando las razones en un documento que trasmite a estas organizaciones, antes de 
adoptar cualquier medida requerida por la urgencia”. (Art. L.1, 4e al.).

12	 Propuesta de ley tendiente a formalizar la consulta de los partícipes sociales en el marco de una 
propuesta de ley, N° 1872, 22 de julio de 2009.

13	 Reúne a los presidentes de las diferentes comisiones que forman la asamblea nacional. Es el 
órgano competente para preparar la organización del trabajo de la Asamblea nacional en sesión 
pública.

14	 Cuando un presidente de grupo o un presidente de comisión plantea la propuesta de la 
inscripción en el orden del día de una propuesta de ley relacionada con el área descrita en 
el artículo L.1 debe, salvo casos de urgencia, informar inmediatamente al presidente de 
la comisión de asuntos sociales, que transmite por escrito a las organizaciones sindicales el 
texto de la propuesta “a fines de recoger sus observaciones acerca de su contenido y sobre 
su intención de entablar o no una negociación nacional e interprofesional”. Después de un 
lapso de quince días, son tres las posibilidades: 1. Las organizaciones sindicales presentan un 
acuerdo unánime para iniciar las negociaciones; 2. Solamente una parte de las organizaciones 
sindicales de asalariados y de empleadores representativas a nivel nacional e interprofesional 
decide iniciar negociaciones. En ambos casos (1 y 2) el presidente de la comisión de asuntos 
sociales de la Asamblea nacional puede acordarles un “plazo razonable” para negociar, plazo 
que puede excepcionalmente prorrogar. Toda negativa debe acompañarse de los motivos. 3. 
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toda propuesta de ley relacionada con las áreas del trabajo, del empleo o de 
la formación profesional. Se trata, siguiendo los términos del protocolo del 
acuerdo, de “garantizar la efectividad del diálogo social”. No existe sin embar-
go ninguna obligación, para el legislador o el poder ejecutivo, ni de inscribir 
la propuesta de ley o el proyecto de ley en el orden del día, ni de integrar en la 
propuesta o el proyecto de ley los términos del acuerdo firmado o las obser-
vaciones presentadas por las organizaciones sindicales.

Contrariamente al derecho comunitario, el derecho francés decidió no 
atar al legislador, conforme al primer apartado del artículo 39 de la Cons-
titución, que dispone que “las iniciativas de ley pertenecen conjuntamente al 
Primer ministro y a los miembros del Parlamente”, excluyendo así a las orga-
nizaciones sindicales. De esto deriva que el dispositivo se mantiene ambi-
guo, dado que no aclara el alcance de los compromisos realizados, aunque 
asocia fuertemente las organizaciones sindicales al proceso legislativo. Tanto 
el gobierno como el parlamento disponen de una “capacidad (…) de tener al 
tanto”15 a las organizaciones sindicales, sin estar atadas por los acuerdos fir-
mados. Por lo tanto, el sentido mismo de esta reforma es equívoco, dado que 
los partícipes sociales siempre fueron consultados en ocasión de las diferentes 
reformas sociales16. Nos queda entonces preguntarnos acerca del significado y 
del alcance de esta consagración legal de una práctica.

Un nuevo modo de elaboración de la norma jurídica

Entraremos ahora en el detalle de los procedimientos, para examinar 
cómo, tanto en el plano comunitario como en el nacional, la elaboración de 
la norma jurídica se hace por consenso. Se observa entonces que la lógica que 
subyace al diálogo social es la de acompañamiento de las políticas públicas 
por los llamados “partícipes sociales”.

Del protocolo social a la declaración de Laeken: de la vía legislativa a la vía 
autónoma

El diálogo social europeo puede, efectivamente definirse a posteriori 
como un conjunto de procedimientos pertenecientes al dispositivo institucio-
nal de la Unión Europea17 que asocian a los “partícipes sociales”, para obtener 

Si las organizaciones se niegan a iniciar una negociación, ellas dirigirán al presidente de la 
comisión de asuntos sociales “sus observaciones acerca del contenido de la propuesta de ley”. 
Si la propuesta de ley se halla inscripta en el orden del día, las observaciones enviadas por las 
organizaciones sindicales y, si se da el caso, el texto surgido de las negociaciones serán anexados 
al informe realizado por la comisión que estudió la propuesta de ley.

15	 Exposición de motivos de la propuesta de ley del 22 de julio de 2009.

16	 Ídem.

17	 Los artículos en cuestión son los artículos 3 y 4 del Acuerdo sobre la política social, anexados 
al Tratado de Maastricht, que se transformaron respectivamente en 138 y 139 en el tratado de 
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su acuerdo amplio al contenido de la decisión europea. Estos procedimientos 
representan el sistema actual de las relaciones industriales dentro de la UE. Se 
componen de cuatro procesos diferentes:
- 	 La consulta en que la CE somete a la opinión de los “partícipes sociales”, 

toda intención de acción comunitaria en el área de la política social. Des-
pués de esta consulta, la Comisión decide o no proseguir con su inten-
ción de acción. En caso positivo, consultará a los “partícipes sociales” a 
quienes atañe acerca del contenido de la propuesta;

- 	 La negociación colectiva que puede iniciarse si los “partícipes sociales” lo 
desean, luego de la segunda fase de la consulta. Los “partícipes sociales” 
informan a la Comisión acerca de su intención de negociar un acuerdo-
marco, lo que suspende la acción de la Comisión en esta área. La dura-
ción de la negociación no puede ser mayor de nueve meses, salvo si todos 
los actores (incluyendo la Comisión), se ponen de acuerdo respecto a 
una prolongación. En caso de fracaso de la negociación, la Comisión 
retoma la iniciativa de la intervención. En caso de negociarse un acuer-
do-marco, este acuerdo se implementa por medio de los procedimientos 
y prácticas previstos a estos efectos a escala nacional, o, para asuntos 
sociales que puedan ser objeto de una directiva social europea por la 
acción del Consejo de ministros, por decisión del Consejo a propuesta 
de la Comisión, si las partes firmantes presentan la solicitud conjunta;

- 	 Las acciones conjuntas en las que los “partícipes sociales” se reúnen re-
gularmente para intercambiar informaciones, negociar “opiniones en 
común”, acuerdos voluntarios, “entendimientos”, códigos de buena con-
ducta… Éstos servirán como guías, más o menos obligatorias, según la 
naturaleza del entendimiento negociado, para las organizaciones nacio-
nales a las que se refiere;

- 	 La concertación tripartita en la que los “partícipes sociales” a escala pro-
fesional se reúnen regularmente con dirigentes (comisarios europeos, 
ministros y jefes de Estado o de gobierno de los Estados miembros) o 
con funcionarios de la Unión Europea para intercambiar puntos de vista 
acerca de las grandes orientaciones de la Unión18. 

Ámsterdam, y luego en 154 y 155 en el último Tratado de Lisboa.

18	 En este sentido se puede recordar principalmente la concertación anual de la cumbre social 
tripartita para el crecimiento y el empleo en vísperas del Consejo europeo de primavera, centrada 
en los asuntos económicos y sociales, a partir de 2003; el diálogo macroeconómico en el que los 
“partícipes sociales” se encuentran regularmente en reuniones técnicas y políticas, sobre todo 
con el Banco central, acerca de las políticas económicas, monetarias, presupuestales y fiscales, 
con el fin de alentar el crecimiento y el empleo (desde 1999); y concertaciones más específicas en 
el área del empleo, de la protección social, de la educación y de la formación. Existen además 
seis comités consultativos interprofesionales específicos (Fondo social europeo, de libre 
circulación de los trabajadores, salud y seguridad en el trabajo…) en los que los “partícipes 
sociales” formulan opiniones para aconsejar a la Comisión. Es importante que quede claro que 
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Debilidad de los resultados

Dados todos los problemas descritos, este procedimiento no ha llevado 
a muchos resultados. Solamente seis acuerdos-marco han sido adoptados a 
escala interprofesional desde 1995. Cada uno de los tres primeros acuerdos-
marco dio lugar a una directiva comunitaria. El primero se refiere a la licencia 
parental (1995), el segundo al trabajo de tiempo parcial (1997) y el tercero a 
los contratos de trabajo de duración determinada (1999).

A partir del inicio del nuevo milenio hay, uno tras otro, fracasos de las 
negociaciones interprofesionales: sobre la información y la consulta de los 
trabajadores en el plano nacional (octubre de 1998); sobre el trabajo tem-
porario (2002). Mientras tanto, el tema de la información/consulta a nivel 
nacional tomó la forma de una directiva y no de un acuerdo, así como el del 
trabajo temporario (CE, 2008), después de ásperas negociaciones en el Con-
sejo “Empleo, asuntos sociales e igualdad”.

A este ritmo, y dada la decisión de las autoridades europeas de reducir 
la legislación social al mínimo posible, todo se hace para que la UE sea real-
mente una UEM y no una Unión social. Además, los temas de negociación 
considerados no se sitúan en general en el núcleo de la construcción del dere-
cho social, salvo el acuerdo que limita el desarrollo de contratos de duración 
determinada; esto acentúa más aún la asimetría entre una Europa que genera 
derecho económico y un derecho social europeo marginal.

¿Tienen las instituciones europeas una responsabilidad social?

¿Cuál es entonces la evolución del papel de la Comisión en el diálogo so-
cial? Si retomamos la historia del diálogo social interprofesional, se pueden 
diferenciar tres etapas en la evolución del mismo. Entre 1985 y 1993, era aún 
el único centro por el que pasaba el diálogo social. Presidía las reuniones 
y elaboraba proyectos de opiniones en común discutidas por los “partícipes 
sociales” en situación de dependencia. A partir de 1993, “el tratado de Maas-
tricht permitió que se desarrollara un espacio de discusión autónoma entre los 
partícipes sociales”19, y la gran novedad era la relación directa entre los “partí-
cipes” en el momento de la firma de los primeros acuerdos. A partir de 2002, 
es decir después de la declaración de Laeken, el diálogo se autonomizó aún 
más, diferenciándose dos polos: el de los “partícipes sociales”, que adoptaron 
un programa de trabajo paritario, y el de la Comisión.

Se ha podido constatar que la autonomización “programada” de los “par-
tícipes sociales” respecto a la Comisión modificó aún más la naturaleza del 

el procedimiento de consulta de los “partícipes sociales” previa a la adopción de una propuesta 
legislativa funciona únicamente para determinados asuntos sociales.

19	 Morin, J. (2004), Jefe de la Unidad “Diálogo social” en la Comisión Europea (DG Empleo, 
Asuntos sociales e Igualdad de posibilidades), reunión del 24 de febrero de 2004, Bruselas.
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diálogo social. La Comisión indicó a los interlocutores sociales que reforzaran 
sus prácticas, y pasaran de un papel que podríamos calificar de “reactivo” a un 
papel “proactivo”. Esto significaba en realidad que ella se negaba a continuar 
ejerciendo una presión legislativa, dejando así de lado la posibilidad de llegar 
a concluir acuerdos-marco que se transformarían en directivas por parte del 
Consejo. Esta visión de las cosas es explícita cuando se toma conocimiento 
de los libros verdes y blancos acerca de la política social20 que anuncian la vo-
luntad de la Comisión de desprenderse de la vía legislativa en el campo de lo 
social. Estos textos simplemente confirman el credo presentado por Jacques 
Delors a partir de 1985, credo que expresó muy directamente en el encuentro 
con la CES, el 31/01/90: “La legislación no puede hacerse sustituta de la “im-
potencia de los sindicatos”. Ustedes deben asumir vuestro papel e imponer 
por vuestros propios medios una parte de vuestros objetivos sindicales”21.

En diciembre de 2001, en la declaración de Laeken, los “partícipes socia-
les” interprofesionales (UNICE, CES y CEEP) anuncian su intención de de-
sarrollar un programa autónomo cada tres años. Utilizaron un diálogo social 
más autónomo, construido sobre diversos instrumentos (acuerdos-marco, 
posiciones, recomendaciones, intercambio de experiencias, debates abiertos, 
etc.). En diciembre de 2002, presentaron el primer programa conjunto (2003-
2005) que comprendía más de 20 acciones alrededor de tres grandes priori-
dades: movilidad, ampliación y empleo (este último tema agrupaba 2/3 de 
las iniciativas). Le siguió un segundo programa de trabajo (2006-2008), que 
tenía como objetivo resultados más concretos y remarcaba la importancia 
de llegar a la conclusión de acuerdos autónomos. Este nuevo diálogo “bipar-
tito” autónomo marca un giro hacia la conclusión de acuerdos voluntarios 
no obligatorios. Los últimos tres acuerdos interprofesionales firmados sobre 
el teletrabajo (2002), el estrés (2004) y el acoso (2007), los tres voluntarios, 
confirman esta tendencia.

La noción de diálogo social se transforma en un término genérico

Si bien los primeros textos que contenían la noción de “diálogo social” 
– el Acta única (artículo 118b) y más tarde el Tratado de Maastricht – ya en-
comendaban como misión a la Comisión de “desarrollarlo”, no ofrecían nin-
guna indicación exacta acerca de lo que comprendía. Según un representante 
de una organización patronal europea: “El éxito del término “diálogo social” se 

20	 Comisión Europea, “Politique sociale européenne - Options pour l’Union”, (Política social 
europea-Opciones para la Unión). Libro verde COM (93) 551 del 17 de noviembre de 1993; 
Comisión Europea, “Politique sociale européenne - Une voie à suivre pour l’Union”, (Política 
social europea- Un camino a seguir para la Unión) Libro blanco COM (94) 333 del 27 de julio 
de 1994.

21	 Archivos de la  CES, “document sur les droits sociaux fondamentaux” (documento sobre 
los derechos sociales fundamentales) preparatorio y punto 8b del orden del día del Comité 
ejecutivo de la CES del 15 y 16 de febrero de 1990.
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debe a su ausencia de significado o a su ambigüedad. Se trata de designar, por 
medio de una expresión neutra, el proceso susceptible de llevar a la negociación 
entre organizaciones de empleadores y de asalariados. En efecto, la expresión 
“negociación colectiva” puede asustar a algunos, y el proceso que lleva a ella 
es presentado bajo su aspecto “pacífico””22. Para la Comisión, sin embargo, el 
objetivo es claro: “Un diálogo social ambicioso y activo debe así tener un papel 
central (…) como método de adaptación flexible, eficaz y no conflictivo y como 
medio de sobrepasar los obstáculos de la modernización”23.

Y la CES da también importancia al hecho de que en este proceso, el 
método cuyo objetivo es llegar a un consenso es el que prima24. Finalmente, el 
interés estratégico de participar en el diálogo para los euro sindicatos (la CSE 
o las FSE25) es esencialmente permitirles ingresar en el proceso político de la 
UE y adquirir allí una legitimidad. Sin embargo esta legitimidad no deriva 
del hecho de que el euro sindicalismo representara una fuerza social indo-
meñable para el poder europeo; si éste busca la asociación del sindicalismo a 
su sistema político es con la esperanza de que éste mantenga un buen clima 
proeuropeo entre los asalariados, a pesar de las medidas antisociales adop-
tadas, y para presentar, sin grandes inversiones, una fachada democrática. 
Pero sabemos, con Jean-Marie Pernot que “la legitimidad que se representa no 
encuentra su fuente en la institución misma, sino en el vínculo representativo 
que las organizaciones sindicales tienen con el grupo social “en nombre del cual” 
se expresan y actúan” (Pernot, 2005).

Aquí, la institucionalización se presenta como el único medio de reco-
nocimiento político del euro sindicato dentro del marco del diálogo social. 
El vínculo representativo con su base sindical, es decir su capacidad potencial 
de transformación social por la movilización es muy débil, porque el euro 
sindicalismo tiene como miembros sindicatos, y no asalariados directamente 
movilizables, y no logra, dada la extrema diversidad de su afiliación a múl-
tiples tradiciones y culturas sindicales diferentes, ponerse de acuerdo sobre 
un programa reivindicativo coherente. Además la cultura del “partenariado 
social” (reunión de partícipes sociales) le sugiere abandonar toda reivindi-
cación peligrosa para el desarrollo máximo del libre intercambio. El diálogo 

22	 Cita tomada de los cuestionarios del informe OSE (2004), representante de la COPA, federación 
patronal de la agricultura.

23	 Comunicación de la Comisión Europea, COM (2002) 341 final del 26.6.2002.

24	 “En esta cultura de la asociación de partícipes (partenariado), el proceso en sí, es decir la 
negociación de acuerdos para negociar acuerdos, prevalece sobre el contenido de los acuerdos. 
Para prevalecer y ser reconocido como actor central, se tienen que producir acuerdos, hasta el 
extremo de cualesquiera que sean”. E. Gabaglio, Qu’est-ce que la Confédération européenne des 
syndicats?, (¿Qué es la Confederación europea de sindicatos?). Ed. l’Archipel, Paris, 2003, pp. 
51-52.

25	 Las Federaciones sindicales europeas son las estructuras sectoriales de dimensión europea.
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social se halla así organizado de manera de ser un método para llegar, entre 
“partícipes sociales”, a una visión consensuada del mundo, con la finalidad de 
“dejar atrás” una visión antagónica entre el trabajo y el capital.

Partícipes sociales implicados en la construcción de la toma de decisión 
pública

En Francia, por otra parte, la ausencia de una definición precisa y unívo-
ca muestra que la noción de diálogo social se determina con respecto a ciertas 
finalidades y no tanto por la definición de un contenido técnico. En el plano 
jurídico, no es ni la negociación colectiva, que conlleva el compromiso de 
dos partes, ni es la concertación, que da lugar a discusiones previas a la adop-
ción de un acto unilateral por el poder público. El diálogo social constituye 
una categoría genérica, dentro de la que es posible agrupar diferentes pro-
cedimientos jurídicos que pueden dar lugar sea a un acuerdo colectivo, sea 
a un acto unilateral. Se inscribe dentro de un proceso normativo que puede 
terminar con la firma de un acuerdo o con la adopción de un acto unilateral. 
Sobre todo nos muestra la voluntad de reformar las relaciones sociales según 
un modelo inspirado en la literatura “gris” de la Unión Europea, que adjudica 
un gran espacio al consenso y al acompañamiento de las reformas, sobre todo 
por parte de las organizaciones sindicales. Se debe diferenciar del mecanismo 
tripartito, que se basa en el reconocimiento (e inclusive la institucionalización 
en el seno de comisiones) de la existencia de intereses diferentes26, que si bien 
el diálogo social no niega, por lo menos trata de “endulzar”. Interviene antes 
de la adopción de reformas sociales, con el fin de ampliar su legitimidad.

El diálogo social permite, in fine, “asociar a las organizaciones represen-
tativas de los asalariados y los empleadores en la elaboración de sus proyectos 
(del gobierno)”27. Con esto se logra una cierta aceptación de que el diálogo 
social interviene en la construcción de la toma de decisiones pública. No es 
un hecho anodino que el asunto de la representatividad de las organizaciones 
sindicales haya ocupado un lugar tan importante en los debates parlamen-
tarios iniciados con respecto a las leyes de 2004 y de 2007. Desde este punto 
de vista, el enfoque francés del diálogo social se aproxima a la Resolución de 
la OIT referida al mecanismo tripartito y al diálogo social, que constituye 
“un elemento central de las sociedades democráticas”28. Es por eso que no 
debe ser aprehendido como un proceso aislado de reforma de las relaciones 
sociales, sino que se debe restituir dentro de un contexto más global de trans-
formaciones de la política de Estado y de la acción pública. No es posible 

26	 Cf. G. CORNU, Vocabulaire juridique (Vocabulario jurídico). PUF, 2004 (“Tripartite”) 
(Tripartita).

27	 C. PROCACCIA, informe ya citado, p. 7.

28	 Resolución ya citada, Preámbulo.
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analizar el lugar que ocupa la noción de diálogo social dentro del derecho 
social sin tener presentes ciertos textos de leyes que reforman la organización 
administrativa e institucional de Francia y, en términos más amplios, la ac-
ción pública.

Ahora bien, la ley de modernización del diálogo social se propone aco-
modar la decisión pública al diálogo social: “nuestra reforma constituye un 
acto de confianza respecto al diálogo social, dado que reposa sobre la con-
vicción de que los partícipes sociales son capaces de aportar las evoluciones 
necesarias a nuestro modelo social. Es por lo tanto necesario imaginar nuevas 
reglas del juego”29. Más que como concepto jurídico, el diálogo social es pre-
sentado como un “método”30 de acompañamiento de las reformas sociales, por 
ejemplo de la previsión de la gestión de los empleos y de las competencias 
(GPEC).

Esta implicancia de los partícipes sociales en la implementación de re-
formas políticas se traduce, correlativamente, en una responsabilidad políti-
ca acrecentada, que varía según los procedimientos utilizados: información, 
consulta, concertación y negociación suponen una participación creciente en 
el proceso de elaboración de un acto que sigue siendo, como lo prevé la ley de 
modernización del diálogo social, un acto unilateral del poder público (de-
creto) o del legislador (ley). Es sin duda allí que reside toda la ambivalencia 
del nuevo dispositivo: tanto si los partícipes sociales han llegado a la firma de 
un acuerdo colectivo, como si no, el acto final será una ley o un decreto.

Contrariamente al derecho comunitario31, en ninguna parte el texto pre-
vé atar al legislador (se necesitaría para ello una reforma de la Constitución), 
que permanece libre de retomar en su totalidad o en parte el acuerdo, o bien 
de descartarlo. ¿Cuál es entonces el alcance del compromiso suscrito por la 
vía de la negociación colectiva, si no es retomado dentro de una ley o un de-
creto? No podemos más que preguntarnos cuáles son los fines de esta forma 
de diálogo social que deja al legislador o al ejecutivo la posibilidad de hacer 
una selección dentro de las reformas decididas por los partícipes sociales, 
valiéndose de todos modos de la ventaja de la firma de un acuerdo colectivo. 
¿Se trata de implicar a los partícipes sociales en el proceso de elaboración de 
la ley o decreto, consagrando así una práctica, o de lograr el aval a decisiones 
políticas, bajo la apariencia de un consenso blando? Esta ambigüedad hubiera 
podido ser, por lo menos en parte, evitada si el legislador hubiera decidido 

29	 G. LARCHER, intervención en la Asamblea nacional. Acta analítica oficial, 2ª sesión del martes 
5 de diciembre de 2006.

30	 Ídem.

31	 Cf. E. MAZUYER, “Les instruments juridiques du dialogue social européen: état des lieux et 
tentative de clarification”, (Los instrumentos jurídicos del diálogo social europeo: estado de 
situación y tentativa de aclaración) Dr. Soc. abril de 2007, p. 476 a 485, p. 481 en particular.
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aclarar la cuestión del reparto de las áreas de intervención de la ley/convenio 
colectivo.

Las nuevas formas de intervención de los poderes públicos y de la acción 
pública

En forma paralela al desarrollo del proceso del diálogo social, y en conti-
nuidad con el Libro blanco sobre política social europea (1994), la Comisión 
Europea va a estimular otro tipo de diálogo, el diálogo civil con los represen-
tantes de la “sociedad civil”. Un foro europeo de política social se organiza en 
1996, en un contexto de búsqueda de legitimidad política para atemperar las 
oposiciones al Tratado de Maastricht, que habían conmovido la visión oficial 
de un fuerte consenso al proyecto europeo; este proceso de consulta de la 
sociedad civil se refuerza en el marco de las Conferencias Intergubernamen-
tales (CIG) de revisión de los tratados (1996-1997, 2003-2004) y a través de 
los trabajos de las Convenciones (para la elaboración de una Carta europea 
de derechos fundamentales 1999-2000 y para la elaboración de un proyecto 
de constitución europea, 2002-2003).

El “tripartismo” tradicional posterior a 1945, se substituye cada vez más 
por un cuatripartismo en que las ONGs y otras asociaciones son invitadas al 
mismo título que los interlocutores sociales, a la concertación con las autori-
dades políticas. En este punto, la Confederación Europea de Sindicatos (CES) 
en su reacción al libro verde sobre la modernización, ha expresado reciente-
mente, su profundo desacuerdo con el procedimiento de consulta seguido 
por la Comisión, incluyendo actores de la “sociedad civil” que designa aquí 
como el “gran público”32.

Este deslizamiento del diálogo social hacia el diálogo civil significa la 
pérdida programada de la posición central del actor sindical. El diálogo civil, 
que ofrece la apariencia de mejorar la calidad de la representación democrá-
tica en la sociedad, por el contrario, la debilita. Por su efecto, la atención po-
lítica se dispersa hacia numerosos problemas de intereses, de categorías, que 
vuelven confusas las grandes fisuras y riesgos de la sociedad. El fundamento 
del ejercicio del poder político sobre el pueblo, que es el sufragio universal, se 
ha desestabilizado (los expertos de la sociedad civil compiten con y debilitan 
el peso de los que fueron electos –parlamentarios y sindicalistas–) y con él la 
consagración del pueblo como comunidad política de iguales (regreso hacia 
la valorización del elitismo). Con esta competencia creada a partir del diálogo 

32	 “No cabe la menor duda de que esta consulta pertenece al núcleo del ‘dominio de la política 
social’ como menciona el artículo 138 del Tratado CE, y que los partícipes sociales deben ser 
consultados de manera diferente, y con un peso diferente al del gran público, a fin de permitir, 
desde el principio, influenciar la orientación de las iniciativas y expresar su interés en realizar 
ellos mismos las negociaciones”. Posición adoptada por el Comité ejecutivo de la CES en su 
reunión de Roma, el 20 y el 21 de marzo de 2007. 
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civil, los sindicatos pierden progresivamente su poderío en cuanto “parcela de 
la autoridad pública” que les permitía participar en la elaboración de la nor-
ma legal, de gestionar las instituciones redistributivas, de estar en el núcleo 
de la relación del poder democrático (el tripartismo), para transformarse en 
“expertos” de lo social. La simbología democrática se derrumba para dejar 
lugar a una simbología tecnocrática.

De esta manera, para mejor entender la inscripción del diálogo social en 
las nuevas formas de consulta de los poderes públicos, es interesante poner 
en evidencia que las nociones de diálogo civil y de la gobernanza conforman 
un sistema léxico-semántico que traduce a la vez una nueva manera de ela-
boración de la norma, recurriendo a otras instituciones o personas distintas 
del Estado o los poderes públicos, así como una nueva manera de pensar el 
accionar público.

La gobernanza y el partenariado

El término “gobernanza” es más familiar para los países anglosajones y 
encuentra su lugar en la literatura gris de la Comisión Europea. Alejándose 
de una lógica piramidal, en el seno de la cual el poder se organiza siguiendo 
el principio democrático y se ejerce en razón de la legitimidad conferida por 
la elección, la gobernanza asocia pues, en la elaboración de la norma, a la 
“sociedad civil” o bien a las “organizaciones de base” en la búsqueda de una 
jurisdicción ampliada. Conforme a la definición que brinda la Comisión en 
su libro blanco, sobre la gobernanza europea, “la sociedad civil reagrupa es-
pecialmente las organizaciones sindicales y patronales (los “partícipes socia-
les”), las organizaciones no gubernamentales, las asociaciones profesionales, 
las organizaciones caritativas, las organizaciones de base, las organizaciones 
que involucran a los ciudadanos en la vida local o municipal, con una con-
tribución específica de las iglesias y las comunidades religiosas.” (Comisión; 
2001).

La meta consiste pues “...en abrir el proceso de elaboración de las políticas 
para que se caractericen por una participación y una responsabilidad acrecen-
tadas” permitiendo, por la flexibilidad generada, tomar en consideración las 
particularidades localistas (Comisión Europea; 2001). Haciendo esto, se pro-
duce un deslizamiento de una lógica de representación hacia una lógica de 
lobbying. La noción de gobernanza muestra, también, la penetración en la 
esfera democrática (y del derecho) por la lógica económica. En su tercer in-
forme sobre la cohesión económica y social de 2004, la Comisión se refiere a 
“... la importancia que reviste para la competitividad regional una buena gober-
nanza –es decir, instituciones eficaces, relaciones productivas entre los diversos 
actores involucrados en el proceso del desarrollo y actitudes positivas hacia el 
mundo de los negocios y las empresas–” (Comsión Europea; 2004). Ese modo de 
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elaboración de la norma conforme al principio de la asociación sobre una base 
ampliada y diversificada utiliza apoyos tales como los libros verdes y blancos, 
comunicaciones y consultas ad hoc de diversos interlocutores. No cabe pues sino 
preguntarnos sobre la representatividad de esos intervinientes y la legitimidad 
de normas así adoptadas. Midiendo así el proceso de surgimiento de la norma,  
la gobernanza se traduce, ya sea por una «corregulación” (Comisión Europea; 
2001), sea por la “autorregulación”. La “corregulación” puede definirse como 
“el mecanismo por medio del cual un acto legislativo comunitario confiere la 
realización de objetivos definidos por la autoridad legislativa a las partes invo-
lucradas reconocidas en el área (particularmente los operadores económicos, los 
partícipes sociales, las organizaciones no gubernamentales, o las asociaciones)” 
(Parlamento Europeo, Consejo y Comisión; 2003)33. 

Mezclando normas jurídicas y normas de gestión, la gobernanza tiende 
a sustituir el principio jerárquico por una lógica combinatoria en el seno de la 
cual el derecho se reduce a una función puramente instrumental. La multipli-
cación de participantes con estatutos diversos, en la elaboración de la norma, 
contribuye pues a provocar una cierta opacidad. Del mismo modo en que la 
noción de “actores”, de “regulación”, de “pilotaje”, la gobernanza pertenece a 
ese vocabulario “a medias”, desgajado del fundamento conceptual sólido y 
cuyo contenido, no es, o es poco discutido, pero que se encuentra amplia-
mente utilizado en los discursos o inclusive en los trabajos de algunos investi-
gadores, lo que no deja de generar una cierta ambigüedad34. Más allá del flujo 
conceptual al que se encuentra vinculada, la noción de gobernanza, explica 
la evolución de una organización social en la cual el poder se encuentra más 
difuso, las responsabilidades diluidas en múltiples sitios de consulta-partici-
pación de donde nace un consenso que se transforma en norma. Es, desde ese 
punto de vista, uno de los “nuevos vocablos del poder” (Durand; 2007, Maggi 
Germain; 2006). Es también, indisociable de una forma de organización de 
la sociedad, que no sigue un paradigma piramidal, sino una lógica de redes.

La noción de “gobernanza”, en cuanto nueva forma de gobierno, “re-
elabora” todas las fronteras anteriores que permitieron la emergencia de un 
modelo democrático fundado en la soberanía popular, y por lo tanto, en el su-

33	 Existe, no obstante, un límite a la corregulación: no puede intervenir cuando “derechos 
fundamentales o de elección política importantes” se encuentran en juego, ni cuando las reglas 
deben ser aplicadas uniformemente en todos los Estados miembros. Ella debe ser utilizada, 
por el contrario, cuando “sirve al interés general” (ídem). Se plantea, también la cuestión de la 
representatividad de los interlocutores.

34	 Como lo destaca V. Simoulin, notando que el périodo 1994-2001 ha sido un “período de 
difusión exponencial [�] durante el cual ha conquistado el conjunto del área del accionar 
público. [�]. Es durante este tercer período que su visibilidad ha crecido espectacularmente y 
que ha sido masivamente retomado por las organizaciones internacionales así como por los 
investigadores, en particular aquellos deseosos de participar en los informes y en las licitaciones 
que éstas han comenzado a emitir”.
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fragio universal. Así se ven borroneadas las fronteras entre “público y priva-
do”, “autoridades públicas y poderes económicos”, “interés general e intereses 
particulares”, “el Estado laico y los poderes religiosos”, “poderes ejecutivo, le-
gislativo y judicial”, “nacional, regional, local, internacional”.....La gobernanza 
juega con la metáfora de la red para abolir esas antiguas separaciones que 
estaban organizadas alrededor de procedimientos de control democrático 
para evitar diversas interferencias, que podrían rápidamente conducir a la 
corrupción.

Conclusiones: un cambio de modelos

Lejos de ser meramente semántico, el deslizamiento de la negociación 
colectiva hacia el diálogo social traduce una voluntad de adoptar nuevos 
modelos de relaciones sociales que movilizan otros marcos jurídicos. La ne-
gociación colectiva está forjada siguiendo un modelo construido sobre un 
predominio sindical y obedeciendo una lógica piramidal (la ANI, el rubro, 
la empresa). La lógica jurídica que guía el diálogo social es otra. El diálo-
go social (que puede englobar, por cierto, la negociación colectiva) recurre a 
otros “participantes” (asalariados mandatados, instituciones representativas 
del personal), ver “actores”.

En el derecho francés, la negociación colectiva se ha forjado histórica-
mente alrededor del rubro de actividad. Creando el mecanismo de extensión35 

e instituyendo la noción de las organizaciones sindicales más representativas, 
la ley del 24 de junio de 1936 se ha transformado en la “ley de la profesión”. 
Los diferentes niveles de negociaciones se jerarquizan y se articulan.

El diálogo social obedece a una lógica de elaboración de normas que no 
es piramidal. Sigue una lógica de red, agregando otros interlocutores, otros 
temas, otros niveles de concertación o negociación. Registra, asimismo, la 
evolución del lugar y del papel del Estado frente a la globalización. Se sustitu-
ye el modelo de la reglamentación36, definido a nivel nacional por el Estado, 
por el modelo de la regulación. Implica, en especial, el surgimiento de nuevos 
niveles de elaboración de la norma como son el territorio y el nivel transna-
cional, e igualmente la confrontación de los derechos sociales reconocidos 
de los trabajadores, que se encuentran en la base del derecho laboral, tales 
como el derecho de huelga, el derecho a la negociación colectiva, y “liberta-
des económicas”37, hasta ahí jerarquizados. En el seno de lo que se ha dado 

35	 Permite que las convenciones logradas por las organizaciones sindicales más representativas 
sean aplicables al conjunto de una profesión. En la convención deben constar un cierto número 
de cláusulas obligatorias. Puede incluir disposiciones más favorables que las vigentes en las 
leyes y reglamentos (es el principio llamado de “favor”).

36	 En el sentido de fijar reglas, sea cual sea su origen, pero que son exteriores con respecto a 
quienes se aplican.

37	 Son contrarias a la libertad de establecimiento, las acciones colectivas conducidas por dos 
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en llamar el “mercado de los derechos y libertades”, el Estado y sus repre-
sentantes descienden de su estatus de autoridad instituyente al de “actor”, al 
mismo título que los partícipes sociales, los accionistas o los “interesados” 
(stakeholders).
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Resumen

Tras dos décadas de reformas neoliberales, Argentina atraviesa en este 
nuevo milenio diversas transformaciones que dan lugar a procesos de reac-
tivación y reestructuración económica y, al mismo tiempo, conllevan el for-
talecimiento institucional, como en el caso de las instituciones laborales. 
Este nuevo contexto, caracterizado por el crecimiento económico basado en 
el mercado interno sostenido por diversas políticas activas de salarios en 
el marco de una recuperación del empleo, es favorable para el resurgimien-
to de un actor central de las relaciones laborales como los sindicatos. Para 
poder comprender los alcances de la revitalización sindical, en especial res-
pecto de la negociación colectiva, es necesario considerar como punto de 
partida los avances en materia de diálogo social. El objetivo de este artículo 
es por tanto reflexionar sobre el espacio que tomó el diálogo social en esta 
nueva etapa en Argentina.

Palabras clave: diálogo social / negociación colectiva / conflictividad laboral 
/ revitalización sindical / Argentina

Social dialogue and  union revitalization
Industrial relations in Argentina after post devaluation  
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Abstract

After two decades of neoliberalism, Argentina goes through different trans-
formations that reactivate the economy and generate a restructuration 
process. At the same time, these transformations entail an institutional 
strengthening: the best examples are labor institutions.This new context is 
characterized by an economic growth based on the domestic market and 
supported by several active wage policies within an employment recovering 
framework. All of which makes this context favorable for the resurgence of 
a central actor of industrial relations: the unions. In order to understand the 
reach of union revitalization, especially regarding the collective bargaining, 
is necessary to consider as a starting point the social dialogue achieve-
ments. The aim of this paper is to think about the space taken by the social 
dialogue in this new stage in Argentina.

Keywords: Social dialogue / collective bargaining / labour conflict / indus-
trial relations, union revitalization / Argentina
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Diálogo social y revitalización sindical 
Una reflexión sobre las relaciones laborales en 
Argentina post devaluación

Cecilia Senén González1 - Carla Borroni2

La última década en Argentina se caracteriza por el crecimiento económi-
co basado en el mercado interno y sostenido por diversas políticas activas 
de salarios en el marco de una recuperación del empleo. Estas condiciones 
favorecen el resurgimiento de los sindicatos como actores centrales de las 
relaciones laborales, siendo visible: el fortalecimiento del diálogo social, la 
reactivación de la negociación colectiva y el aumento del conflicto laboral, 
como su contracara. El estudio se enmarca en las investigaciones sobre rela-
ciones laborales, tomando como enfoque teórico el strategic choice. Nuestro 
interrogante es si la instauración del diálogo social depende de los actores 
o del contexto socioeconómico y político general en el que se inserta este 
fenómeno, o de la interacción de ambos.

Tras dos décadas de reformas neoliberales, varios países de América 
Latina atraviesan en este nuevo milenio diversas transformaciones que dan 
lugar a procesos de reactivación y reestructuración económica y, al mismo 
tiempo, conllevan el fortalecimiento institucional: lo sucedido con las insti-
tuciones laborales es un claro ejemplo de ello. En Argentina, el año 2003 abre 
una nueva etapa que se caracteriza por el crecimiento económico, basado en 
el mercado interno, sostenido por diversas políticas activas de salarios en el 
marco de una recuperación del empleo.

Estas nuevas condiciones son favorables para el resurgimiento de un ac-
tor central de las relaciones laborales como son los sindicatos. El resurgimien-
to de su accionar se vuelve visible de diferentes formas: el fortalecimiento del 

1	 Doctora en Estudios Sociales por la UAM-I, México. Investigadora del CONICET en el Instituto 
Gino Germani, Facultad de Ciencias Sociales, Universidad de Buenos Aires (UBA), Argentina. 
Profesora Adjunta regular de la materia Relaciones Laborales, FSOC, UBA. Actualmente 
consultora de la Subsecretaría de Programación Técnica y Estudios Laborales (SSPTyEL) del 
Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social. Argentina. csenen@retina.ar

2	 Licenciada en Economía por la Universidad de Buenos Aires. Maestranda de FLACSO, Buenos 
Aires. Ayudante de Primera de la materia Relaciones Laborales, FSOC, UBA. Investigadora de 
la Subsecretaría de Programación Técnica y Estudios Laborales (SSPTyEL) del Ministerio de 
Trabajo, Empleo y Seguridad Social. Argentina. borronicarla@gmail.com
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diálogo social, la recuperación del dinamismo de la negociación colectiva, 
como forma bipartita del diálogo, y el aumento del conflicto laboral, como 
su contracara3.

Para poder comprender los alcances de la revitalización sindical4 es ne-
cesario considerar como punto de partida los avances en materia de diálogo 
social. El objetivo de este artículo es por tanto reflexionar sobre el espacio que 
tomó el diálogo social en esta nueva etapa en Argentina, en cuya dinámica 
fue fundamental el protagonismo del actor sindical y la activa participación 
del Estado.

El periodo que consideramos será por tanto el que comienza en el 2003. 
Sin embargo, en el desarrollo del análisis de estos indicadores haremos refe-
rencias a la década del ´90, atendiendo a la necesidad de contrastar el contex-
to actual con otro momento histórico reciente.

El estudio se inscribe en el marco disciplinario de las relaciones labora-
les, buscando a su vez ser un aporte a la disciplina. En esa línea, la pregunta 
que guía esta reflexión es si la instauración del diálogo social depende de los 
actores o del contexto socioeconómico y político general en el que se inserta 
este fenómeno, ¿o es la interacción de ambos, actores e instituciones, actores 
y contexto? (Thelen y Steinmo, 1992; Locke, Kochan, y Piore, 1995).

En cuanto a la estructura del trabajo, en un primer apartado se desarro-
llan los principales aportes del marco teórico seleccionado, mostrándose para 
el caso analizado cuál es el contexto en el que se inscribe el fenómeno y cuál es 
el rol de los actores. En una segunda sección, se analiza la noción de diálogo 
social; sin pretender ser exhaustivos, señalaremos a qué refiere, cómo se rede-
fine el concepto en Argentina, su origen, la naturaleza y finalidad del mismo. 
En la tercera parte, se describirá la evolución que tuvo el diálogo social en Ar-
gentina, las diferentes experiencias mirando su historia reciente (1990-2011) 
y en especial se describirá al Consejo del Empleo, la Productividad y el Salario 
Mínimo, Vital y Móvil, considerándolo como el mejor resultado de la etapa 
actual de concertación social.

3	 En otros estudios hemos desarrollado el papel de la afiliación sindical (Cecilia Senén González, 
Bárbara Medwid y David Trajtemberg (2010), “Tendencias actuales de la afiliación sindical en 
Argentina. Evidencias de una encuesta a empresas”, Revue Trimestrelle Relations Industrielles 
/ Industrial Relations, volume 65-1, ISSN 0034-379X, pp 30-51, Universidad de Laval, Canadá) 
y el de la negociación colectiva (Cecilia Senén González, Bárbara Medwid y David Trajtemberg 
(2011), La Negociación colectiva y sus determinantes en la Argentina. Un abordaje desde 
los debates de las relaciones laborales. Relet, Año 16, No. 25, Brasil) como indicadores de 
revitalización sindical.

4	 Sobre los debates dentro de la literatura de las relaciones laborales acerca del concepto de 
revitalización sindical y su posible aplicación en América Latina, véase Senén González y 
Haidar (2009).
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En el cuarto apartado, se mostrará cómo fue la evolución de la negocia-
ción colectiva, siendo ésta un hecho instaurado del diálogo en nuestro país 
hoy en día, para lo cual se analizará su evolución en términos de cantidad, 
contenido y nivel. En una quinta parte, se analizará el conflicto laboral en 
Argentina, como una contracara del diálogo pero a la vez como complemen-
tario en la situación actual de las relaciones del trabajo, siendo una muestra 
más de la revitalización sindical. Y, por último, se esbozarán las principales 
conclusiones y reflexiones derivadas del análisis.

Aplicando el enfoque estratégico

Como señalamos anteriormente, el análisis del diálogo social en la actua-
lidad argentina vuelve a poner en el centro un debate clave de la disciplina de 
las relaciones laborales: qué rol juega el entorno (el crecimiento económico 
y el fortalecimiento institucional) y cuál es el rol de los actores involucrados 
(sindicatos fortalecidos, Estado interventor) para entender la revitalización 
en sus diferentes formas, principalmente la consolidación del diálogo social5.

Las teorías de análisis estratégico han sido desarrolladas por varios au-
tores americanos como respuesta a las limitaciones de los enfoques más tra-
dicionales de relaciones laborales para explicar algunos de los fenómenos y 
características actuales de los actores del ámbito de las relaciones industriales 
(v.g. la gestión de los recursos humanos como actor de las relaciones indus-
triales, el descenso de la tasa de afiliación sindical, los resultados de las ne-
gociaciones en contextos no sindicalizados, etc.) (Kochan, Katz y Mc. Kerise, 
1994; Locke, Kochan y Piore, 1995).6

En palabras de los propios autores, se trata de: “....desarrollar una pers-
pectiva más estratégica sobre las relaciones industriales estadounidenses y por 
lo tanto demostrar que las futuras pautas (patterns) no están inalterablemente 
predeterminadas por la economía, tecnología o por alguna otra fuerza del en-
torno estadounidense. Nuestro argumento central es que las prácticas de las 
relaciones industriales y sus resultados están moldeadas por las interacciones 
entre las fuerzas del entorno articuladas con las elecciones estratégicas de los 
empresarios, los trabajadores, los sindicatos y las decisiones de políticas públi-
cas. Creemos que para entender mejor la naturaleza de esas interacciones, la 
perspectiva de las elecciones estratégicas permite una mejor comprensión de las 
organizaciones y los intereses que los actores representan Kochan, Katz, y Mc. 
Kerise (1994)”.

5	 En este trabajo no se estudia el rol de las empresas (ni de las cámaras) también actores centrales 
de las relaciones laborales.

6	 Estas teorías han respondido especialmente a las limitaciones del enfoque sistémico de Dunlop. 
Los autores se proponen volver este análisis más dinámico enfatizando las estrategias de los 
actores que actúan en el interior del sistema de relaciones laborales. (Cedrola, 1994).
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Un elemento central de la teoría es el rol del entorno, como condicionan-
te de las dinámicas presentes en las relaciones laborales. En efecto, el contexto 
actual de reactivación y reestructuración económica en Argentina post 2003 
parece ser radicalmente diferente al de la década del noventa.

Durante los noventa, el gobierno del Dr. Carlos Menem dio el impulso 
a una serie de reformas estructurales cuyas principales medidas estuvieron 
orientadas a la desregulación de todos los mercados, incluido el mercado de 
trabajo. Las leyes y decretos de flexibilización laboral afectaron de manera 
negativa al conjunto de trabajadores, a partir del crecimiento del desempleo 
y la precarización, así como al accionar sindical, por el consecuente debilita-
miento de estas organizaciones. Algunos ejemplos, como marco de referen-
cia, son: la Ley de Empleo (sancionada en diciembre de 1991) que introdujo 
la flexibilidad en los contratos de trabajo con el fin de, se afirmaba, contribuir 
a la creación de empleo; el Decreto 1334/91 que inhibía aumentos salaria-
les que no estén justificados por incrementos de la productividad; el Decreto 
470/93 que permitía la negociación de convenios colectivos por empresa y 
que contenía cláusulas explícitas referidas a las inversiones, la incorporación 
de tecnología y los sistemas de formación profesional como factores a tener 
en cuenta en los acuerdos homologables; y la Ley 24.467 (de marzo de 1995) 
que establecía un nuevo régimen laboral para las pequeñas y medianas em-
presas.

La culminación de este período en 2001, con la derogación de la Ley de 
Convertibilidad7 y la cesación de pagos de la deuda pública, dio lugar a una 
crisis económica, política y social, sin precedentes en la historia del país. La 
devaluación pos crisis de 2001 alteró las reglas de juego que habían estruc-
turado el funcionamiento de la economía durante la década del ‘90 (Felder, 
2007)8.

La etapa iniciada en 2003 se caracteriza por la reactivación económica, el 
crecimiento del mercado interno y una política activa de salarios en el marco 
de una recuperación sostenida del empleo (la desocupación disminuyó del 
17,5%, en 2003, al 8,9% en 20119) y la intervención del Estado parece ha-
ber tomado nuevo rumbo más favorable a los trabajadores (Senén González 
y Medwid, 2007). Desde 2003, la economía argentina ha crecido de modo 
sostenido y muestra indicadores favorables en materia de crecimiento, supe-
rávit externo y fiscal. De acuerdo a Trajtemberg (2010), el crecimiento eco-

7	 La Ley Nº 23.928/ 91 establece la paridad cambiaria 1US$ = 1 peso y la imposibilidad de indexar 
precios y salarios en el futuro.

8	 En 2001 la tasa de desempleo alcanzó un 21.5% y la tasa de empleo no registrado creció al 49% 
(INDEC, 2004).

9	 Según Datos de la Subsecretaría de Programación Técnica y Estudios Laborales (SSPTyEL) del 
MTEySS en base a la Encuesta Permanente de Hogares del INDEC.
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nómico focalizado en el sector manufacturero es la primera evidencia de las 
diferencias entre el régimen económico actual y el que imperó en la década 
del ‘90 hasta fines de 2001. El cambio de precios relativos permitió mejorar la 
competitividad del sector manufacturero, orientado tanto al mercado interno 
como al externo.

Todos estos cambios contextuales fueron producto de un cambio ro-
tundo de orientación política del gobierno en el que se dejaron de lado las 
recomendaciones del Consenso de Washington a partir de la crisis del 2001. 
Los primeros meses de gobierno de Néstor Kirchner (2003-2007) estuvieron 
marcados por el bajo porcentaje electoral que lo llevó a la presidencia10, esti-
mulando la necesidad de generar alianzas con distintos sectores sociales. En 
esta dirección, se produce una “coalición” entre el gobierno y los sindicatos, 
principalmente con la central sindical mayoritaria, la Confederación General 
del Trabajo (CGT)11, lo que derivó en una mayor intervención estatal en los 
conflictos laborales y el estímulo hacia la negociación colectiva y la concerta-
ción social (Etchemendy y Collier, 2006). La CGT, central que posee persone-
ría gremial12, representa a la mayor parte de los trabajadores; a esta confede-
ración se afilian tanto federaciones como sindicatos. Aunque ésta no negocia 
salarios ni condiciones de trabajo de manera directa, tiene una importante 
participación política. La CGT también asume un rol político en la negocia-
ción, ya que negocia con el Estado para obtener concesiones e impulsar la de-
finición de las políticas económicas, laborales y sociales de alcance nacional.

Este entorno o contexto es un punto de partida ineludible para el análi-
sis de las características de los sistemas de relaciones industriales pero no se 
expresa de manera inmediata ni determina procesos, tendencias y resultados. 
En términos más generales, los actores no ajustan sus estrategias y políticas 
a los cambios en el entorno de manera constante. Por lo tanto, los sistemas 
de relaciones industriales atraviesan a menudo largos períodos de estabilidad 
que son interrumpidos por grandes transformaciones. Estas grandes trans-
formaciones (como en los 90 fueron las reformas estructurales y hoy es el cre-

10	 En las elecciones presidenciales del 2003, el ex-presidente Carlos Menem, representante del 
Partido Justicialista, expresión partidaria del movimiento peronista, obtuvo la mayoría de los 
votos (24,36%) y Néstor Kirchner, también representante del Partido Justicialista, obtuvo el 
segundo lugar. Dado que Menem no se presentó al ballotage –como prevé el sistema argentino–
Kirchner accedió a la presidencia con sólo el 22% de los votos.

11	 Fundada en 1930, su relación con el Justicialismo comienza en el congreso de la CGT de 1950 
constituyéndose en “la rama gremial” del partido Justicialista. 

12	 La personería gremial, instrumento que según la Ley de Asociaciones Sindicales 23.551 
argentina otorga el “monopolio de la representación” al sindicato con mayor cantidad de 
afiliados de cada actividad. Esto le permite al sindicato representar con exclusividad a los 
trabajadores en convenios o acuerdos de carácter colectivo y ser el único que puede percibir 
las cuotas de afiliación que son descontadas por los empresarios de los salarios y giradas al 
sindicato. Por último, sólo a través de su personería el sindicato puede también administrar la 
obra social que cubre la asistencia de salud, planes vacacionales y de turismo de los trabajadores.
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cimiento económico y la intervención del Estado) no tienen una incidencia 
unívoca y determinista en la reorientación de las relaciones industriales. Más 
bien, esta reorientación depende de las respuestas de gobiernos, sindicatos 
y empresarios frente a las fuerzas del contexto. Las respuestas, a su vez, de-
penden de las opciones estratégicas de los distintos actores involucrados que 
afectan los procesos y resultados de los sistemas de relaciones laborales.

Tenemos entonces otro elemento central de la teoría: el rol de los actores 
(en nuestro caso de la CGT y el Estado13) que actúan al interior de los siste-
mas de relaciones industriales y repercuten en su estructura y resultados. Al 
respecto, el nuevo contexto ha estado acompañado por una revalorización 
de la intervención del Estado en el ámbito de la economía y de las relaciones 
laborales a través del espacio otorgado a los sindicatos que ha desandado una 
década de prescindencia estatal y primacía del mercado como eje ordenador 
de las actividades económicas y de la vida social (Felder 2007).

Las decisiones de estos actores, no son patrimonio de representantes úni-
cos o monolíticos ni están siempre planeadas o concientemente mediatizadas. 
A la vez, están inscriptas en estructuras institucionales e históricas concretas 
que las limitan y restringen. Así, las adaptaciones estratégicas viables y sus 
resultados dependen de las opciones preexistentes y están fuertemente influi-
dos por la historia (path dependence).

En síntesis, los resultados de los cambios cíclicos o estructurales en los 
sistemas de relaciones industriales se configuran en la articulación entre las 
fuerzas del contexto, los condicionamientos que emergen de los marcos insti-
tucionales y las estructuras históricas y las opciones estratégicas de los sindi-
catos, gobiernos y empresarios, nos resultan útiles para explicar el fenómeno 
de la revitalización sindical.

Gráficamente, presentamos una adaptación del enfoque estratégico 
como marco teórico elegido para analizar el fenómeno del diálogo social.

13	  Como se mencionó en este trabajo no se estudia el rol de las empresas (ni de las cámaras).
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Cuadro N º 1. Esquema conceptual de análisis del diálogo social a partir del en-
foque teórico de “strategic choice”

Período 2003-2011

3 formas:

Objeto de estudio	 	I .	 Diálogo social (Consejo SMVM)
		  II.	 Negociación colectiva
	 	III .	 Conflictividad laboral

Marco teórico: strategic choice

Rol de contexto
• Reactivación económica
• Fortalecimiento institucional

Rol de los actores
• Sindicatos (CGT)
• Estado

Fenómeno:
REVITALIZACIÓN 

SINDICAL

Fuente: elaboración propia.

Como observamos en el Cuadro Nº 1, nuestro objeto de estudio es el diá-
logo social, como indicador clave de revitalización sindical. Si bien no es un 
fenómeno cuantificable, como podría ser la negociación colectiva (medida 
en términos de evolución de la cantidad de acuerdos y convenios colectivos 
firmados) o el conflicto laboral (cantidad de conflictos, de huelguistas), es 
central en la dinámica de las relaciones laborales.

La noción de diálogo social: su definición, orígenes, naturaleza y finalidad

La noción de diálogo social, tomada de la OIT, se incorporó al lenguaje 
jurídico, sociopolítico y también al de los medios de comunicación. En Eu-
ropa este término comienza a usarse luego de la Segunda Guerra Mundial 
mientras que en América Latina su utilización es más reciente.

Si bien la producción académica en nuestro país proviene de especialistas 
en derecho del trabajo, el diálogo social como procedimiento es un fenómeno 
de naturaleza primariamente política y no jurídica. Citando a Ermida, García 
(2004) señala que la idea de diálogo social remite a una dimensión mayor de 
contenido político, relacionada con la ciudadanía, la política, el gobierno en 
democracia y la sociedad en su conjunto.

Las relaciones laborales en tanto campo disciplinar no cuentan todavía 
con una definición precisa de diálogo social. Algunos señalan que quizá en 
esta indefinición se encuentre parte de su utilidad (Ermida Uriarte, 2003), al 
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permitirle abarcar diversas instituciones y prácticas: un aspecto a considerar 
cuando se habla de diálogo social es que por éste se entienden diferentes te-
mas. Según la definición de la OIT (2007) “el diálogo social comprende todo 
tipo de negociaciones y consultas o simplemente el mero intercambio de infor-
mación entre los representantes de los gobiernos, los empleadores y los traba-
jadores sobre cuestiones de interés común relativa a las políticas económicas 
y sociales. De esta forma, comprende así desde el intercambio de información 
hasta las negociaciones macrosociales o concertación social y la negociación co-
lectiva”. El diálogo social por tanto puede ser considerado como todo tipo de 
prácticas, a excepción del conflicto abierto.

La existencia de diálogo social presupone la presencia de actores sociales 
fuertes, representativos e independientes. En este sentido, la revitalización 
sindical en Argentina es un hecho clave del que la activación del diálogo es 
un indicador.

El diálogo social se caracteriza por ser un proceso bipartito o tripartito 
donde intervienen activamente los representantes de los empresarios y de los 
trabajadores, y muchas veces representantes del gobierno (en ese caso es tri-
partito y suele hablarse de concertación). Hay experiencias en las que más allá 
de estos actores fundamentales de las relaciones del trabajo, son participes 
representantes de otros sectores, como ONGs, partidos políticos o religiosos, 
etc.

Si bien de diferente manera, podría decirse que la negociación colectiva 
es también un proceso tripartito en el caso de los países como Argentina en 
los que el Estado interviene como propulsor y legitimador de la misma (ex 
ante, promoviéndola en muchos casos, y ex post, homologando los acuerdos 
y convenios colectivos, en el caso del ámbito de actividad). La negociación 
colectiva es una forma de institucionalización del diálogo social, ya que mien-
tras que el diálogo puede o no derivar en un acuerdo o convenio entre los 
actores, la negociación colectiva es la consumación en un acuerdo de este 
diálogo.

En este sentido, García (basándose en Valdeverde) destaca que el diálogo 
social se diferencia de la negociación colectiva y de la concertación social, ya 
que estas dos últimas dan cuenta de la negociación de decisiones estratégicas 
que tienen como fin la obtención de acuerdos conjuntos. El diálogo social 
en cambio no tiene por objetivo necesariamente llegar a un acuerdo, sino el 
objetivo más limitado de canalizar y hacer circular la información entre los 
actores que dialogan. Por lo cual se le atribuye un significado abarcativo de 
una diversidad de relaciones que tienen lugar entre los sindicatos, empresa-
rios y gobierno, bajo la forma de encuentros, contactos, simples intercambios, 
cuyo principal objetivo es influir en las políticas públicas (García, 2004). En 
este mismo sentido, Romagnoli (2004) define la concertación social como un 
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mecanismo democrático de elaboración de las políticas públicas, idóneo a 
fin de canalizar las expectativas de los actores sociales. A través de la misma, 
los sindicatos, las empresas y el gobierno, intercambian información, preten-
diendo obtener consenso social sobre políticas determinadas.

“El recurso participativo que implica el diálogo social resulta fecundo a los 
fines de la justicia social como de la composición del conflicto social y de la apli-
cación real de la política. Constituye, en definitiva, un medio para la defensa de 
los derechos y el fomento del empleo, como una fuente de estabilidad en todos los 
niveles, desde la empresa hasta la sociedad en general” (p. 5, García, 2004). El 
diálogo social desempeña una doble función: como método de legitimación 
social de las decisiones del poder público que basa la gobernabilidad en la 
participación y el consenso con los actores sociales; y como pacificador de los 
efectos que las decisiones pueden traer aparejadas en el contexto social y po-
lítico, al conseguir la paz social dentro del conflicto natural que media entre 
las partes que se enfrentan (García, 2004).

Las diferentes experiencias de diálogo social en la Argentina

Un poco de historia

Teniendo en cuenta la referencia europea, así como las normas y recur-
sos que la OIT brinda, los sistema políticos latinoamericanos han abordado la 
puesta en práctica del diálogo social, con mayor o menor grado de avance en 
su institucionalización, en un modelo de concertación propio. La incipiente 
institucionalización del diálogo social en Argentina se apoya casi exclusiva-
mente en las normas y procedimientos suministrados por la OIT, sin que 
existan influencias significativas de ningún otro paradigma (García, 2004).

Recorramos brevemente la historia reciente del diálogo social en Argen-
tina. Como antecedentes en la década del noventa de la actual renovación del 
diálogo social podemos encontrar la experiencia de 1994: el Acuerdo Marco 
para el Empleo, la Productividad y la Equidad Social. Este acuerdo, firmado 
por la CGT y las principales asociaciones empresarias, fue fundamentalmente 
una iniciativa para negociar cuestiones relacionadas con la creación de em-
pleo y las reformas de la legislación de las relaciones del trabajo: la mayoría 
de los puntos nunca fueron puestos en práctica. En otros casos, como los 
acuerdos sectoriales de productividad y capacitación y otras recomendacio-
nes sobre el Mercosur los resultados fueron más bien de tipo experimental, 
no logrando hacerse sistemáticos, más que nada porque el gobierno de Me-
nem falló en asegurar su cumplimiento (Cardoso, 2007).

Una experiencia frustrada en cuanto al diálogo como procedimiento fue 
la de 1997, el Acta de Coincidencias cuyo fin era flexibilizar aún más el mer-
cado laboral para combatir el desempleo. Pero el diálogo no generó cambios 
en la normativa y fue discontinuado el mismo año.
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En la década del noventa, las experiencias de diálogo social pueden ser 
evaluadas peyorativamente, si se considera el tipo de política pública flexibi-
lizadora que proponían.

La crisis de 2001 reactivó el diálogo social, que se plasmó en el Diálo-
go Argentino. Nuevos actores participaron del mismo: entre ellos la Iglesia 
Católica, ONGS, movimientos sociales, partidos políticos etc. Se propuso la 
creación urgente del Consejo Social y Económico para la elaboración de polí-
ticas sociales con el objetivo de paliar los impactos de la crisis económica. El 
consenso fue total en lo que refiere a la necesidad estructural de reformas y 
de basar las políticas sociales en el principio de universalidad, transparencia 
y control social: el PJJHD (Planes de Jefes y Jefas de Hogar) fue el principal 
resultado14. También fue creada la Mesa de Diálogo para el Trabajo Decente. 
Asimismo, hubo varios intentos descentralizados de concertación social. El 
proceso de concertación fue muy importante pero tuvo que lidiar con los 
problemas de representación, propios de la pérdida de poder y debilitamiento 
de los sindicatos durante la Convertibilidad.

Las intervenciones del Estado post 2003 estuvieron orientadas a recupe-
rar el protagonismo perdido en el terreno de la regulación laboral, y respec-
to de las instituciones laborales, y a dar impulso al diálogo social (Cardoso 
y Gindin, 2009). Etchemendy (2010) sostiene que en Argentina, desde una 
perspectiva histórica, la negociación tripartita desde el año 2003 ha sido no-
table dada la ausencia de una concertación social efectiva o pactos sociales 
previos. El tripartismo también se presenta en el proceso de normalización y 
certificación de las jurisdicciones de los sectores económicos, o sea políticas 
por sector (Tomada, 2009).

La recuperación de la economía posdevaluación abrió el camino para la 
discusión salarial entre estos tres actores, como se ve a partir de la negocia-
ción del salario mínimo, vital y móvil y la negociación colectiva de los salarios 
para diferentes universos de trabajadores15 y sectores de actividad. El objetivo 
de promover desde el Estado una pauta salarial en la negociación colectiva 
también puede ser tomado como un indicador de concertación.

Asimismo, el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social 
(MTEySS) creó agencias como la Comisión Tripartita de Igualdad de Trato y 
Oportunidades entre Varones y Mujeres en el Mundo del Trabajo (CTIO) y la 
Comisión Nacional del Trabajo Agrario (CNTA).

14	 El PJyJHD tuvo un carácter eminentemente social que respondió a la necesidad de incluir a más 
de dos millones de personas que se vieron afectadas por el desempleo hacia 2002. Consistió 
en el pago de un subsidio que requería de una contraprestación por parte de los beneficiarios 
(servicios en actividades productivas, comunitarias o de capacitación, etc.).

15	 La Paritaria Nacional Docente para los docentes del sector público ha tenido en estos años un 
gran impulso y también puede considerarse como parte de la reactivación del diálogo social. De 
estas otras instancias nos ocuparemos en otro trabajo.
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El Consejo Nacional del Empleo, la Productividad y el Salario Mínimo, Vital y 
Móvil

El mejor ejemplo en Argentina de diálogo social lo constituye el me-
canismo tripartito del Consejo Nacional del Empleo, la Productividad y el 
Salario Mínimo, Vital y Móvil16 (CNEPS). El Consejo está formado por 16 
representantes de empresas y 16 de trabajadores y por un presidente nombra-
do por el MTEySS. Sus decisiones se toman por mayoría de dos tercios y si no 
hay acuerdo, el presidente del Consejo lauda sobre los puntos en controversia. 
Los objetivos son: el establecimiento de un límite inferior básico para la es-
tructura salarial; un instrumento de política macro para alentar la demanda 
agregada y mejorar los niveles de empleo y la distribución de ingresos; la pro-
tección de grupos vulnerables de trabajadores; y la determinación de salarios 
“justos” (Szretter et al., 2003).

El CNEPS fue creado con la sanción de la Ley Nacional de Empleo en 
1991, pero estuvo inactivo durante varios años. El Consejo define el piso sa-
larial para todos los trabajadores asalariados del país, sin diferenciarlo por 
rama de actividad ni lugar de trabajo, siendo una herramienta central de po-
lítica pública.

Además el tema ocupó el centro del debate público, desde el comienzo 
de este nuevo período ya que el gobierno dobló el valor del salario mínimo, 
vital y móvil (SMVM). Tras su reactivación en el 2004, el Consejo se reunió 
todos los años para actualizar el nivel del SMVM, que en la actualidad tiene 
un monto equivalente a $ 1.840 (aproximadamente U$S 450).

Otro importante aspecto a destacar es que la convocatoria al Consejo 
significó un espacio que implicó una activa participación de actores sindi-
cales, no sólo de la CGT sino también de la central opositora, la Central de 
Trabajadores de la Argentina (CTA)17, contando además con la presencia de 
los actores empresarios Unión Industrial Argentina (UIA) y la Cámara Ar-
gentina de Comercio (CAC) y del MTEySS. En este sentido la participación 
de la CTA, históricamente más cercana a los movimientos sociales, aparece 
como fundamental para representar a los sectores informales y de desemplea-

16	 El salario mínimo, vital y móvil se lo define como “la menor remuneración que debe recibir en 
efectivo el trabajador sin carga de familia, en su jornada legal de trabajo, de modo que le asegure 
alimentación adecuada, vivienda digna, educación, vestuario, asistencia sanitaria, transporte y 
esparcimiento, vacaciones y previsión”, teniendo ese derecho el trabajador mayor de 18 años (no 
aprendiz).

17	 La CTA no constituye una corriente dentro de la CGT, ni un desprendimiento transitorio de la 
misma, sino que nació como central autónoma en 1992 y en 1997 fue reconocida jurídicamente 
por el MTEySS. No obstante, la CTA no posee personería gremial. Esta central traza relaciones 
con otras organizaciones y recluta afiliados por fuera del sector formal, a partir de una definición 
más amplia del trabajador (Senén González y Haidar, 2009).
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dos que han estado en buena medida ausentes del tripartismo en la Argentina 
en los últimos años (Etchemendy, 2010).

La dinámica de la negociación colectiva18 en la posdevaluación19

Cuando se analiza la evolución de la cantidad de acuerdos y convenios 
colectivos20 homologados en este período (2003-2010), lo primero que se des-
taca es que a partir del año 2003 la negociación colectiva se instala como el 
mecanismo institucional de concertación cada vez más utilizado a medida 
que se fue afianzando el crecimiento económico (Palomino y Trajtemberg, 
2006). Según datos del Área de negociación colectiva perteneciente a la Sub-
secretaría de Estudios Laborales y Programación Técnica del MTEySS, elabo-
rados por David Trajtemberg y equipo, mientras que en 2003 se homologaron 
348 acuerdos y convenios, en 2010 la cifra ascendió a 2038 (incrementándose 
en más de cinco veces) siendo la cifra más alta desde la reinstauración de la 
negociación colectiva en Argentina en 1988 (Gráfico Nº 1).

Sin embargo, no sólo aumenta sustancialmente la cantidad sino que 
también se observa un importante cambio en los contenidos negociados. Los 
contenidos de la negociación difieren con la década del ´90, donde como se 
concluye en un estudio realizado por Novick y Trajtemberg (2000), se ex-
pandían los acuerdos y convenios que negocian al menos una cláusula de 
flexibilización. Según el citado estudio, un altísimo porcentaje de acuerdos 
introdujeron por lo menos una cláusula en materia de flexibilidad (y el 75% 
de las unidades negociaron al menos dos cláusulas). La flexibilidad en la asig-
nación del tiempo de trabajo (jornada) fue el ítem más negociado del período 
ya que se detectó que el 47% de las negociaciones incorporaban aspectos que 
excedían los temas salariales.

18	 Acá se considera la negociación colectiva del sector privado no agrícola, la comprendida por la 
Ley 14.250.

19	 Los datos estadísticos son elaborados en la SSPTyEL, Dirección de Estudios de Relaciones de 
Trabajo, MTEySS de Argentina.

20	 Las negociaciones colectivas se clasifican como convenio colectivo de trabajo (CCT) o acuerdo. 
Los CCT son cuerpos autónomos de normas que regulan el conjunto de las relaciones laborales. 
Los acuerdos son negociaciones de contenido parcial que modifican el convenio colectivo, a 
veces con una cláusula como capacitación, jornada de trabajo o incorporan aumentos salariales.
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Gráfico Nº 1. Acuerdos y convenios colectivos homologados (1991-2010)

97  
209  

218  202  196  152  
208  219  214  

76  
150  

208  

406  

348  

568  

930  
1027  

1231  

1331  

2038  

0 

200 

400 

600 

800 

1000 

1200 

1400 

1600 

1991 
1992 

1993 

1994 
1995 

1996 
1997 

1998 
1999 

2000 
2001 

2002 
2003 

2004 
2005 

2006 
2007 

2008 
2009 

2010 

actividad 

Fuente: elaboración propia en base a MTEySS - Subsecretaría de Programación Técnica y Estudios Laborales - Dirección de 
Estudios de Relaciones del Trabajo.

En la actualidad (entre 2003-2010) la negociación de cláusulas salaria-
les es el contenido que predomina. La negociación colectiva adquiere un rol 
central como instituto laboral de determinación salarial y como mecanismo 
de diálogo social para la resolución de la puja distributiva. Entre 2003 y 2010, 
todos los convenios colectivos de mayor cobertura tuvieron un incremento 
salarial debido en parte al impulso de la política oficial, así como por decisión 
de los actores sociales en la negociación colectiva.

A fines de 2010 se observa que la relación entre el salario de convenio y el 
efectivo, que en 2001 se situaba en 60%, alcanza una participación del 90%: el 
cierre de esa brecha opera en el sentido de condicionar y limitar al mercado, 
motivo por el que las empresas encuentran más dificultades para imponer las 
voluntades individuales (Trajtemberg, Senén González y Medwid, 2009). Esto 
implica una relevancia considerable de la negociación colectiva como ins-
tancia para la determinación colectiva de salarios, instancia que en la década 
pasada había sido prácticamente desactivada ya que las empresas, al abonar 
salarios más altos que los de convenio, contaban con una herramienta pode-
rosa para “individualizar” la relación salarial, es decir, se registra una notoria 
convergencia entre salario de convenio y salario efectivo.
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En lo que respecta al nivel de negociación preferido, se destaca la fuerte 
tendencia hacia la descentralización en los años ´90 (Gráfico Nº 2). Al com-
parar la evolución de los dos quinquenios de la década del ´90 se observa que 
a partir de 1994 la negociación aumenta, destacándose la supremacía de los 
acuerdos y convenios de empresa por sobre los de rama de actividad; dicha 
tendencia se localizó en prácticamente todos los sectores económicos.

Gráfico Nº 2. Acuerdos según ámbito de aplicación (actividad o empresa).  
En porcentaje (%) (1991-2010)
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Fuente: elaboración propia en base a MTEySS - Subsecretaría de Programación Técnica y Estudios Laborales - Dirección de 
Estudios de Relaciones del Trabajo.

En el año 1991, las negociaciones de empresa sólo representaban un 19% 
del total de convenios y acuerdos, pero llegaron a alcanzar el 50% en 1994 y 
casi el 70% de los convenios y acuerdos en 1996. El marcado y creciente pre-
dominio de la empresa como ámbito funcional de aplicación se acentuó en 
1998 al llegar al dato más alto de la década: 86%. En cambio, la negociación de 
actividad y de rama declinó con fuerza y sólo registraron ambas en 1998 un 
20% del total, esto es, exactamente la estructura inversa de 1991, indicando el 
estancamiento de estos niveles agregados de negociación.

En el período actual, se evidencia una reactivación de la negociación 
colectiva y un retorno a la negociación colectiva por actividad o rama, ve-



Diálogo social y revitalización sindical
Una reflexión sobre las relaciones laborales en Argentina post devaluación

47

Revista de Ciencias Sociales. DS. FCS. V. 24 Nº 29, Diciembre 2011.

rificado a partir de un crecimiento paulatino de los CCT y acuerdos de ese 
ámbito, si bien sigue registrándose una importante cantidad de negociaciones 
por empresa.

Finalmente, otro aspecto a considerar es que no sólo hay más acuerdos 
y los contenidos de esos acuerdos afectan directamente los ingresos del tra-
bajador sino que, a su vez, la negociación alcanza cada vez más trabajadores. 
Lo que se constata es un aumento de la cobertura de la negociación colectiva. 
En el lapso comprendido entre 2003 y 2010 la cobertura de la negociación 
colectiva pasó de tres millones de trabajadores a cinco millones. Sobre este 
punto debe señalarse una característica fundamental del modelo sindical: la 
vigencia del criterio de “erga omnes”; ya que de acuerdo con este principio, 
los acuerdos salariales y condiciones de trabajo que surgen de la negociación 
colectiva rigen para todos los trabajadores que se encuentren bajo la repre-
sentación del sindicato con personería gremial, independientemente de que 
los trabajadores estén o no afiliados (Trajtemberg, Senén González y Medwid 
2010).

El conflicto laboral en la Argentina actual

Como señalamos en el primer apartado, en Argentina las reformas neo-
liberales tuvieron como resultado el incremento del desempleo y la preca-
riedad laboral, escenario que favoreció la ofensiva empresaria y debilitó a 
los sindicatos, reduciendo drásticamente las manifestaciones del conflicto 
laboral y las huelgas. Durante la década del ´90 el conflicto se desplazó del 
sector industrial al sector público21 disminuyendo los reclamos por aumentos 
salariales, aunque se evidenciaron otras formas de expresar la protesta social 
como los movimientos de “empresas recuperadas” o los “piqueteros”22 (Palo-
mino, 2003; Auyero, 2002, citado en Senén González y Medwid, 2007).

En el presente trabajo, al hablar de conflictos laborales, tomaremos la 
definición adoptada por el MTEySS, entendiendo a los mismos como la se-
rie de eventos desencadenada a partir de una acción conflictiva realizada por 
parte de un grupo de trabajadores o empleadores con el objeto de alcanzar sus 
reivindicaciones laborales. Es importante destacar que no todos los conflictos 
laborales devienen en paro, sino que la citada definición abarca también los 

21	 El sector público se caracteriza por ser un lugar de trabajo donde prima la estabilidad laboral 
para una buena parte de los empleados, y ésta no se pone en riesgo ya que existen resguardos 
legales de protección al trabajo. En este sector se aplicó durante los´90 una política asociada 
a reducciones salariales y al pago de parte del salario en bonos que sustituyeron la moneda 
corriente.

22	 Estos movimientos sociales en Argentina se caracterizaron por representar diversas formas de 
reclamos y modos de supervivencia constituyéndose desde el año 2000 en una respuesta social 
al modelo neoliberal en el marco de altas tasas de desocupación y pobreza.
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estados de alerta, las movilizaciones, como modalidades de presión ante los 
empleadores y el gobierno, a fin de alcanzar las instancias de negociación.

Según datos del Área de conflicto laboral perteneciente a la Subsecreta-
ría de Estudios Laborales y Programación Técnica del MTEySS, elaborados 
por Ricardo Spaltemberg y equipo23, entre 2006 y 2010 hay un aumento de los 
conflictos laborales que culminaron en paro, dando cuenta de una intensifi-
cación cuantitativa en los conflictos (Gráfico Nº 3).

Gráfico N° 3. Conflictos con paro (2006-2010)
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Fuente: elaboración propia en base a MTEySS - Subsecretaría de Programación Técnica y Estudios Laborales - Dirección de 
Estudios de Relaciones del Trabajo.

Si se establece una diferenciación por ámbitos podemos observar que el 
sector estatal ha presentado un mayor número de conflictos, tal como mues-
tra el Gráfico N° 4.

Ahora bien, aunque en términos absolutos el sector estatal mantiene el 
mayor número de conflictos, es importante destacar que en términos rela-
tivos, hubo un aumento de los conflictos laborales en el sector privado. Tal 
es el caso de la industria manufacturera, que además de presentar un mayor 
número de conflictos ha mostrado un cambio en la configuración del sector 
dando como resultado, en el año 2010 un aumento significativo en la cantidad 
de huelguistas y una disminución en el promedio de jornadas no trabajadas 
por huelguista respecto a los años anteriores.

23	 Se agradece especialmente la colaboración de Lucila Baldi.
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Gráfico N° 4. Conflictos con paro. Trabajadores estatales y privados (2006-2010)
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Fuente: elaboración propia en base a MTEySS - Subsecretaría de Programación Técnica y Estudios Laborales - Dirección de 
Estudios de Relaciones del Trabajo. 

Este cambio en la configuración de los conflictos laborales en el sector 
industrial, se explica a partir de un cambio cualitativo. Es decir que, mientras 
que en los años 2006 y 2007 los conflictos se caracterizaban por ser de lar-
ga duración y localizarse en empresas y establecimientos con relativamente 
baja cantidad de trabajadores, a partir de 2008, los conflictos comienzan a 
centralizarse por los sindicatos de rama de actividad, con una baja cantidad 
de jornadas no trabajadas por paro en el curso de un proceso acentuado de 
negociación colectiva. En cuanto al 2009, la crisis internacional tiene una 
incidencia clave en relación al aumento tanto de la cantidad de huelguistas 
como a las jornadas no trabajadas, que ya para 2010 deja de tener tal impacto.

Cuadro N° 2. Jornadas no trabajadas y huelguistas. Trabajadores estatales y priva-
dos (2006-2010)

Ámbito
Huelguistas Jornadas no trabajadas

2006 2007 2008 2009 2010 2006 2007 2008 2009 2010
Estatal 807.965 874.012 975.118 877.455 867.146 5.409.030 7.371.785 7.021.785 7.348.232 5.097.640
Privado 343.063 276.440 954.961 774.643 621.203 904.202 981.040 1.564.431 1.823.152 1.465.999

Fuente: elaboración propia en base a MTEySS - Subsecretaría de Programación Técnica y Estudios Laborales - Dirección de 
Estudios de Relaciones del Trabajo.

De acuerdo a los datos proporcionados por el MTEySS, podemos decir 
que esta nueva configuración del conflicto laboral en la industria se origina 
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como consecuencia de una reactivación económica iniciada a partir del año 
2003, la cual se basó fuertemente en un proceso de reindustrialización, im-
pulsando la producción y generando empleo en el sector. Asimismo, el Estado 
interviene en su regulación estimulando de este modo el empleo formal y 
con ello al aumento del número de afiliados a los sindicatos y la negociación 
colectiva, impulsando su revitalización.

A modo de conclusión: el diálogo social y la revitalización sindical en la 
Argentina

Ya pasados diez años de la instauración de este modelo en Argentina 
podemos concluir que el diálogo social se ha fortalecido como mecanismo, 
hecho observable a través del aumento de la negociación colectiva así como 
de la instauración y continuidad de instancias como el Consejo del Empleo la 
Productividad y el Salario Mínimo, Vital y Móvil, lo cual permite afirmar que 
la revitalización sindical es un proceso sostenido. Este fenómeno se observa 
también en los países limítrofes Brasil y Uruguay, y en el caso latinoamerica-
no significa el resurgimiento del protagonismo que los sindicatos supieron 
tener pero que se había perdido frente a la crisis que trajo aparejado el neoli-
beralismo. En Argentina, la revitalización sindical puede verse en particular 
a partir de tres indicadores: la consolidación del diálogo social, la evolución 
creciente de la negociación colectiva y la dinámica del conflicto laboral.

En cambio, este proceso contrasta decididamente con la experiencia de 
los países de la Unión Europea, donde algunos estudios como los de Frege y 
Kelly (2003) confirman tendencias a la crisis de la centralidad del sindicato en 
tanto regulador de la fuerza de trabajo, reducción de su influencia política y 
limitaciones de las herramientas clásicas de las relaciones laborales (la nego-
ciación colectiva y los contratos formales de trabajo) para enfrentar la nueva 
conflictividad laboral. En esa dirección, los debates sobre revitalización sin-
dical se utilizaron para definir estrategias innovadoras seguidas por el movi-
miento obrero en Estados Unidos y Gran Bretaña con el objetivo de fortalecer 
las organizaciones sindicales frente a la crisis de representación sufrida por 
la reestructuración del trabajo asalariado en el post-industrialismo (Senén 
y Haidar, 2009). La experiencia de Argentina, incluso de Brasil y Uruguay, 
muestra que la revitalización sindical reviste características que no son asimi-
lables a las propuestas por la literatura anglosajona y de Europa continental, 
ya que no se trata de sindicatos respondiendo ante los desafíos de un contexto 
adverso, sino de actores sindicales que habiendo sobrevivido al neolibera-
lismo se adaptan exitosamente a una nueva coyuntura política y económica 
favorable para reinstalarse como actores decisivos en la arena política, econó-
mica y social (Senén González, 2010).
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Teniendo presente uno de los interrogantes teóricos planteados en este 
trabajo, esto es si la institucionalización del diálogo social es resultado del 
contexto o de los actores o bien de la interacción de ambos, podemos soste-
ner que ninguno es determinante sino más bien condicionante del fenómeno: 
el contexto económico y político fue favorable y facilitó la fecundidad del 
diálogo social, vista a partir de los resultados en materia de política pública 
(el CNEPS, los alcances de la negociación colectiva), con un sesgo opuesto a 
lo acontecido en la década del noventa. Sin embargo, esto no debe opacar la 
importancia clave de la presencia de actores fuertes.

La diferencia crucial con la década del ´90 es que el diálogo social tam-
bién estuvo presente como mecanismo pero con un fuerte sesgo flexibiliza-
dor, que llevó a la suspensión de por ejemplo el Consejo de Salario Mínimo 
y al debilitamiento de los sindicatos como actores políticos protagónicos. Un 
factor contextual importante en este sentido es el entorno en que estas inicia-
tivas se desarrollan; es en este nivel comparativo de análisis en que podemos 
afirmar que el rol de los actores ha sido divergente según ambos momentos 
históricos. Precisamente, la utilización de un enfoque estratégico permite ver 
particularmente qué papel cumple el contexto y cuál es el rol de los actores en 
este proceso de consolidación del diálogo social.

Para interpretar mejor estos resultados debemos tener en cuenta el con-
texto histórico específico en que se desarrollaron las iniciativas de diálogo 
social. Siguiendo la teoría de la estructuración planteada por Giddens (1984) 
consideramos que las estructuras vigentes, en este caso el contexto económi-
co, político y social, promueven la acción de los actores y condicionan a éstos 
a actuar a partir de estos estímulos para modificar y redefinir las estructuras 
de modo de admitir posibilidades diferentes para futuras acciones.

Nuestros interrogantes de cara al futuro están puestos en una instancia 
que podríamos caracterizar como superior de diálogo social en lo que res-
pecta a las relaciones laborales, por abarcar al mundo del trabajo en su con-
junto: el Pacto Social. El Pacto Social, es decir el acuerdo entre la/las mayor/
es confederación/iones sindical/es (en nuestro país, la CGT y la CTA) con las 
principales cámaras empresarias, y el Estado como un interlocutor necesario, 
mostraría una todavía mayor institucionalización del diálogo social: ¿será po-
sible lograr este pacto, tan esperado?; ¿será viable profundizar un cambio en 
la cultura política de los actores claves de las relaciones del trabajo logrando 
reducir intereses particulares en pos de un consenso social?

En los últimos meses en nuestro país se ha incrementado el debate y las 
iniciativas para que este Pacto se concrete. Desde el gobierno nacional se ha 
impulsado una serie de encuentros del que participan también diversas repre-
sentaciones empresarias y sindicales. Si bien estas reuniones no han dejado 
soluciones concluyentes tienen como objetivo la búsqueda de consensos para 
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el diseño de políticas públicas de largo y mediano plazo. Por lo pronto, esta 
iniciativa augura un buen horizonte en lo que respecta al diálogo social en 
nuestro país.
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Resumen

En los últimos años, caracterizados como el fin de los grandes relatos, se ha 
observado desde las ciencias sociales una creciente fragmentación del asa-
lariado y de la acción sindical hacia demandas cada vez más corporativas y 
puntuales. El artículo propone discutir la evolución del concepto de diálogo 
social a la luz de estas transformaciones en la sociedad salarial. Tres ele-
mentos del contexto son relevantes para dar forma a la misma: la evolución 
de los sectores de producción y de servicios; el Estado y su función regula-
dora; y las formas que asume la gestión de los recursos humanos. El diálogo 
social por el que se canalizan los reclamos corporativos marca también las 
condiciones de posibilidad de los mismos. Al perder unidad las clases, es 
casi imposible defender “intereses de clase” porque dentro de ellas coexis-
ten intereses muy diferentes. Por lo tanto, es necesario concebir nuevos 
meta relatos que no pasan por modelos de construcción de sociedades 
ideales más justas sino por una defensa de los Derechos Humanos. 

Palabras clave: derechos humanos / gestión de recursos humanos / diálogo 
social

The construction of uruguayan social dialogue culture
Mariela Quiñones - Marcos Supervielle

Abstract 

The recent years, characterized as the end of the great narratives, has been 
observed from the social sciences increased fragmentation of the employee 
and, above all, the change of industrial action to demand more and more 
corporate and timely. The aim of this paper is to discuss the evolution of 
the concept of social dialogue in the light of these transformations in the 
salaried society. Three elements are important for shaping the concept of 
salaried society: the development of production sectors and services; the 
State and its role in regulating labor relations and, the forms assumed by 
the human resource management. Social dialogue is channeled through the 
corporate brand also claims the conditions of possibility for them. Losing 
unit classes, i.e from its increasing fragmentation, is almost impossible to 
defend “class interests” by the unions because in her interests are very 
diverse. It is therefore necessary to devise new emancipatory meta narra-
tives do not pass through construction of general models of ideal societies 
more just but for a defense of Human Rrights.

Keywords: Human rights / human resources management / social dialogue
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La construcción de la cultura de  
diálogo social en Uruguay

Mariela Quiñones1 - Marcos Supervielle2

El artículo analiza las medidas relativamente exitosas de la política de gobier-
nos de izquierda en Uruguay por consolidar una mejora de las condiciones 
del asalariado. Esto ha significado, en los últimos años, no sólo una disminu-
ción de las tasas de desempleo y de la informalidad, sino también la recu-
peración de la tasa de sindicalización, lo cual ha redundado en una mejora 
en las condiciones salariales. En otra dimensión, los cambios pasan por la 
generación de nuevas categorías de asalariados ligadas a nuevas modalida-
des contractuales y nuevas formas de organizar el trabajo. En este escenario 
cambiante, la Gestión de los Recursos Humanos es una dimensión que está 
tomando centralidad junto a la acción del Estado en la forma que asume la 
sociedad salarial y el actor sindical. Por otra parte, se visualiza una creciente 
diversificación de intereses y su traducción en nuevas reinvindicaciones y 
estrategias de resistencias y/o negociación. Este es el nuevo contexto del 
diálogo social, el cual rebasa modelos anteriores de confrontación clasista 
sin desconocerlos o desligitimarlos. 

Evolución de la sociedad salarial

Enfocarse en el concepto de sociedad salarial creemos que es sociológi-
camente necesario para dar un contexto a la problemática del diálogo social 
que las organizaciones colectivas, fundamentalmente sindicatos, realizan con 
sus contrapartes. Por sociedad salarial entendemos la masa del conjunto de 
asalariados individualmente considerados junto a sus organizaciones forma-
les e informales, que se constituyen a partir de dicha masa. Esta definición 
descriptiva nos evita, en la primera parte del trabajo, definir las clases sociales 
que subyacen a los asalariados. Retomaremos la problemática de las clases 
sociales en la segunda parte, pero desde ya adelantamos que consideramos 
que existen asalariados en todas las clases sociales, aunque mayoritariamente 

1	 Doctora en Sociología por la Universidad Autónoma de Barcelona. Profesora Adjunta del 
Departamento de Sociología, FCS-UdelaR. Miembro del Grupo de Sociología del Trabajo 
(CSIC-DS-Udelar). mariela@fcs.edu.uy

2	 Magíster en Sociología por la Universidad París IV. Profesor Titular del Departamento de 
Sociología, FCS-UdelaR. Miembro del Grupo de Sociología del Trabajo (CSIC-DS-Udelar). 
marcos@fcs.edu.uy
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se encuentran en las clases bajas y medias. En este apartado sostenemos que 
para poder mostrar la transformación y/o evolución de la sociedad salarial, 
debemos partir de la propia definición de asalariado como conjunto de tra-
bajadores que se encuentran en una relación de dependencia y que por su 
trabajo reciben un salario. Esta definición es relevante por señalar que asala-
riado es una categoría que está en situación de dependencia y, por ende, su 
dinámica principal es externa. Es decir, en gran parte, la forma de la masa de 
los asalariados está determinada por la acción de otros actores. Lo que sí co-
rresponde en la definición de la forma que adquieren los propios asalariados, 
son sus organizaciones y colectivos, que han podido crear e institucionalizar, 
ello particularmente en Uruguay, donde los sindicatos han guardado su “au-
tonomía de clase”; es decir, han logrado mantener su autonomía de organi-
zación de los empresarios y del Estado. Esta “autonomía de clase” será un 
primer elemento necesario a tener en cuenta en relación a la conformación 
del diálogo social en este contexto. 

Para dar cuenta de la forma de la masa salarial, entendemos en este artí-
culo que es necesario hacer referencia a tres elementos externos que le cons-
tituyen. A saber, la evolución de los sectores de producción y de servicios, al 
Estado y su función de regulador de las relaciones laborales y, finalmente, a 
las formas de gestión que desarrollan los empleadores (sean públicos o pri-
vados).

En cuanto a los sectores de producción, éstos han tenido una muy im-
portante evolución en los últimos años. En Uruguay ha cambiado radical-
mente el paisaje del empleo rural con la aparición pujante de nuevos rubros 
como la forestación y la soja, pero junto a ellos, la elaboración de nuevas ca-
denas productivas agroindustriales y clusters productivos que han generado 
nuevos desarrollos industriales y de servicios y, por lo tanto, generado nuevos 
asalariados de características y/o problemáticas algunas veces muy distintas 
a las existentes en el pasado. Pero también algunos sectores se han visto de-
bilitados durante las sucesivas crisis, particularmente la del 2002, que generó 
una enorme cantidad de cierres de empresas, y la más reciente crisis mundial 
del 2009, perdiéndose gran cantidad de puestos de trabajo. Todo ello significó 
el debilitamiento de organizaciones que habían sido referentes del asalariado 
uruguayo (por ejemplo, en el sector textil). Asimismo, también es importan-
te percibir las grandes mutaciones que han tenido los rubros ya existentes, 
en particular con la incorporación de la tecnología informática, que también 
fueron acompañadas por transformaciones muy notables en las característi-
cas del trabajo y, por lo tanto, en las características de los asalariados. 

Como consecuencia de estas transformaciones en la estructura del sis-
tema productivo por sectores y el peso relativo de cada uno de ellos en el 
largo plazo, se han generado cambios importantes en el panorama de las or-
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ganizaciones de los trabajadores, siendo que, mientras algunos sindicatos han 
perdido pesos específicos, otros los han ganado y, otros cuyo crecimiento es 
reciente, representan un caudal de trabajadores que en términos de poder no 
llegan a equiparar el peso potencial con el peso real que tienen. Por último, 
cabe mencionar que hay sectores emergentes cuya forma de relacionarse con 
sus “parteners” en sus sectores específicos no se expresa por el interés de or-
ganizarse como sindicatos, ni de vincularse a la central sindical (PIT-CNT) 
como movimiento sindical en general.

Respecto a la acción Estado en la regulación de las relaciones laborales, 
esta dimensión es de un impacto más inmediato en la configuración de la 
sociedad salarial en el último período (Quiñones, 2010; Notaro et al.; 2011), 
dando inicio a una etapa de “resistencia a la desregulación neoliberal” debido 
a los esfuerzos de regulación que inicia el gobierno, no sólo a través de la 
creación de normas jurídicas laborales sino también de la puesta en práctica 
de dispositivos ya existentes pero a los que el Estado no activaba o no lo hacía 
con eficiencia. Nos referimos, por ejemplo, a hitos como la celebración de un 
acuerdo marco sobre negociación colectiva en el sector público y otro en el 
sector rural, la reinstalación de los Consejos de Salarios y la aprobación de la 
ley de protección de la actividad sindical, a los cuales se agregan otros muchos 
de diferente impacto, como un mayor control del empleo informal realizado 
por empresas formales tanto por la Inspección del Trabajo del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social (MTSS) como por la institución que gestiona la 
seguridad social, el Banco de Previsión Social (BPS). Todo ello significó un 
proceso que hizo crecer notablemente a los trabajadores asalariados formales 
dentro de la masa de asalariados privados, pero también tuvo una relevancia 
fundamental en la creación de sindicatos y en la afiliación sindical. Se estima 
que ésta aumentó en un 300%, lo que generará transformaciones muy impor-
tantes en la configuración de la central sindical en tiempos cercanos.

La última dimensión que hemos tomado para dar cuenta de la configu-
ración de la sociedad salarial actual es la Gestión de los Recursos Humanos 
(GRH). Ésta también actúa desde el exterior de la sociedad salarial en su for-
mateo pero es relativamente dependiente de las dimensiones analizadas an-
teriormente pues, si bien en la práctica existe bastante evidencia que la GRH 
tiene una dinámica bastante dependiente de las orientaciones y tendencias 
internacionales en su campo, muchas veces acopladas a las inversiones de 
capitales corporativos internacionales (Mercier, 1997; Quiñones; 2004), tam-
bién evoluciona acoplada al contexto local, aprovechando las oportunidades 
o adaptándose a las restricciones de las políticas laborales llevadas adelante 
por parte del Estado (Notaro et al; 2011). 

En los últimos años, esta gestión se ha transformado al tiempo que se 
han ido generando nuevas categorías de asalariados ligadas a nuevas moda-
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lidades contractuales y a la polivalencia (entendida como ampliación de fun-
ciones). Pero sobre todo, la referencia a la GRH es relevante porque, junto a 
las demás dimensiones abordadas, nos obliga a ampliar el tradicional concep-
to de negociaciones colectivas y sustituirlo por el concepto de diálogo social. 
En esto coincidimos con Alain Supiot (2001) cuando comprende al diálogo 
social como “abordar una gran variedad de dispositivos de confrontación de 
intereses de empleadores y asalariados: derechos de información, de la huel-
ga, de la representación de la negociación…”. A lo que agrega, “uno puede por 
supuesto criticar la imprecisión de una noción de estas características, pero es 
consecuencia quizás inevitable de la diversidad y de la movilidad de los siste-
mas de relaciones profesionales a los cuales se tiene vocación de aplicar”. Pero 
aun todavía ampliarlo más a toda forma de intercambio entre trabajadores en 
relación de dependencia y empleadores, aun cuando no exista una actividad 
sindical. Por tanto, el diálogo social se vuelve una dimensión central para 
analizar los desafíos que tiene la sociedad salarial en los años venideros y un 
hito relevante en la perspectiva de lograr alcanzar una sociedad más justa 
que es, en última instancia, el marco valorativo que orienta la reflexión desde 
nuestra aproximación a nuestra profesión de sociólogos.

Contexto general en que se desarrolla el diálogo social en el Uruguay en 
las últimas décadas

Los cambios mencionados, de diversas formas interrelacionados, han 
modificado muy fuertemente el “diálogo social” porque cambiaron muy 
fuertemente el marco histórico en el que se desarrollaba regularmente. Pero, 
al que menos se le ha prestado atención desde otras disciplinas ha sido el 
desarrollo de la GRH y por ello destacamos esta dimensión en el artículo. 
Para comprender su evolución es necesario entender el contexto en que se 
desarrolla. Y ello está ligado muy fuertemente a que en el Uruguay no existe 
un mercado de valores, por el cual la forma principal de propiedad y de ejer-
cicio del poder de las empresas nacionales es de carácter patrimonial. Esto 
permite comprender las reglas de juego particularistas predominantes entre 
los empresarios, por las cuales la distribución de recursos y poder se realiza 
con el fin de satisfacer intereses particulares (Zurbriggen; 2006; Errandonea y 
Supervielle; 1991) y permite comprender el carácter rentista a las estrategias 
dominantes en la producción nacional3. En este marco, la opción más general 
de la GRH, que es la de optar por, o bien “captar” la fuerza de trabajo en la 
medida en que ésta se vaya requiriendo para la producción de bienes o servi-

3	 Errandonea y Supervielle las denominaban síndromes actitudinales, nos estamos refiriendo a 
que tienen más permanencia en el tiempo que las meras opiniones coyunturales, y que incluso 
orientan las decisiones, disposiciones y acciones que realiza el empresario, por un lado y por 
otro influyen muy fuertemente tanto en los fines que se propone como en el análisis de la 
situación espacio-temporal en que se encuentra.
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cios a través de contratos a término, contratos de obra y muchas otras nuevas 
modalidades; o de “fidelizarla” dándole puestos de trabajo estables4. 

De hecho, desde la segunda guerra mundial hasta la fecha, la estrate-
gia de GRH fue evolucionando desde una “fidelización” total vinculada a la 
cantidad de procesos artesanales que estaban incorporados a los procesos 
industriales –e incluso de los servicios–, que hacían que la calificación de 
los mismos por parte de los trabajadores estaba ligada a largos procesos de 
aprendizaje articulados por también largas carreras internas en las empresas5. 

Pero poco a poco esta estrategia fue instalándose y tuvo un cambio ra-
dical particularmente durante los años ochenta y posteriormente en los años 
de una fuerte dominancia de la ideología neoliberal (que no es privativa del 
Uruguay), y se pasó a preferir una estrategia de “captación” puntual de la fuer-

4	 Detrás de las opciones estratégicas entre fidelización y captación de fuerza de trabajo existe 
uno de los debates más relevantes de la Sociología del Salario. En efecto, según B. Mottez, el 
gran debate ideológico en torno a la preferencia del pago del salario por horas trabajadas (a la 
jornada, a la semana de 40 horas etc.), o por tareas realizadas (contratos de obra, contratos por 
trabajo, a destajo etc.). Los primeros defienden la idea del trabajo “abstracto”, considerándolo 
más justo, y los segundos, que es la posición que han asumido los economistas liberales 
desde el siglo XIX, sostienen que el salario por tareas permite una mayor libertad de los 
ciudadanos porque “supera” la tradición servil que conlleva el trabajo por horas y por detrás 
de él, la estabilidad en el trabajo. A. Gorz (1998:88-89) sostiene: “La individualización de las 
remuneraciones, la transformación de los asalariados en… prestatarios independientes tiende a 
suprimir, con el asalariado, el mismo trabajo abstracto. Los prestatarios del trabajo no son más 
tratados como miembros de una colectividad o de una profesión definida por su status público 
sino como dadores particulares de prestaciones particulares. Ellos no prestan más un trabajo 
abstracto, trabajo en general, separable de su persona y que los califica como individuos sociales 
en general, útiles en forma general. Su status no es más regulado por el derecho del trabajo, 
gracias al cual la pertenencia del trabajador a la sociedad estaría por encima de su pertenencia 
a la empresa. Los clientes o las empresas a los cuales prestan sus servicios pueden tratarlos 
de forma desigual, según si su actitud o su personalidad les gusta o no, abre así la posibilidad 
de seleccionarlos según criterios subjetivos”. En Uruguay, es bajo la orientación dominante 
liberal que poco a poco se van imponiendo las tercerizaciones, los contratos a empresarios 
unipersonales y otras formas de captar asalariados cuando el proceso de trabajo los requiera, 
destruyendo parcialmente así el trabajo abstracto en el sentido que plantea Gorz.

5	 A título de ejemplo, es notable cómo en los distintos convenios colectivos de la época se buscaba 
laudar todos los puestos de trabajo existentes en una industria –en el convenio colectivo textil 
se laudaban unos 900 puestos de trabajo cuando las empresas más grandes llegaron a tener 
unos 600 trabajadores en su época de auge-. Ello, porque se laudaban incluso aquellos puestos 
de trabajo muy alejados de la producción, por ejemplo los enfermeros en el convenio textil, 
porque alguna empresa tenía una tarea de este tipo. La explicación última es que aparecía como 
casi inimaginable que existiesen subcontrataciones en el paisaje industrial de aquella época por 
lo que la “fidelización” de la fuerza de trabajo era absolutamente dominante como estrategia. 
Además, el pasaje de un nivel a otro en las escalas salariales estaba vinculado a una cierta 
cantidad de horas de aprendizaje y, salvo contados convenios, no aparecía ninguna referencia 
a la formación profesional recibida por parte de los trabajadores. La lógica de GRH era la de 
reclutar al personal de bajos niveles de educación, primaria completa como la mayor exigencia a 
nivel de estudios formales para luego ser formados por aprendizajes en largas carreras internas. 
Salvando las distancias, en los grandes servicios en particular, como en las grandes tiendas o en 
las administraciones privadas, se seguía una lógica similar de gestión. Los contratos a término 
solamente eran dominantes en las tareas zafrales.
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za de trabajo reservando la “fidelización” a los colectivos más imprescindibles 
de trabajadores que detentaban los conocimientos productivos estratégicos 
para mantener las calificaciones estratégicas requeridas en la empresa para 
poder producir. En este nuevo contexto del mundo del trabajo, la estrategia 
de “captación” se vio favorecida por el “laxismo” en cuanto al control de las 
normas de contratación, que caracterizó a este modelo. A ello se debe agregar 
la incorporación de ciertos dispositivos legales que favorecieron la “flexibili-
zación” de la fuerza de trabajo, incorporando nuevas formas de contratación 
(Supervielle y Quiñones; 2000) como la contratación de empresas uniper-
sonales para el desarrollo de distinto tipo de tareas, aun las repetitivas, etc. 
Con estas “señales”, muchas veces emitidas desde el propio Estado al sector 
privado, se favoreció que muchas empresas pasaran a “contratar informal-
mente” a crecientes contingentes de trabajadores por vía directa, o por vía 
indirecta subcontratando empresas pequeñas para tareas específicas y, ellas sí, 
contrataban personal a través de “contratos informales”6. Pero, detrás de estas 
estrategias, seguramente primó la ideología rentista dominante en el mundo 
empresarial nacional que consideramos todavía es hegemónica y, entre las 
últimas mencionadas, cierta lógica especuladora7. Esta evolución contractiva 
de la industria favoreció muy fuertemente a un cambio de estrategia de GRH8. 

En definitiva, para mantener una lógica dominantemente rentista, las 
empresas uruguayas debieron maximizar la estrategia de GRH de “la capta-
ción” por encima de la “fidelización”. Esta estrategia fue posible porque las exi-
gencias de calificación de los trabajadores de la producción industrial tenden-
cialmente se fueron reduciendo, generándose entre los obreros industriales y 
de la construcción una creciente división entre calificados y no calificados y, 
a su vez, por una creciente tasa de desempleo que permitió un crecimiento de 

6	 Si bien el fenómeno de la subcontratación como resultado de una estrategia de flexibilización 
empresarial forma parte de una tendencia global del capitalismo contemporáneo, el artículo ha 
puesto énfasis en las condiciones que en Uruguay han facilitado su instalación y la configuración 
particular que asume este fenómeno, sobre todo, el vacío de la legislación laboral uruguaya y de 
institucionalidad, ha tenido importantes efectos locales, en la medida en que no se han podido 
prever múltiples situaciones generadas que han dejado sin protección a los trabajadores. Lo 
específico de Uruguay, por ende, es que la flexibilización se dio como desregulación.

7	 Porque existen solamente durante una coyuntura que les permite a los “empresarios” realizar 
sus ganancias pero que apenas la coyuntura desaparece también sus empresas, dejando muchas 
veces totalmente desamparados a los trabajadores por no haber pagado las contribuciones al 
BPS, etc. Lo que es paradójico es que uno de los que más contrató a este tipo de empresas fue el 
propio Estado, cuyo régimen de contrataciones está basado en la autonomía de los funcionarios 
del sistema político y la estabilidad de los mismos; realizó un sinnúmero de contratos a partir 
de licitaciones, donde claramente el mecanismo de diferenciarse por mejores precios entre las 
empresas postulantes era el no pago de las leyes sociales, sea pagando salarios por debajo de los 
laudos, sea no realizando los aportes de las contribuciones.

8	 Porque debemos agregar la muy fuerte zafralidad a la que está sujeta la industria uruguaya 
preponderantemente ligada a la producción de bienes de origen agropecuario y también de 
servicios, como aquellos ligados al Turismo.
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la “oferta” de fuerza de trabajo favorable a la estrategia de “captación” (de con-
tingentes que alternan entre períodos de empleo y desempleo) y también fa-
voreció una baja notable del nivel de salarios de los asalariados. Pero a su vez 
generó de forma directa, o favoreció indirectamente, otros procesos sociales 
que van modificando el “mundo” de los trabajadores. Una de las estrategias 
más notables durante la década de los ochenta, frente a la baja en promedio 
de los salarios, fue la de incorporar más fuerza de trabajo al mundo activo por 
unidad familia (incorporación de la mujer al mundo del trabajo, así como los 
jóvenes (y no solamente en sectores marginales), como también adultos que 
se retiran cada vez más tarde de la vida activa y aún se mantienen activos a 
pesar de jubilarse. Este crecimiento en la población activa redunda sobre un 
crecimiento del desempleo y un notable crecimiento del sector informal, a 
pesar de que no es notable el crecimiento demográfico de la población y que 
el Uruguay va sufriendo una emigración constante de fuerza de trabajo relati-
vamente más calificada que el promedio de la población (Notaro, 1984; 1989; 
Quiñones-Supervielle; 2003)9. 

Situación de la Gestión de Recursos Humanos en la actualidad

Este es el escenario que cambió radicalmente con la administración del 
Frente Amplio. Ello, como mencionáramos, con la implementación de ma-
yores controles del cumplimiento de la legislación laboral y por la incorpo-
ración de una legislación que hace solidarias a las empresas contratantes de 
las deudas sociales de las empresas subcontratadas por ellas. Estas medidas 
no modificaron la lógica de “captación” en la GRH pero sí la restringieron a 
un cálculo económico más ajustado por parte de los empresarios, y con ello 
se modificó la ecuación de “captación” o “fidelización”. Pero a su vez, la actual 
tendencia a la reducción del desempleo (ver anexo), fruto del crecimiento del 
aparato productivo, su diversificación y la exigencia de nuevas competencias, 
favoreció la búsqueda de la “fidelización” como forma de asegurarse una fuer-
za de trabajo calificada en las distintas empresas10. 

9	 Otra consecuencia indirecta de esta política fue la búsqueda por parte de la población en 
general de obtener mayores calificaciones y mejores credenciales como forma tanto de 
posicionarse mejor en el mercado de trabajo interno como externo al emigrar. Esto explica 
el notable crecimiento de la matrícula universitaria aún cuando la población no crecía. Pero 
simultáneamente a esta sobrevalorización de los estudios universitarios se fue desvalorizando 
la formación profesional técnica. En este período la formación profesional impartida por la 
Universidad del Trabajo del Uruguay (UTU), alcanzó su menor grado de credibilidad por parte 
de la población.

10	 Incluso, previo a la caída drástica de la tasa de desempleo, la instalación de una fábrica de 
celulosa por parte de una multinacional generó una “corrida” de fuerza de trabajo calificada y 
especializada, no solamente de las plantas de papel o de otras actividades afines a la producción 
que realiza la empresa, sino que también arrastró a profesionales, técnicos y obreros calificados 
de otras industrias como, por ejemplo, la láctea. Algunas empresas tuvieron que negociar con la 
multinacional para evitar que se les siguiese captando esta fuerza de trabajo calificada porque se 
encontraban al punto de hacerles peligrar su capacidad de producir en cantidad y calidad en las 
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Ahora bien, la “fidelización” e incluso la “captación” se realizan en condi-
ciones distintas que hace cincuenta años. Ya en los albores de la administra-
ción del Frente Amplio, escondido por detrás de índices generales de desem-
pleo alto, existía pues una carencia de trabajadores calificados y, por lo tanto, 
una muy débil diferencia entre la oferta y demanda de algunos de estos traba-
jos. Esta situación se fue percibiendo de forma creciente en la medida en que 
desciende globalmente el desempleo y se empiezan a modificar radicalmente 
las condiciones de diálogo social. En el plano cultural, la fuerza de trabajo 
accedió en términos generales a niveles superiores de calificación y, por lo 
tanto, no acepta fácilmente una relación “paternalista” y el correspondiente 
sometimiento a una autoridad de tipo patriarcal que caracterizó las relaciones 
industriales a mitad de siglo (más allá que queden sectores donde este tipo 
de relación se siga dando)11. De hecho nos hemos incorporado de pleno en la 
economía y la sociedad del conocimiento y, por lo tanto, el clivaje más fuerte 
entre los que tienen y los que no tienen se está formando entre los que saben 
y los que no saben12. Hablaremos entonces de capital cognitivo o de capital 
humano o de capital de conocimiento13. 

Respuestas individuales y colectivas por parte de los trabajadores

En este contexto, las perspectivas se vuelven más complejas cuando las 
opciones incorporan un punto de vista más dinámico concibiendo a los tra-
bajadores como un “potencial humano”, con capacidad de reflexividad, de 
autonomía. Es decir, con capacidad de establecer estrategias individuales o 
colectivas en una organización dada o por fuera de ella, pasibles de configurar 
nuevos espacios a través del diálogo social. 

condiciones que normalmente lo hacían. Esta situación particular generó un llamado fuerte de 
atención en el mundo empresarial con impactos en la concepción de la GRH de forma distinta.

11	 En una investigación sobre la producción de cítricos, hemos visto que en empresas se 
contrataban para el “packing” a familias enteras a las que “se le podía tener confianza” y si 
algún miembro de la familia – generalmente los jóvenes- tenía actitudes o comportamientos 
que no eran considerados correctos por el empresario, se le hablaba al jefe de familia para que 
corrigiese esas conductas “desviadas”. Pero estas formas de gestión de los recursos humanos, 
pensamos que aún no desaparecieron, pero están en franco retroceso, hoy en día. Esta pauta de 
relacionamiento la seguimos viendo en industrias locales del sector alimenticio, del cuero o la 
lana y, en muchos casos que trascienden la pertenencia de la empresa a una localidad. 

12	 Señala Saussois, J. P. (2011) “El capital materializado en máquinas o equipamientos pesados, 
altamente “capitalístico” “está dejando su lugar a un capital llamado “inmaterial” pero se trata 
siempre de capital”. 

13	 Lo que produce la riqueza de las naciones, para retomar los términos de Adam Smith, está 
cambiando. Se juega en las economías desarrolladas una aceleración sin precedentes del ritmo 
de creación, de acumulación y de depreciación de conocimientos. El historiador Paul David 
señala, por ejemplo, que en los Estados Unidos desde 1973 el “stock” de capital inmaterial o 
intangible representado por inversiones en formación, en investigación y en desarrollo, supera 
el del capital tangible.
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Las grandes opciones a tener en cuenta, en este nuevo contexto son, a 
nuestro entender, si la estrategia de los trabajadores pasa por un recorrido 
profesional con dominancia externa a la firma o con una dominancia interna 
a la firma, o si la inversión puesta por el trabajador para valorizarse pasa por 
la organización o el mercado de trabajo. A su vez, si se busca una valorización 
individual de la inversión, en mejorar sus competencias o si se busca, en últi-
ma instancia, una valorización colectiva de la inversión en el mismo sentido, 
también para mejorar sus competencias. De acá en más la gestión de los em-
presarios se articula con la autogestión de los trabajadores. 

El cruzamiento de estas variables abre cuatro grandes posibilidades:
•	 Recorrido profesional con una dominancia externa a la organización 

con una valorización individual de la inversión en las competencias.
•	 Recorrido profesional con una dominancia externa a la organización 

con una valorización colectiva de la inversión en las competencias.
•	 Recorrido profesional con una dominancia interna a la organización con 

una valorización individual de la inversión en las competencias. 
•	 Recorrido profesional con una dominancia interna a la empresa con una 

valorización colectiva de la inversión en las competencias.
Las estrategias que aparecen como las más comunes, en la coyuntura 

actual, son las primera y la última; por eso las colocamos en primer lugar.

Recorrido profesional con una dominancia externa a la organización con 
una valorización individual de la inversión en las competencias

En esta opción los trabajadores buscan una formación que les dé una 
calificación o una especialización y, aunque tengan que realizar reciclajes pe-
riódicos en función de la evolución de su profesión, prefieren la estabilidad 
en su profesión a la estabilidad en un empleo. Este es el caso de muchas pro-
fesiones “liberales” pero, poco a poco, se ha ido extendiendo a la mayoría 
de las profesiones (economistas, sociólogos, comunicólogos, etc.), al abrirse 
un campo muy amplio de asesorías, consultorías, etc. Una variante de esta 
estrategia es la creación de empresas para ser subcontratadas pero ahora para 
realizar servicios muy especializados. 

Este modelo se amplía y quizás se generalice con la incorporación de 
grandes emprendimientos productivos de capital extranjero que incluyen al-
tos niveles de tecnología y requieren de una fuerza de trabajo mucho más ca-
lificada que la que normalmente se reúne en un emprendimiento productivo 
en el país y se abre, para ciertas profesiones universitarias, así como para otros 
técnicos calificados y obreros especializados una nueva forma de ubicarse en 
el mercado de trabajo, modalidad casi inexistente en el pasado. 
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Lo que caracteriza a esta estrategia por parte de los trabajadores es bus-
car potenciar su profesión y no la estabilidad de su empleo. La GRH por parte 
de las empresas se encuentra ante una nueva realidad que a su vez la obliga a 
definir nuevas estrategias, tanto para “captar” a la fuerza de trabajo que se re-
quiere en calidad y en costo como para “fidelizarla” ante la potencial atracción 
de ella por otros emprendimientos productivos. 

Recorrido profesional con una dominancia interna a la empresa con una 
valorización colectiva de la inversión en las competencias

Esta opción es la que se obtiene cuando los trabajadores se encuentran 
frente a una organización que se enfrenta a débiles cambios tecnológicos y, 
por lo tanto, la forma de lograr valorizar las competencias es incorporando 
“habilidad” al manejo de las máquinas y procesos y/o también rotando en los 
puestos de trabajo, obteniendo así una mayor competencia. La rotación ya en 
sí implica una lógica colectiva. Esta situación se puede dar en organizaciones 
fabriles o de la construcción y de servicios privados poco sujetos a una fuerte 
competencia externa. Pero la creciente falta de trabajadores en este tipo de 
especialización, en parte porque son atraídos por el modelo de estrategia an-
terior, y con ello la velocidad de este proceso que impide la formación en el 
puesto de trabajo de forma acabada, ha llevado a una problematización de la 
formación, tanto de las empresas como de los sindicatos, porque ven peligrar 
sus empresas unos y sus fuentes de trabajo otros. Esta problemática ha gene-
rado un diálogo social muy particular entre los empresarios y los sindicatos 
y, a su vez, un diálogo entre las cámaras empresariales y el PIT-CNT con 
los sistemas de formación profesional, fundamentalmente la Universidad del 
Trabajo del Uruguay (UTU) e Instituto de Formación Profesional (INEFOP). 

Recorrido profesional con una dominancia externa a la organización con 
una valorización colectiva de la inversión en las competencias

Es una opción que aparece como más novedosa, aunque se da en forma 
muy limitada. Recuerda a la modalidad que asumió la mano de obra típica-
mente en los “distritos” textiles de la “Italia del medio”, donde circula de firma 
en firma (que son muy pequeñas) y sin embargo, estos trabajadores son objeto 
de una valorización colectiva. Todo empresario sabe que todo trabajador que 
se va ha colaborado en formar a otros trabajadores que le quedan en su em-
presa y, cuando las condiciones cambien, puede volver a recontratarlo. Algo 
similar ocurre en los tecnopolos de alta tecnología, donde los profesionales 
altamente calificados tienen contratos puntuales en función de proyectos es-
pecíficos y emigran a otra empresa a realizar otro proyecto cuando el primero 
culmina. Salvando las distancias, algo así sucede con los trabajadores vincula-
dos a la producción de software en el Uruguay. Esta situación, desde una pers-
pectiva de la GRH, supone una situación inédita. El problema no pasa a ser un 
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problema de los empresarios o de sus gerentes especializados, ni de los sindi-
catos, casi inexistentes en el sector, sino de todo el colectivo. Ya que, en última 
instancia, la sobrevida de este sector está en la capacidad de adaptarse conti-
nuamente, tanto a los cambios tecnológicos muy rápidos como a las demandas 
de los clientes crecientemente sofisticadas. Ello les hace cambiar en parte las 
formas tradicionales, los roles y la definición de las categorías de trabajadores, 
pudiendo un trabajador mutar en un proyecto de un prototipo dado de ser un 
“creativo” a pasar a ser un vendedor en distintas fases del mismo proyecto (Gó-
mez; 2006). Este tipo de trayectorias genera grandes problemas de retención 
en la empresa estatal de telecomunicaciones en Uruguay. 

Recorrido profesional con una dominancia interna a la organización con 
una valorización individual de la inversión en las competencias 

Finalmente, la cuarta combinación de variables aparece como algo in-
coherente. La organización apuesta a la vez a la valorización individual en 
la inversión en las competencias pero en empleos estables. Sin embargo, esta 
es una situación muy común donde existen mecanismos legales o sindicatos 
muy fuertes como el bancario, que estabilizan la fuerza de trabajo. También 
de los funcionarios públicos donde simultáneamente se busca lograr una ma-
yor eficiencia por parte de la organización. Este es el caso donde se debe defi-
nir modelos de competencias estableciendo específicamente carreras internas 
previsibles y negociadas individualmente o si no accesibles por evaluaciones 
de desempeño de alcance de objetivos preacordados colectivamente. Esbozos 
de estas estrategias las hemos visto en las negociaciones del sector financiero 
privado, pero con la característica de que se ha intentado concebir una valo-
rización individual junto a una valorización colectiva.

Estas cuatro grandes opciones de GRH han tenido muy diferentes res-
puestas. Pero es importante señalar que globalmente, en el corto plazo, hay 
desplazamientos importantes en el mundo de la ocupación, fruto tanto del 
crecimiento sostenido de la economía14 en los últimos siete años como del 

14	 En efecto, entre 2006 y 2009, la masa de asalariados (asalariados públicos y asalariados privados) 
con respecto a todos los ocupados ascendió de acuerdo a datos del Instituto Nacional de 
Estadísticas (INE) de 69,8% a 70,4%. Pero si separamos los asalariados privados de los públicos 
vemos que hay diferencias muy pronunciadas. Los asalariados privados en la totalidad de los 
ocupados crecieron de 54,2% al 56,1% entre el 2006 y el 2009 mientras que, en los mismos 
años, en el sector público decrecieron del 15,6% al 14,3%. Algo similar sucede con el porcentaje 
de los ingresos de los asalariados con respecto a la totalidad de los ocupados. En efecto, esta 
masa salarial varió del 73,7% al 74,5 entre estos años pero la masa salarial de los asalariados 
privados aumentó de un 50,1 a un 53,7 mientras que la masa salarial de los asalariados públicos 
descendió de un 23,6% a un 20,8% en el mismo período. Pero también es importante señalar 
que la otra categoría que creció en ese período, aunque no de manera tan notable, fue la de los 
cuentapropistas con local que aumentaron de un 16,5% a un 19,1% en relación a la totalidad 
de los ocupados y pasaron de apropiarse de un 13,7% de la totalidad de los ingresos de los jefes 
de los hogares a un 14,9%. Esta categoría es importante porque en ella se encuentra un gran 
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modelo de desarrollo que se está forjando y que está cambiando la perspec-
tiva que se tenía sobre el empleo. Y también es importante señalar que muy 
posiblemente el diálogo social hubiese tenido características muy distintas 
en casi todos los sectores de la economía si no se hubiesen convocado los 
Consejos de salarios. 

En efecto, tanto esta medida política de la administración del Frente 
Amplio como la de perseguir a aquellas empresas formales que estuviesen 
contratando trabajadores informales, creó las condiciones para un refloreci-
miento de la actividad sindical, tanto en el sector público como en el sector 
privado. Sin embargo, es en este último que el sindicalismo creció más. Entre 
2008 y 2011 se estima por el PIT-CNT que las organizaciones sindicales cre-
cieron en 800 unidades y las afiliaciones en general un 300%.

La evolución de los distintos énfasis en los Consejos de salarios muestra 
la transformación acelerada de las condiciones generales del diálogo social. 
En la primera y segunda ronda de los Consejos de salarios el PIT-CNT se 
orientó a reclamar una recuperación salarial de un 19 a un 25% según el sec-
tor de referencia. En la tercera ronda, con cierto alivio en materia de niveles 
salariales, se pasó a reclamar por derechos laborales que no estaban incluidos 
en el Derecho Colectivo, como el Foro sindical, por ejemplo; pero también 
por la igualdad de trato a las mujeres y mejoras generales de las condiciones 
de trabajo. En la cuarta ronda que se inicia, el énfasis se pondrá en los temas 
de seguridad laboral, incluyendo la salud del trabajador y los accidentes labo-
rales, la igualdad de oportunidades. Pero, finalmente, también la formación 
y la capacitación en la que se considera que el Estado tendría que tener una 
mayor incidencia y que no quede librada únicamente a los acuerdos entre 
empresarios y trabajadores. Esto se desarrolla con el apoyo de algunos secto-
res empresariales –como la Cámara de la Construcción– aunque otras siguen 
oponiéndose al diálogo social, incluso quizás por razones ideológicas muy 
profundas. Aun así, los datos nos revelan una creciente necesidad de estable-
cer un diálogo social más estratégico, o sea, un debate sobre hacia dónde va 
la matriz productiva del país y cómo preparar la mano de obra para el futuro. 

Pero la condición de la posibilidad de diálogo social, de acuerdo a la 
hipótesis que nos interesa desarrollar, se establece en función de dónde se 
ubican los trabajadores en función de la GRH.

A grandes rasgos, tenemos un sector que se encuentra en un proceso de 
diálogo social de tipo tradicional en función de la existencia de actores tradi-
cionales representantes de los trabajadores y de los empresarios. Estos secto-
res tienen en común el hecho en que las características centrales de la GRH 

porcentaje de los trabajadores que encontramos en los modelos 1 y 2 antes señalados; o sea, 
aquellos que establecen una carrera individual o colectiva por fuera de la empresa vendiéndole 
a éstas los más diversos servicios pero casi siempre de carácter profesional.
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sea la “fidelización”, que se traduce en empleos principalmente estables. Este 
modelo de diálogo social es el que aparece como más legítimo y es el que, en 
términos generales, describimos un poco antes. Sin embargo, aparece como 
modelo de diálogo con problemas en el horizonte. Por el lado del sindicato, 
porque si bien los salarios mínimos han aumentado notablemente, el muy 
bajo desempleo de los trabajadores calificados ha llevado a que los salarios de 
los mismos aumenten de forma exponencial, muy por encima de los mínimos 
acordados15. 

Por el lado de los empresarios, la dificultad aparece vinculada a la legi-
timidad que podrán mantener las cámaras con la incorporación de grandes 
complejos de capital extranjero al sector productivo industrial y de servicios. 
¿Hasta qué punto estas grandes corporaciones se acoplarán a las cámaras 
existentes y seguirán sus acuerdos con los sindicatos?, ¿hasta qué punto se 
plegarán a las estrategias y a las culturas de las relaciones laborales y al diálo-
go social de tipo tradicional o establecerán nuevas estrategias en función de 
estrategias globales y culturas de diálogo coherentes con las culturas de las 
casas matrices? Todo nos hace pensar que en este sentido estamos frente a 
importantes potenciales cambios en materia de diálogo social.

En cuanto a aquellos que realizan carreras “externas”, sean de corte indi-
vidual o colectivo, parecen poco proclives a sindicalizarse, por lo que el diá-
logo social está menos instituido y legitimado, aunque por la propia dinámica 
de las contrataciones, poco a poco se han ido creando “estilos” de relaciona-
miento y normas, a veces tácitas, que regulan la actividad de estos sectores 
y que modulan la GRH. Lo cierto es que la práctica de este tipo de gestión, 
que quizás pudo inicialmente incorporar trabajadores a este sistema porque 
no podían encontrar trabajos estables, hoy constituye en ciertos sectores una 
“cultura de trabajo”: hay trabajadores particularmente entre los “knowledge 
workers” que prefieren este tipo de inserción laboral porque les genera más 
“libertad” en su organización del trabajo. Estos sectores son poco estudiados 
y es necesario profundizar sobre ellos. 

15	 Este movimiento contradictorio de ir hacia una mejor distribución por el empuje del crecimiento 
de los salarios mínimos y la “desinformalización” de las empresas, por un lado, pero por otro, de 
aumento de la dispersión de los salarios por razones de escasez de mano de obra calificada, lleva 
a que el Índice de Gini sectorial (IG específico por sector) no haya tenido una variación notable 
en los sectores industriales. Por ejemplo, el IG de la Construcción fue de un 0,36 en 2006 y pasó 
a un 0,35 en 2009 y, en el mismo período, el IG de la industria manufacturera pasó de un 0,44 
a un 0,42 en el mismo período. Pero más allá de las razones de la poca variación que se percibe 
en los IG, lo que esconden las cifras es que los salarios globalmente han aumentado de forma 
notable y en realidad le plantean un problema muy importante al movimiento sindical debido 
a la heterogeneización de la población trabajadora. La necesidad de defender intereses muy 
distintos en un mismo sector porque tienen una enorme dispersión de los salarios que perciben 
los afiliados y, por lo tanto, tienen intereses de difícil compatibilización.
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En cuanto a los trabajadores del software que tienen carreras “externas” a 
las empresas, tampoco parecen tener demasiado interés en sindicalizarse, por 
lo menos en Uruguay16. Todo ello permite la ilusión de no estar inscripto en 
la división capital-trabajo. Pero más allá de ello el modelo parece funcionar.

Metarrelatos emancipatorios y diálogo social

Hasta el momento hemos postergado hablar de clases sociales, pero al-
guna referencia nos es necesario realizar a esta temática si queremos referir-
nos al marco general de las aspiraciones de las personas que componen la 
sociedad, que pretenden vivir mejor con mayor libertad y con mayor justicia 
social. Esta consideración la denominamos meta relatos o programas eman-
cipatorios.

Si partimos de la consideración de la dominación y de la creciente bús-
queda subjetiva de libertad por parte de las personas, podemos partir de la 
propuesta de definición de clases que realiza Boltanski (2009) cuando sostie-
ne: “Podríamos distinguir… primero (como clase alta) actores que disponen de 
un amplio margen de capacidad de acción no solamente sobre sus vidas pero 
también de la vida de un número más o menos elevado de personas. En segun-
do lugar (como clase media) los actores que disponen de un relativo dominio 
de las acciones que concierne su propia vida, pero que tienen pocos medios de 
constreñir el campo de acción de otras personas. Y por fin, terceramente, (como 
clase baja) actores que no tienen el dominio de sus propias vidas ni la de otros”.

Tenemos pues en este esquema tres clases con dos fronteras entre ellas. 
Un meta relato emancipatorio es de tipo normativo, es decir, está orientado 
por un “deber ser”. La pregunta que nos realizamos es ¿quién determina este 
“deber ser” y cuál es su contenido? Consideramos que nos encontramos ante 
dos programas emancipatorios, al primero lo denominaremos el programa 
“emancipatorio fuerte” y al segundo “emancipatorio débil”.

El primero se concentra en eliminar la frontera entre la clase alta y el res-
to de la sociedad. Históricamente las grandes ideologías revolucionarias plan-
tearon modelos de este tipo. Tanto el anarquismo, el socialismo como el co-
munismo e incluso el cristianismo social se plantearon programas tendientes 
a borrar esta frontera superior de diferenciación de las clases. Pero al hacerlo 
tuvieron que proponer modelos de sociedad desde el exterior y por encima 
de ella, ya que es inconcebible que ésta pueda comprenderse globalmente 

16	 Hay otros países que han creado sindicatos virtuales que permiten sobre todo difundir los tipos 
de contratos que las empresas importantes proponen y poco a poco ir creando las condiciones 
para establecer normas explícitas o tácitas para regular la actividad laboral del sector. En el 
Uruguay este proceso no se ha dado, posiblemente porque las empresas son pequeñas y 
por la continua movilidad laboral entre las empresas e incluso entre los distintos roles en la 
producción, también se puede tener una empresa propia y ser asalariado de otra.
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desde la perspectiva de los asalariados en tanto tales, ya que éstos –como 
señalamos– son por definición trabajadores en relación de dependencia y por 
lo tanto la destrucción de la dependencia implícita en estas teorías utópicas 
implica hacer desaparecer a los asalariados transformándolos en otra cosa. 

Por el contrario, el programa “emancipatorio débil” parte de la subjeti-
vidad de los actores, o sea de su racionalidad subjetiva. De una racionalidad 
que se proyecta desde su posición de clase, de género, de su nivel educativo 
etc. y, por lo tanto, en ese sentido es subjetiva. Y, en lo que nos concierne, no 
pone en cuestión la sociedad salarial en tanto tal, sino que busca que ésta se 
transforme dentro de sus límites últimos. Este programa tiene en cuenta la 
frontera inferior existente entre la clase media y la clase baja buscando hacer 
que esta última sea inexistente o lo más próximo a ello que se pueda, y para 
esto intenta dar a la clase baja todos los elementos y estímulos necesarios para 
que toda persona que se encuentre en esta condición pueda tener un dominio 
de su propia vida. Y, si ello no fuera posible por características propias de esta 
población, intentar que sus hijos sí estén en condiciones de tener una vida 
con mayores opciones libremente aceptadas por ellos mismos. Pero por otro 
lado, este programa, en el caso de la clase media en general, pasa por buscar 
permanentemente ampliar las posibilidades de poder realizar las acciones 
que conciernen a su propia vida. En ello radica justamente el diálogo social.

La sociedad salarial, como sosteníamos, participa en todas las clases so-
ciales aunque principalmente en la clase baja y media. Y, por lo tanto, los pro-
blemas del programa emancipatorio “fuerte” y “débil” también recorren las 
diferenciaciones de la sociedad salarial. Es por ello que, necesariamente, te-
nemos que volver a visitar a la configuración de los distintos espacios de ella.

Entre los que realizan un recorrido profesional con una dominancia ex-
terna a la organización y con una valoración individual de la inversión en las 
competencias, en principio, parecen dominados por la ideología liberal de 
“homo economicus”, orientados a maximizar la distancia entre los objetivos 
que se buscan y los medios que se invierten para obtener dichos fines. Sin em-
bargo, se constata empíricamente que si bien éste es el discurso más explícito 
de aquellos que adhieren a esta perspectiva en la sociedad salarial, de hecho 
están continuamente buscando un reconocimiento, tanto de los empleadores 
como de la sociedad (Honneth A.; 1997)17. 

Los que están insertos en un recorrido profesional con una dominancia 
externa a la organización y con una valoración colectiva de la inversión de las 
competencias buscan un reconocimiento colectivo porque se encuentran ante 

17	 Por ejemplo, cuando se trata de intelectuales, se busca que se reconozca los currículos, o sea, la 
trayectoria en el campo, la competencia para encarar la tarea que se le ha solicitado, la experticia 
del trabajo finalizado, etc. Se busca y se lucha por obtener reglas universales para enmarcar el 
tipo de relación laboral en el que están insertos.
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un mundo donde los conocimientos rápidamente son obsoletos y la posibili-
dad permanente de quedar desactualizados y, por lo tanto, desaparecer como 
sector, es una posibilidad real. Es por ello que se requiere una valoración co-
lectiva de las competencias para poder mantener y/o desarrollar los niveles de 
libertad alcanzados individualmente en este contexto de la sociedad salarial. 
Cualquier bloqueo, cualquier rigidez formal puede ser nefasta en este contex-
to de competencia y/o cooperación interna según las circunstancias frente a 
un mercado altamente competitivo con el exterior. A su vez, cualquier pos-
tergación para cualquier persona en este contexto debe ser entendida como 
provisoria y sujeta a una transformación en el futuro.

Los que realizan un recorrido profesional con una dominancia interna 
a la organización y con una valoración individual en las competencias, son 
fundamentalmente aquellos que son funcionarios públicos o empleados de 
la Banca privada. Estos últimos particularmente son muy fuertemente regu-
lados por los convenios. Se trata de casos donde la rigidez es tal que la movi-
lidad depende del deceso o la jubilación de los funcionarios de jerarquía. En 
estos casos parecería que poco a poco se va instalando la idea de la necesi-
dad de sistemas de remuneración variable a través de sistemas de evaluación 
por desempeño. Esta sería una situación mixta entre el asalariado típico y el 
trabajador “independiente” dominante en los espacios antes señalados. Esta 
“necesidad” antes señalada tiene que ver con la búsqueda, por parte de las 
empresas, de que el trabajador se oriente a aumentar la productividad y que 
los propios trabajadores logren mejorar sus salarios individualmente o por 
pequeños colectivos ante la imposibilidad, económica o política, de aumentar 
los salarios en forma categorial. En este caso, el aumento de salarios se vive en 
este contexto como la forma de tener mayor posibilidad de mejorar sus nive-
les de vida, en el sentido de mejorar sus opciones con respecto a ella. La par-
ticipación sindical en este espacio juega un rol fundamental para lograr que 
esta nueva situación de oportunidades que brinda la evaluación de desem-
peño no introduzca criterios particularistas sino que permita una auténtica 
igualdad de oportunidades y que reconozca que el trabajo es colectivo y que, 
si a algún trabajador le corresponde ser premiado por su esfuerzo personal, 
también se debe reconocer el trabajo de otros compañeros que contribuyeron 
a que este esfuerzo fuese realizable. Por lo tanto, el sindicato busca frente a las 
evaluaciones de desempeño que no generen un clima de competencia entre 
los trabajadores o que el trabajo complejo que se realiza hoy en día se consi-
dere como una suma de trabajos individuales.

Con respecto al recorrido profesional con una dominancia interna a 
la empresa y con una valoración colectiva de la inversión de competencias, 
ésta sigue siendo dominante en la sociedad salarial uruguaya y se ha visto 
fortalecida por los Consejos de salarios que han expandido la cantidad de 
sindicatos y comisiones de fábrica y la afiliación sindical. En este espacio, con 
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los aumentos de salarios mínimos y la formalización del empleo en las em-
presas formales, se ha contribuido enormemente a la incorporación a la clase 
media –en la definición que damos en este ensayo– de trabajadores que se 
encontraban hace muy poco en la clase baja. Pero, sin embargo, dada la muy 
fuerte caída del desempleo, posiblemente ha mantenido un nivel muy alto de 
desequilibrio en los salarios en cada sector, en la medida en que la demanda 
de los trabajadores calificados ha superado en esta coyuntura ampliamente 
a la oferta de los mismos18. Consideramos que los sindicatos se encuentran 
con una muy fuerte dificultad para establecer estrategias que sean satisfacto-
rias para todos sus afiliados, dadas las muy fuertes diferencias de intereses en 
su seno. El camino, pensamos, quizás pase por integrar todas las demandas 
sociales en un programa más abstracto y más general, de defensa de los Dere-
chos Humanos, que permita lograr la adhesión del público que muchas veces 
son los consumidores de los servicios que brinda el sector productivo en el 
cual el sindicato actúa, y a su vez permita una mayor cohesión de trabajadores 
que pueden llegar a tener en el seno de su sindicato intereses corporativos 
distintos e incluso contrapuestos. Aún así en este espacio, el espacio del reco-
nocimiento de las categorías sociolaborales, sean como reconocimiento de la 
capacidad de realizar ciertas tareas o de haber adquirido ciertas competencias 
reconocidas socialmente y de manera formal y en función de ello ser corres-
pondientemente remunerado, pasa a ser la base sobre la que los trabajadores 
construyen su espacio de libertad y reconocimiento en sociedad laboral.

En síntesis, consideramos que el programa “emancipatorio débil” es un 
programa que, vía el diálogo social, de forma institucionalizada o no, poco a 
poco se ha fortalecido y ha mostrado su eficacia en la coyuntura uruguaya ac-
tual. La adhesión a este programa no quiere decir que es fuente de desactiva-
ción de la conflictividad social, en cierto sentido puede haberla incentivado, 
ya que las mayores posibles opciones de alternativas de vida pueden haber in-
centivado mayores demandas a aquellos de los cuales son dependientes, pero 
no necesariamente estas demandas están ligadas a una búsqueda necesaria de 
cambio de modelo, a la búsqueda de la construcción de un programa “fuerte 
emancipatorio”. Queda pues en suspenso cuáles son o serán las relaciones en 
el futuro del programa “fuerte emancipatorio” y del “programa débil” o, si 
seguirán caminos totalmente autónomos e incluso contradictorios. 

Consecuencias de los cambios en el contexto sobre la configuración del 
diálogo social 

A lo largo de este artículo hemos asumido como premisa que el diálogo 
social se configura reflexivamente a partir de las orientaciones que los distin-

18	 En esta situación, es donde en términos generales los salarios mínimos han aumentado 
notablemente, pero los salarios de los trabajadores calificados también mantienen en los 
sectores muy fuertes diferenciales de salarios, que se reflejan en Ginis muy altos.
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tos actores dan a sus acciones. Si bien hemos remarcado que las orientaciones 
de GRH y las regulaciones estatales han moldeado el diálogo social en la úl-
tima década, no omitimos que los trabajadores dan sentido a sus acciones en 
esta situación concreta y no guiados por grandes meta relatos, porque el sen-
tido lleva siempre incorporado temporalidad, historicidad y una definición 
común de situación a partir de un cuerpo de conocimiento compartidos. A 
esto denominamos capacidad de autogestión del trabajador. El resultado es, 
como hemos visto, que la condición de posibilidad de diálogo social se esta-
blece en función de donde se ubican los trabajadores en función de la GRH. 

Esto diferencia una mirada estática que dominó las concepciones del 
diálogo desde otras perspectivas disciplinarias. A medida que se ha ido dan-
do cuenta de las transformaciones y la complejidad que ha ido asumiendo la 
sociedad salarial, también pudimos ir dando cuenta de las transformaciones 
de las condiciones históricas y sociales sobre las cuales se está construyendo 
el diálogo. Los cambios en la sociedad salarial han tenido fuertes repercusio-
nes en los referentes sobre los cuales se construyen las identidades laborales, 
y como consecuencia, en la diversificación de intereses y de las estrategias de 
los trabajadores. Lo que significa que agrega una tercera mirada a tener en 
cuenta en la configuración del diálogo que es la que emana del trabajador, 
su capacidad reflexiva de ir incorporándose a estos cambios, atribuyéndoles 
distintos sentidos y formas de comprender su inserción en la empresa y en el 
mundo del trabajo y reaccionar generando nuevos meta relatos para transfor-
mar la situación y la propia sociedad salarial. 

Las consecuencias que esta concepción del diálogo introduce en el sis-
tema de relaciones laborales es que el mismo difícilmente pueda ser pensado 
desde una mirada univoca. Y esto es válido, tanto para el Derecho Laboral 
como para los sindicatos enfrentados a nuevas formas de gobernar los traba-
jadores. En este sentido, la tesis que aquí se sostiene es que estos cambios en el 
entorno han impuesto retos importantes a las modalidades clásicas de acción 
y cada uno de los diferentes actores se ve exigido a asumir nuevas funciones, 
así como renovadas formas de comunicación para dar sostenibilidad y sus-
tentabilidad a la práctica del diálogo social. 

Junto a esto, hacemos notar que este “diálogo social” que se avizora como 
un “diálogo social renovado” frente a las prácticas tradicionales sobre las que 
tuvo origen, puede ser descrito en por lo menos cuatro líneas de cambio, to-
das ellas relacionadas, que se orientan a “ampliar” su ámbito objetivo y el ima-
ginario social en torno a estas prácticas, en tanto extienden (Quiñones; 2005): 

En primer lugar, el ámbito funcional del diálogo social (qué se discute), 
procurando no reproducir el ámbito de las viejas ordenanzas laborales sino 
aquel que responda mejor y de una forma eficiente a los distintos intereses 
que encontramos hoy en la sociedad. Esto está vinculado al mayor peso de 
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la regulación entre actores productivos y el relieve de las normas acordadas 
entre las partes, de las regulaciones autónomas, de las normas colectivas. 

En segundo lugar, el ámbito procesal del diálogo social (cómo dialogar), 
buscando innovar en las formas, las circunstancias, el grado de institucionali-
zación y/o formalización del diálogo. Esto implica que el eje del análisis debe 
trasladarse de la dimensión normativa e institucional donde muchas veces 
queda acotada, al plano concreto de la acción de los actores. 

En tercer lugar, el ámbito subjetivo de aplicación (quiénes participan y/o 
son representados) en tanto es día a día mayor tema de discusión la pertinen-
cia de integrar otras fuerzas y/o intereses sociales no contemplados, o con-
templados indirectamente en el diálogo social tradicional. Es el caso, por un 
lado, de las organizaciones profesionales, de empresas subcontratadas, entre 
otros. 

Por último, al haberse desplazado el arquetipo de trabajo desde la indus-
tria al trabajo como “prestación de servicios”, ello ha cambiado la mirada ha-
cia el interior de las organizaciones y, allí donde sólo se veía la subordinación 
entre empleador/empleado como sustento de la relación salarial, empieza a 
ganar peso la perspectiva del proveedor de servicios, del usuario o consumi-
dor, dando sustantividad a la idea sobre la que reposa el trabajo en la actuali-
dad y es que el mismo corresponde a una actividad de intercambio, relación 
social, entre productores y receptores de valores de uso.

Finalmente, otra consecuencia que este cambio de concepción del diá-
logo introduce en el sistema de relaciones laborales es que el mismo difícil-
mente pueda ser pensado sin un fortalecimiento de las capacidades de los 
actores y, en definitiva, de la democracia. Siendo que la existencia de actores 
sociales fuertes y representativos es un presupuesto para el desarrollo de un 
diálogo social fluido y fecundo, si se tiene en cuenta tanto la debilidad de al-
gunos representantes de intereses, o sobre el peso y autonomía de los órganos 
gubernamentales con competencias sociales, el fortalecimiento de los inter-
locutores parece ser una medida previa indispensable de cualquier política de 
renovación del diálogo social.
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Anexo estadístico

Cuadro 1. Calidad del empleo. Total del país 
Miles de personas 2006 - Mayo 2010

Subempleo
(1)

Subempleo y no 
registro simultaneo

No registro
(2)

Empleo sin 
restricciones Total ocupados

2006 53,3 126,3 363,6 855,8 1399,0
2007 50,0 125,9 386,0 913,2 1475,1
2008 45,3 109,9 392,5 963,2 1510,9
2009 37,7 97,3 397,4 1011,6 1544,0
May- 2010 43,1 83,9 389,8 1001,0 1517,7

Fuente: Instituto Nacional de Estadística 
(1) Ocupado que trabajando menos de 40 horas semanales, manifiesta el deseo de trabajar más y puede hacerlo 
(2) Ocupado que declara no tener derecho a jubilación

Cuadro 2. Tasas específicas de desempleo. Total del país 
2006 - Mayo 2010 

Grupos de edades
Relación familiar

Total
Menores de 25 años 25 y más años

Total Hombres Mujeres Total Hombres Mujeres Jefe Otro
2006 10,9 28,2 23,5 34,7 7.4 4.9 10.3 4.5 16.7
2007 9,2 24,3 20,0 30,2 6.1 3.6 9.1 3.8 14.3
2008 7,6 21,0 16,9 26,5 4.9 2.9 7.2 3.3 11.6
2009 7,3 20,1 16,1 25,5 4.8 3.0 6.9 3.2 11.2
May- 2010 7,9 21,6 15,2 31,7 5.2 3.5 7.2 3.9 11.6

Fuente: Instituto Nacional de Estadística

Cuadro 3. Composicion de la tasa de desempleo. Total del país 
2006 - Mayo 2010 

Componentes Sexo Edad Relación familiar

Total Btpv Dpv Hombres Mujer Menores de 
25 años

25años y 
más Jefe Otro

2006 10.9 2.4 8.6 4.5 6.4 4.8 2.2 2.2 8.8
2007 9.2 1.7 7.4 3.5 5.6 4.0 1.9 1.9 7.3
2008 7.6 1.3 6.3 2.9 4.7 3.4 1.6 1.6 6.0
2009 7.3 1.1 6.2 2.8 4.5 3.3 1.6 1.6 5.7
May- 2010 7.9 1.1 6.8 3.1 4.8 3.6 1.9 1.9 6.0

Fuente: Instituto Nacional de Estadística – Encuesta Continua Hogares Ampliada 
Nota: Los desocupados propiamente dichos incluyen a los en seguro de paro
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Resumen 

El objetivo es analizar el funcionamiento del sistema de relaciones laborales 
durante los primeros veinte meses del segundo gobierno del Frente Amplio 
(marzo de 2009 a octubre de 2011). Incluye el análisis de las característi-
cas de los componentes del sistema y sus interrelaciones con el contexto 
social, económico y político.

El gobierno mantuvo su carácter de principal protagonista, creó condiciones 
para el desarrollo de la actividad sindical y aseguró una alta rentabilidad 
al capital. Fue el punto de referencia de los conflictos por salarios de las 
organizaciones sindicales y con los empresarios por leyes que impactan en 
las relaciones de poder.
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The Labor Relations System during the second Frente Amplio government
Jorge Notaro

Abstract

The purpose of this paper is the analysis of the Labor Relations Systems 
during the first twenty months of the second Frente Amplio government 
(May of 2009 to October of 2011). It includes the analysis of its different 
components and their interactions with the social, economic and political 
context.

The government was the principal protagonist; created conditions for the 
development of the unions activities and secured high profits to capital. It 
becomes the reference point to union conflicts about wages and with man-
agement about laws with impact on power relations.

Keywords: labor relations / collective bargaining/ Uruguay
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El Sistema de Relaciones Laborales en el Uruguay 
en el segundo gobierno del Frente Amplio

Jorge Notaro1 

El objetivo es analizar el funcionamiento del sistema de relaciones laborales 
durante los primeros veinte meses del segundo gobierno del Frente Amplio, 
en el que se destaca la puesta en práctica de las leyes marco de las nego-
ciaciones colectivas, la nueva convocatoria a los Consejos de Salarios y la 
elaboración de un nuevo presupuesto quinquenal. El artículo presenta bre-
vemente el marco teórico metodológico, las condicionantes del Sistema de 
Relaciones Laborales (SRRLL) del período, su perfil, los principales impactos 
y las conclusiones finales.

Marco teórico metodológico

La categoría SRRLL construida se define como el conjunto articulado 
de relaciones surgidas del trabajo, individuales o colectivas, entre trabajado-
res, empleadores y gobierno o sus representantes. Tiene cuatro componentes: 
los actores, los escenarios, el grado en que se combinan cooperación/par-
ticipación y confrontación/conflicto y las relaciones de poder. Se considera 
“actores” a las organizaciones que representan a los trabajadores o a los em-
presarios, y al Estado; se analiza su evolución, estructura interna y funciones. 
Se considera “escenarios” a la delimitación de quiénes, cómo y qué negocian; 
comprende las instituciones (ámbitos u organismos), los procedimientos (o 
formas) de relación de los actores, las normas legales que definen sus fun-
ciones y competencias, y los temas que se discuten (contenidos). Entre las 
formas de relación se considera la negociación colectiva, la participación de 
las organizaciones en instituciones del Estado y la participación de los traba-
jadores en organismos en la empresa. Entre los contenidos, en primer lugar 
la fijación de salarios, las condiciones de trabajo y los procedimientos de pre-
vención y resolución de conflictos.

1	 Contador Público. Investigador Nivel I del Sistema Nacional de Investigadores (SNI). 
Coordinador del Taller de Economía Nacional y Popular. www.jorgenotaro.com jnotaro@
netgate.com.uy
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Las interacciones del SRRLL con el contexto social, económico y políti-
co se abordan desde dos ángulos complementarios, el del contexto sobre el 
SRRLL que se consideran condicionantes y del SRRLL sobre el contexto, que 
se llaman impactos o resultados. Las que ponen en marcha interacciones en-
tre los componentes y este conjunto de procesos explican los cambios dentro 
y del SRRLL.

Como parte del contexto histórico y principales condicionantes del per-
fil y de sus cambios se tiene en cuenta la situación económica, la estructura 
social y el sistema político. Se incluyen las relaciones de poder en la empresa 
y con relación al sistema político como condicionantes y como resultado en 
aspectos que trascienden al SRRLL, como las políticas económicas y la parti-
cipación de los actores sociales en el sistema político (Notaro, 2010 a).

A partir de 2005 la convocatoria del nuevo gobierno a la participación 
para la regulación, tuvo como resultado al final del período un Sistema de 
Relaciones Laborales Regulado y Participativo (Notaro, 2009), que comenzó 
a funcionar plenamente en marzo de 2010.

Las principales condicionantes
Económicas

Los salarios fijados en la última ronda de los Consejos del primer go-
bierno del Frene Amplio (FA) tenían vigencia hasta junio de 2010 y durante 
el primer semestre del año el salario real promedio fue un 3.9% superior al 
nivel previo a la crisis de 1997-1999, el privado un poco menos y el público 
un poco más (Cuadro 2). El número de personas ocupadas creció en forma 
permanente hasta superar el millón y medio de personas y aumentó también 
el empleo sin restricciones, de 61 a 65,5% (Notaro 2010 b). 

En el Cuadro 1 se presentan los ingresos de los sectores populares, consi-
derando tales a los grupos sociales que trabajan y a los pasivos, como porcen-
taje del total de ingresos del país que mide el Ingreso Nacional Bruto Disponi-
ble. Los primeros son poco más del 40% del total y durante los últimos cinco 
años tuvieron variaciones irrelevantes. Del 60% restante aproximadamente 
un 5% son salarios de directores de empresas y profesionales en relación de 
dependencia2, un 20 o 25% son pagos de las empresas al Banco de Previsión 
Social (BPS) y a la Dirección General Impositiva (DGI) y aproximadamente 
30% del Ingreso Nacional Bruto Disponible (INBD), es decir, doce mil millo-
nes de dólares anuales, son ingresos del capital.3

2	 Asalariados de los sectores privado y público de los Tipos de Ocupación 1 y 2 de la Clasificación 
Internacional Uniforme de Ocupaciones (CIUO – 88) utilizada por el INE. Ver www.ine.gub.uy

3	 De los cuales la Encuesta Continua de Hogares sólo registra aproximadamente 1.500 millones 
de dólares, subestimación que impide extraer conclusiones del Índice de Gini calculado con los 
ingresos captados por la Encuesta.
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Cuadro 1. Ingresos de los sectores populares. Como porcentaje del INBD

Grupos Sociales 2006 2007 2008 2009 2010

Obreros y Empleados 19,9 19,7 19,9 21,7 20,3

Cuenta Propia sin local 1,5 1,0 0,7 0,5 0,5

Cuenta Propia con local 8,5 9,2 9,0 9,4 9,1

Pasividades 9,7 8,7 8,1 8,3 9,2

Transferencias* 1,5 1,4 1,0 1,8 1,9

TOTAL 41,0 40,0 38,7 41,8 41,0

Fuente: ingresos, de microdatos de la ECHA del INE, procesados por Guillermo Alves (2006 – 2009), Marco Colafranceschi y 
Matías Brum (2010) del Área de Empleo e Ingresos del Instituto de Economía (IECON). INBD del Banco Central del Uruguay 
(BCU), valores preliminares. 
* Transferencias incluye: tarjeta alimentaria, alimentación de menores, asignaciones familiares, seguro de desempleo, 
compensaciones por accidente, becas y pensión alimenticia. Lo que corresponde al Sistema Nacional Integrado de Salud se 
incorporó a los salarios.

Sociales. Los actores y sus estrategias

Durante el primer período de gobierno del Frente Amplio aumentó el 
protagonismo del Poder Ejecutivo en el SRRLL y se fortalecieron los acto-
res sociales. Surgió un actor empresarial que expresa los intereses comunes, 
se desarrollaron las organizaciones sindicales y se incluyeron todos los tra-
bajadores asalariados en los Consejos, 834.100 privados y 225.100 públicos 
(Notaro 2009). El PIT-CNT pasó de 120.000 afiliados en 2005 a 320.000 en 
febrero de 2010 (Instituto Cuesta Duarte, ICD 2010a). Las relaciones capital-
trabajo se volvieron más complejas por el papel del gobierno con una visión 
sobre las relaciones entre salarios, empleo, inflación y competitividad que 
persiguió el logro de metas macroeconómicas, las que a su vez están condi-
cionadas por los organismos multilaterales de crédito y las valoraciones de las 
empresas calificadoras de riesgo. 

Se crearon nuevos escenarios como el Consejo Superior Tripartito o el 
Diálogo de la Seguridad Social; se recuperaron los escenarios por grupo de 
actividad económica y, sobre el final del período, se dio un marco legal a 
estas experiencias, incorporando además las negociaciones bipartitas a nivel 
de empresa (Ley sobre el Sistema de Negociación Colectiva, No. 18.566 del 
11/09/09). 

Políticas

Como destacaba Hyman (1989), es necesario tener en cuenta la posición 
privilegiada de los capitalistas, ya que de sus decisiones depende la inversión, 
el aumento del empleo y la estabilidad macroeconómica. Durante el primer 
gobierno del FA se fue implementando progresivamente una importante re-
forma laboral que permitió al movimiento sindical atenuar la dominación 
del capital. En su segundo período de gobierno, el FA mantiene la mayoría 
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parlamentaria y una correlación de fuerzas internas similar a la del primer 
período.

El perfil del Sistema

Se analizan aquí las permanencias y los cambios en los componentes del 
SRRLL así como en sus interrelaciones.

Los actores. Características y estrategias

El papel del Estado

En un marco de continuidad de la política económica, el principal cam-
bio resulta de la Ley de Negociaciones Colectivas por la cual el Poder Eje-
cutivo renunció a la facultad para fijar los salarios y pasó de definir pautas 
obligatorias a lineamientos que anuncian cuál será el punto de vista de los 
representantes del gobierno en los Consejos (ver www.mef.gub.uy Linea-
mientos, 28 de mayo). Propuso acuerdos por períodos de tres a cinco años 
con aumentos anuales, correctivos anuales de las diferencias entre las pro-
yecciones de inflación y lo observado, así como cláusulas de salvaguarda que 
obligan a renegociar si cambia el escenario económico. Se pueden diferenciar 
tres aspectos en los lineamientos para los aumentos de salarios:
i.	 para el Salario Mínimo Nacional (SMN) tuvo como objetivo la reduc-

ción de la pobreza. Estaba fijado en $4.800. La propuesta fue un aumento 
de 25% desde el 1º de enero de 2011, lo que lo ubicó en $ 6.000, un 20% 
en 2012 que lo llevaría a % 7.200 y un 10% en 2013 fijándose en $ 7.920.

ii.	 para el Sector Privado tienen tres componentes. En primer lugar, los 
aumentos tendrán en cuenta el centro de la banda de la inflación pro-
yectada por el Banco Central del Uruguay (BCU). Segundo, se tendrá 
en cuenta el aumento de la productividad estimada con el crecimiento 
del Producto Bruto Interno (PBI) y del empleo nacional, así como indi-
cadores de la situación en cada Consejo, con una ponderación de 50% 
de los indicadores generales y los particulares (ver http://www.dgi.gub.
uy/wdgi). Tercero, los salarios de la franja inmediata superior al SMN 
recibirán un aumento de $ 750 y, a partir del 1º de julio, un 18% para los 
salarios comprendidos entre $ 5.550 y $ 6.250; el Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social (MTSS) estimó en 200.000 los trabajadores que ob-
tendrían estos aumentos. Según el Ministro de Trabajo Eduardo Bren-
ta, la inclusión de las trabajadoras del servicio doméstico (estimadas en 
120.000 personas) en la formalidad y el aumento de salarios que fue del 
37,55% para las remuneraciones más bajas desde el 1º de enero de 2011, 
fueron de las decisiones más importantes para la mejora de la distri-
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bución del ingreso (Secretaría de Comunicación de la Presidencia de la 
República 2011:22)4.

iii.	 para el Sector Público el objetivo fue mantener el nivel del salario real y 
se propusieron aumentos de acuerdo al centro de la banda de las proyec-
ciones de inflación del BCU.

Las organizaciones de trabajadores

El PIT-CNT definió tres ejes estratégicos para el nuevo período: los cri-
terios de ajuste en los Consejos de Salarios, la Reforma del Estado y el presu-
puesto quinquenal. Su plataforma reivindicativa tuvo como objetivo priori-
tario redistribuir la riqueza, para lo cual se propuso el aumento del SMN de 
un 50% en dos años y del 100% en cinco años, incrementos diferenciales para 
los salarios por debajo de $9.600, la evaluación de tareas y la redefinición de 
categorías (ICD 2010b 5:7).

Los sindicatos del sector público definieron como reivindicaciones un 
salario de $ 14.427 por 30 horas de trabajo semanales, aumentos de acuerdo a 
la evolución de la inflación y el PBI con ajuste plurianuales, la regularización 
de los 14.500 contratos precarios, procedimientos transparentes de ingreso y 
la participación en la discusión del proyecto de reforma del Estado, sobre el 
cual elaboraron en un Taller una propuesta sobre “La transformación demo-
crática del Estado en la perspectiva de los trabajadores” (21/04/10).

En marzo de 2010 se presentó una propuesta de lineamientos de reforma 
del Estado y en febrero de 2011 una propuesta de modificación del sistema 
tributario con el objetivo de mejorar la redistribución. Esta segunda incluyó 
aumentos de las asignaciones, del seguro de enfermedad y del mínimo no 
imponible para el pago del Impuesto sobre la Renta de la Personas Físicas 
(IRPF); exonerar del Impuesto al Valor Agregado (IVA) a los consumos bajos 
de energía eléctrica y agua potable y revisar las exoneraciones a las Zonas 
Francas y a los proyectos de inversión.

Con relación a la Ley Marco de las Negociaciones Colectivas, el Secreta-
riado Ejecutivo del PIT-CNT presentó un documento (2011) en el que mani-
fiesta su disposición a negociar pero “Lo que no está en posición de aceptar es 
una modificación de la ley para incluir temas que no fueron objeto de regu-
lación por ésta, ni que propicien cambios que impliquen un retroceso o mo-
dificación de aspectos que la tornen inaplicable o inocua”. Se refiere a que no 
acepta la inclusión en la ley de la regulación de las ocupaciones de los lugares 

4	 A pesar de realizar gestiones con el Subsecretario del MTSS, Dr. Nelson Loustaunau y el 
Directo Nacional de Trabajo Sr. Luis Romero, no fue posible acceder a documentos oficiales 
sobre la propuesta de cambios a la ley marco de las negociaciones colectivas del sector privado 
ni de la evaluación del funcionamiento de los Consejos. Sólo se pudieron tener en cuenta los 
documentos de los empresarios y de los trabajadores.
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de trabajo ni del derecho de huelga, como tampoco cambios que transformen 
a la negociación de obligatoria y sectorial a voluntaria y por empresa.

Sobre la política de alianzas se considera que “Nuestro movimiento sin-
dical integra junto a organizaciones sociales, estudiantiles, cooperativistas de 
vivienda, de jubilados y pensionistas, el bloque social y político de los cam-
bios, el cual, para avanzar en democracia, enfrenta al bloque de poder que 
componen las clases dominantes, en la búsqueda por superar la contradicción 
principal de la etapa, que es país productivo con justicia social o mayor de-
pendencia.” (PIT-CNT - ICD 2010b). Como una forma de implementación 
de esa alianza convocó a las organizaciones representativas de esos grupos 
sociales, con el apoyo de la Universidad de la República, a un II Congreso 
del Pueblo (Universidad de la República Extensión Universitaria 2009) que 
analizó un conjunto de propuestas que se ordenaron en tres capítulos: el País 
Social, Productivo y Democrático.

Las principales diferencias internas se manifiestan en las medidas de lu-
cha a adoptar en el contexto de la valoración de los impactos políticos y las 
decisiones negociadas predominantemente son aceptables para todos. Las co-
rrientes sindicales que se oponen al gobierno del FA, minoritarias, expresan 
críticas en otros ámbitos y por ejemplo, organizan una concentración el 1o de 
mayo con una plataforma propia. 

En el Congreso realizado en octubre de 2011, la Confederación de Fun-
cionarios del Estado (COFE), sindicato de funcionarios públicos de la admi-
nistración central no aceptó participar en una lista única para la Mesa Repre-
sentativa Nacional (MRN), considerando que era necesario “que sea la voz 
de la gente que lo determine”, según declaraciones de uno de sus dirigentes, 
Pablo Cabrera (Diario El País de Montevideo, 09/10/11 página A15). Ante la 
imposibilidad de lograr una lista única, la corriente “Articulación” se retiró de 
las negociaciones para presentar su propia lista.

La lista más votada fue encabezada por Juan Castillo y logró dieciocho 
lugares, el segundo lugar correspondió a la corriente “Articulación”, encabe-
zada por Fernando Pereira con trece, luego la lista encabezada por Beatriz 
Fajián de COFE (integrada exclusivamente por sindicatos de funcionarios 
públicos) con ocho lugares y finalmente el sindicato de Artes Gráficas con 
uno. Las dos corrientes mayoritarias tuvieron menos votos que el número 
de delegados de los sindicatos que integraban las listas, mientras que la lista 
encabezada por Fajián tuvo veinte votos más y la del Sindicato de Artes Grá-
ficas dieciocho votos más. A fines de octubre se designó un secretariado de 
quince miembros con seis de la lista mayoritaria, cinco de Articulación y tres 
de la lista encabezada por COFE. Como coordinadores se ratificó a Fernando 
Pereira y Juan Castillo, cambiando el tercer integrante con la incorporación 
de Beatriz Fajián.
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Las organizaciones de empleadores

Se pueden diferenciar dos planos. En la política laboral, los empleado-
res manifestaron sus discrepancias presentando una queja a la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT) (Notaro 2009 46:47), pero en la política eco-
nómica traducen el acuerdo en el permanente aumento de la inversión y el 
nivel de actividad.

En la XV Edición de la Encuesta Anual de Evaluación y Perspectivas 
Empresariales realizada por el Semanario Búsqueda (30/12/10 19:23) los em-
presarios fueron muy optimistas anunciando para 2011 aumentos del nivel 
de actividad y de la inversión. Consideraban como los principales problemas 
el aumento de costos y propusieron al gobierno “Acotar el poder sindical y la 
conflictividad” (la mejora de la competitividad y el tipo de cambio aparecie-
ron en cuarto lugar). En una entrevista a R. Beare, gerente general de UPM, 
la empresa que realizó la mayor inversión de la historia del Uruguay hasta el 
momento, destacaba como las razones para invertir en Uruguay el clima de 
inversión, la seguridad jurídica, el mantenimiento de los acuerdos, la trans-
parencia y la calificación de la mano de obra; como aspectos particulares para 
la empresa, la disponibilidad de materia prima y el crecimiento de las planta-
ciones (El Observador, 02/01/11).

Al comenzar las negociaciones en los Consejos de Salarios, en la Cá-
mara de Industrias se estimó que el Poder Ejecutivo proponía un aumento 
de los salarios reales promedio del 2,5% anual y que las industrias podían 
fundamentar un aumento menor por el crecimiento del producto menor al 
promedio, la mayor exposición a la crisis y la caída de su rentabilidad. Se 
advirtió que el mayor riesgo lo corrían las empresas de menor productividad 
y menores salarios, que podrían tener que pagar mayores aumentos que el 
promedio (Pérez 2010).

Los escenarios 

El gobierno puso en marcha el nuevo sistema convocando a los actores 
sociales a los escenarios establecidos en las leyes marco de las negociaciones, 
así como en nuevos escenarios de diálogo. Entre los segundos se destacan las 
convocatorias a: 
i.	 elecciones de los representantes de los docentes en los órganos recto-

res de la educación, de acuerdo a lo establecido por la ley Nº 18.437 de 
16/01/09, que creó también Comisiones Consultivas de funcionarios no 
docentes, estudiantes, madres y padres de alumnos.

ii.	 Comités Técnicos Sectoriales tripartitos, con el objetivo de impulsar a 
cadenas prioritarias.
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iii.	 los representantes de trabajadores y empresas en el Instituto Nacional del 
Empleo y Formación Profesional (INEFOP).

iv.	 los representantes de los trabajadores y de los usuarios de las institucio-
nes prestadoras que integran el Sistema Nacional Integrado de Salud, 
de acuerdo a la Ley Nº 18.211 de 2007. Fueron designados por el Poder 
Ejecutivo y no se convocó a elecciones como establece la ley.

v.	 el Consejo de Responsabilidad Social Empresarial, creado por un decre-
to, en el que participan las empresas públicas y privadas, las cooperativas 
y las de economía social, y los trabajadores.

vi.	 el Diálogo Social por el empleo para abordar diversos aspectos de la pro-
blemática.

La combinación de confrontación y cooperación

Durante el período, la inseguridad fue un motivo de medidas de lucha 
externo al SRRLL. Los sindicatos del transporte de pasajeros y de taxis paran 
24 horas cuando un trabajador es agredido para robarle. En la enseñanza se-
cundaria se realizaron paros de protesta contra la inseguridad en las institu-
ciones y los alrededores. Es posible diferenciar tres tipos de conflictos en el 
S.RR.LL:

En las relaciones del gobierno con los empresarios

El conflicto continuó centrado en las discrepancias de las organizaciones 
empresariales con algunos artículos de la Ley 18.566 de Sistema de Negocia-
ción Colectiva para el Sector Privado, que llevó a dos gremiales empresaria-
les, la Cámara de Industrias del Uruguay y la Cámara Nacional de Comercio 
y Servicios del Uruguay, a presentar una queja contra el gobierno de Uruguay 
ante el Comité de Libertad Sindical de la OIT el 10 de febrero de 2009 y un 
complemento el 16 de octubre del mismo año. El Gobierno envió su réplica el 
29 de diciembre de 2010 y el 11 de enero de 2011.

El Comité ratificó la necesidad de intercambio de información, a lo que 
tradicionalmente se oponen los empresarios, con la condición de que todas 
las partes “deben ser responsables ante eventuales violaciones del derecho de 
reserva”. Pidió al gobierno que en consulta con las organizaciones de trabaja-
dores y de empleadores considere algunas modificaciones de la Ley entre las 
que se destacan: i) “podría tenerse en cuenta un número igual de miembros 
por cada uno de los tres sectores y la presencia de un presidente indepen-
diente” para resolver en casos de empate; cabe señalar que la primera parte 
de la propuesta es irrelevante ya que el número de integrantes establecido en 
la ley asegura que las resoluciones requieren la aprobación de dos de los tres 
actores y la segunda se apoya en un error aritmético ya que en la integración 
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vigente o en la modificación propuesta, no puede haber empate; ii) aceptó que 
el parlamento fije las condiciones mínimas de trabajo, pero se promueve “que 
el nivel de negociación colectiva sea establecido por las partes y no sea objeto 
de votación en una entidad tripartita”; iii) tiene en cuenta que los empresarios 
no están de acuerdo con la vigencia de los convenios hasta que uno nuevo lo 
sustituya (ultraactividad) y, sin pronunciarse sobre el tema, recomienda que 
se busque una solución aceptable para éstos.

Se señala además que “El Comité estima que el ejercicio del derecho de 
huelga y la ocupación del lugar del trabajo deben respetar la libertad de tra-
bajo de los no huelguistas, así como el derecho de la dirección de la empresa 
de penetrar en las instalaciones de la misma”. La primera parte implica la vio-
lación de una de las bases de la democracia, por la cual las mayorías deciden 
y las minorías acatan, dado que una minoría podría seguir trabajando sin 
respetar la huelga resuelta por la mayoría.

En febrero de 2011, el gobierno convocó a la primera reunión para dis-
cutir las propuestas de modificación a la Ley marco de las negociaciones co-
lectivas del sector privado propuestas por el Comité de Libertad Sindical de la 
OIT. En octubre del mismo año, la OIT envió una misión a Montevideo que 
mantuvo entrevistas con las partes, sin lograr resultados. 

En las relaciones del gobierno con el movimiento sindical

Se estimó que el número de jornadas no trabajadas por adopción de me-
didas de lucha durante los primeros nueve meses 2011 fue levemente superior 
a la de igual período del año anterior pero inferior al promedio de 2005 – 
2009, según el Instituto de Relaciones Laborales - Universidad Católica del 
Uruguay (IRL - UCU 2011). Durante 2011 se registraron tres paros generales 
y se programa un tercero con plataforma que incluye los aumentos de sala-
rios, la defensa de las empresas públicas, el rechazo de los acuerdos público 
– privados y la solidaridad con los gremios en lucha. El 19 de mayo de 2011, 
el paro general parcial tuvo como objetivo asistir al parlamento en el momen-
to en que se resolvía sobre un proyecto para eliminar la Ley de Caducidad; 
el proyecto no fue aprobado, por el voto en contra de toda la oposición y el 
retiro de sala de un legislador del FA.

Se destacan dos líneas de conflicto: los aumentos de salarios y el presu-
puesto quinquenal. Para el sector privado se propone cambiar el indicador del 
pronóstico de inflación que ha estado siempre por debajo de la inflación ob-
servada, eliminar el cociente por el aumento del empleo, aumentar la ponde-
ración del componente macroeconómico y un mayor aumento para el SMN.

El 30 de junio de 2010, la Mesa Representativa Nacional Ampliada del 
PIT-CNT resolvió, entre otros puntos, “Destacar que analiza con profunda 
preocupación las pautas emanadas del Poder Ejecutivo para la nueva instan-
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cia de Consejos de Salarios del sector privado así como la no instalación de 
los ámbitos correspondientes de la negociación colectiva de públicos y los 
elementos aparecidos públicamente sobre el nuevo Presupuesto Quinquenal”.

En este contexto, se agregaron reivindicaciones específicas de diversos 
gremios. En la educación los sindicatos consideraron necesario la asignación 
del 6% del PBI; las autoridades, como el Consejo Directivo Central (CODI-
CEN) de la Administración Nacional de la Enseñanza Pública (ANEP) solici-
taron un presupuesto equivalente al 6.5% del PBI al que se agrega la solicitud 
de la Universidad de la República por otro 1%. La Confederación de Organi-
zaciones de Funcionarios del Estado (COFE) reivindicó un salario de $14.427 
mensuales por 30 horas semanales, así como la instalación del Consejo del 
Sector Público para discutir condiciones de trabajo.

El Poder Ejecutivo propuso y el Parlamento aprobó un conjunto de reso-
luciones a las que COFE se oponía, entre las que se destacan: la eliminación 
de una cláusula de ajuste automático de salarios si la inflación superaba el 
10%, la autorización al Poder Ejecutivo de aprobar reestructuras organizati-
vas y de puestos de trabajo sin negociación previa y la inclusión de contratos 
que se regirán por el derecho privado (Porley 2010).

De acuerdo a la Constitución el Poder Ejecutivo tiene la exclusividad 
en las iniciativas de gasto público y la fecha límite para presentar el nuevo 
presupuesto quinquenal a la consideración del Parlamento es el último día de 
agosto. En este mes se intensificaron las medidas de lucha con el paro general 
parcial del PIT-CNT, un paro general de COFE y varios paros de docentes y 
funcionarios de las tres ramas de la enseñanza.

Durante los primeros quince meses del primer gobierno del Frente Am-
plio, el movimiento sindical no realizó ningún paro general, mientras que 
en igual período del segundo se realizaron cinco parciales y uno de 24 horas 
en octubre. Se acompañaron con movilizaciones callejeras por la plataforma 
reivindicativa que tiene diferencias con los lineamientos del gobierno para los 
aumentos de salarios, tanto en los porcentajes de aumento del SMN como en 
la consideración de la productividad para los aumentos de los demás salarios 
reales. 

El paro general de 24 horas del 7 de octubre de 2010 generó un intenso 
debate en el movimiento sindical. Fue promovido por dos gremios en con-
flicto, COFE que agrupa a los funcionarios de la administración central y la 
Asociación de Empleados y Obreros Municipales (ADEOM). Se aprobó en 
la Mesa Representativa Nacional Ampliada por el voto de veinticuatro orga-
nizaciones sindicales, con ocho votos negativos y ocho abstenciones. El voto 
afirmativo fue de catorce sindicatos públicos, seis privados y cuatro plenarios 
departamentales que representan a los trabajadores del interior que no inte-
gran sindicatos nacionales (Semanario Crónicas, 17/09/10:8).
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La corriente “Articulación” hizo públicas sus discrepancias con la me-
dida, así como con el procedimiento de resolución en una declaración y una 
conferencia de prensa. Este procedimiento de marcar diferencias con las reso-
luciones del PIT – CNT es habitual en las organizaciones con una orientación 
distinta a la de las corrientes afines con el FA y fue utilizado por primera vez 
por esta corriente. Generó duras críticas de dirigentes de ADEOM y COFE, y 
tuvo el respaldo del Secretariado del PIT – CNT, que emitió una declaración 
reconociendo el derecho de los militantes sindicales a expresar su opinión.

Tres conflictos pueden considerarse graves por el impacto de las medi-
das: el de ADEOM, que suspendió la recolección de residuos durante varios 
días; el de la Asociación de Empleados Bancarios del Uruguay (AEBU) Banca 
Oficial, que suspendió la participación del Banco de la República Oriental del 
Uruguay (BROU) en el “clearing” (el canje de cheques entre bancos que se 
realiza diariamente); el de la Sociedad Anestésico Quirúrgica, que suspendió 
las operaciones excepto las que consideró urgentes. Este último se puede de-
jar de lado por ser de una organización de médicos de carácter corporativo 
que no forma parte del movimiento sindical.

En el conflicto de ADEOM el gobierno aprobó un decreto prohibiendo 
la ocupación de oficinas públicas y, a pedido de la Intendenta de Montevi-
deo Ana Olivera, declaró servicio esencial la recolección de residuos por el 
riego sanitario que implicaba la acumulación de basura y la actividad de los 
guardavidas en las playas, movilizó al ejército y contrató empresas privadas 
para la recolección de los residuos (Diario El País de Montevideo, 10/12/10). 
ADEOM no acató la exigencia de reintegrarse al trabajo y solicitaron al PIT 
– CNT un paro de apoyo, que no fue aprobado. Finalmente, ADEOM levantó 
las medidas de lucha.

En el BROU, el gremio reclamó el reconocimiento de la antigüedad a 
400 trabajadores que se habían incorporado de un banco privado quebrado, 
la revisión de traslados considerados compulsivos y el pago de una compen-
sación a los trabajadores que cumplían tareas de mayor calificación que su 
cargo. Luego de un período de agravamiento del conflicto, la mediación del 
Ministerio de Trabajo logró la superación y se dejó de lado el descuento de las 
remuneraciones por los días de paro aprobado por el directorio del BROU, se 
analizará la relación de concursos para regularizar situaciones y se encarga-
rán a la Inspección General de Trabajo del MTSS el estudio de los traslados 
(Abelenda 2010 b).

En junio de 2011, COFE presentó una denuncia ante la Conferencia 
Anual de la OIT, considerando que el gobierno no cumple con la Ley Marco 
de Negociaciones Colectivas en el Sector Público, al resolver sobre condicio-
nes de trabajo sin negociación previa.
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Los conflictos de ADEOM, COFE y AEBU – Banca Oficial tuvieron al-
gunos elementos comunes:
i.	 el patrón es el Estado y son trabajadores de servicios.
ii.	 los conflictos comenzaron por una decisión del gobierno que generó res-

puestas. En la Intendencia Municipal de Montevideo, el incumplimiento 
de un convenio salarial; en la administración central por la incorpo-
ración en el proyecto de presupuesto presentado al Parlamento por el 
Poder Ejecutivo, de cláusulas sobre condiciones de trabajo que debían 
haber sido negociadas en el Consejo del Sector Público; en la banca por 
diversos aspectos de las condiciones de trabajo.

iii.	 en dos de los tres, gran parte de los trabajadores ingresó por las políticas 
de clientela de los gobiernos de los partidos tradicionales y gran parte de 
los dirigentes sindicales son adherentes de organizaciones que se consi-
deran a la izquierda o en la izquierda del FA como auténticos represen-
tantes de los intereses de clase.

iv.	 los logros de las luchas fueron irrelevantes. COFE solo obtuvo “una leve 
modificación del nuevo sistema de ajustes por inflación establecido en la 
ley de presupuesto” (Porley 2010), por la incorporación de un aumento 
anual si la inflación es mayor que la proyectada. AEBU Banca Oficial 
sólo logró que no se descontaran los días de paro de los funcionarios del 
“clearing” y comisiones para el estudio de los problemas planteados.

En las relaciones de los sindicatos con los empresarios

En un balance realizado en noviembre de 2010, el PIT-CNT consideró 
que “la estrategia empresarial ha hecho algo de mella intentando empantanar 
la búsqueda de acuerdos en la negociación colectiva”, lo que llevaría a resolver 
por mayoría (PIT-CNT - ICD 2010a).

Los conflictos tuvieron como motivo las negociaciones salariales, en al-
gunos casos en los que la representación del Poder Ejecutivo en los Consejos 
no presionó para la aceptación de sus lineamientos. Tuvieron una importan-
cia menor y se destacan los del trasporte de carga y de la metalurgia, aún no 
resuelto en el momento de cerrar este trabajo.

Los principales impactos

Económicos

Los salarios reales continuaron aumentando y el promedio durante el 
primer semestre de 2011 fue un 2,6% superior al mismo período del año an-
terior, similar para los salarios privados y los públicos (Cuadro 2). Si se tienen 
en cuenta los meses de julio y agosto, que incluyen aumentos vigentes desde 
el 1º de julio para el sector privado, el aumento promedio es de 4,4% con un 
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6,8% en el sector privado y nulo en el público. Teniendo en cuenta que en lo 
que resta del año sólo aumentan los salarios del transporte de pasajeros en 
setiembre y del subgrupo de metalurgia que no ha finalizado las negociacio-
nes, se puede pronosticar que el aumento del salario real promedio en el año 
será de 3,6%, como resultado de un aumento mayor en el sector privado y sin 
aumentos en el público.

Cuadro 2. Variación de salarios reales por divisiones 
Salarios y Compensaciones. 1996 - Julio 2011. Base Julio de 2008

2009/ 
1997-
1999

2009/ 
2004

Ene-Jun 
2010 / 
2004

Ene-Jun 
2011 / 

Ene-Jun 
2010

Jul-Ago 
2011 / Ene-

Jun 2010

ÍNDICE MEDIO DE SALARIOS REAL 99,2 127,0 131,9 102,6 104,4
SECTOR PRIVADO 96,7 127,7 132,3 102,8 106,8

D - Industrias Manufactureras 97,9 128,2 132,5 101,1 104,9
F - Construcción 107,9 129,8 136,3 104,7 102,1
6. Comercio, Restoranes y Hoteles *
G - Com. por Mayor y Menor; Rep. Vehíc. 131,8 137,7 103,4 111,4
50 - Com. y rep. de Autom. Comercio Comb. 142,1 147,0 107,7 118,1
51 - Al por Mayor y a Comisión 89,7 128,0 139,2 97,0 102,0
52 - Al por Menor. Reparaciones. 93,0 132,6 139,5 104,2 114,4
H - Hoteles y Restoranes 82,4 125,4 131,1 105,8 109,8
I - Transporte, Almac- y Com. 100,6 125,2 130,0 101,4 103,5
8. Ser. Fin. y a Empresas, Seguros, Inmob. *
J - Intermediación Financiera 117,2 116,9 101,0 104,1
K - Act. Inmob, Empr. y de Alq. 139,9 148,4 110,3 113,9
9. Serv. Comunales, Sociales y Personales *
M - Enseñanza 117,6 120,2 102,6 104,1
N - Servicios Sociales y de Salud 127,0 131,7 102,0 107,2

SECTOR PÚBLICO 104.3 125.9 127.7 102.4 100.5
Gobierno Central 111,8 133,0 139,1 103,6 101,2
Empresas Públicas 92,1 114,6 120,8 101,5 99,2
Gobiernos Departamentales 102,4 122,7 124,4 99,9 100,5

Fuente: INE. Clasificación Internacional Industrial Uniforme. CIIU3 * CIIU 2.

En la actividad privada, el mayor aumento corresponde a los salarios 
del comercio al por menor, que podría alcanzar a un 12% promedio del año 
y un 7% en hoteles y restaurantes. Los menores aumentos se observan en la 
construcción y el transporte, que se podría ubicar en un promedio del 2% 
en el año 2011. En el sector público, el nivel máximo se alcanzó en el primer 
semestre de 2010, en el Gobierno Central principalmente, pero en los catorce 
meses siguientes se observa un nivel casi constante (Cuadro 2).
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De acuerdo a las proyecciones que acompañan el proyecto de Presupues-
to presentado al Parlamento, la masa salarial, es decir el ingreso del total de 
los trabajadores asalariados, se puede calcular por el producto del salario real 
por el número de personas ocupadas. El aumento para los próximos cinco 
años sería de 23%, de modo que el porcentaje que representa en el PBI se 
mantiene sin cambios y menor a lo que era en el período 1997 – 2001.

Los aumentos del Salario Mínimo Nacional proyectados no contribuirán 
al objetivo de reducir la pobreza. En diciembre de 2010 para no ser pobre 
se precisa un ingreso de $ 7.124 por persona por mes en Montevideo y de $ 
4.819 en las ciudades del Interior del país. (Ver www.ine.gub). De acuerdo a 
las proyecciones de inflación del Ministerio de Economía y Finanzas (MEF) 
y las privadas, se puede estimar que aumentará no menos de 7% en 2011, 
5% en 2012 y 4% en 2013. Es probable por lo tanto, que los trabajadores que 
ganan el salario mínimo nacional y viven en Montevideo, continuarán siendo 
pobres hasta 2013.

El cumplimiento de los laudos resueltos es muy alto y en 2006 se esti-
maba en torno al 86% (Brum y Perazzo 2011). La relevancia del porcentaje se 
subraya si se tiene en cuenta que la DGI estima que el grado de cumplimiento 
de las obligaciones tributarias es del 75% y que, según la Encuesta Continua 
de Hogares (ECH) del Instituto Nacional de Estadística (INE), el grado de 
cumplimiento de las obligaciones con la seguridad social es del 70%.

Sociales

En la evaluación de la movilización por el presupuesto, el movimiento 
sindical consideró un logro el aumento del gasto social y una limitación que 
se incluyeran aspectos que “deberían haber sido discutidos en la convocatoria 
de los Consejos de Salarios del sector público” (PIT-CNT - ICD 2010a).

El conflicto en el Municipio impactó en un cambio en la dirección del 
sindicato, por dos vías, empujando a unirse en una sola lista a diversas agru-
paciones de adherentes del FA y porque esta lista logró en las elecciones de 
mayo de 2011, nueve de los quince cargos.

El conflicto se inició en 2002, cuando el intendente resolvió no cumplir 
el convenio colectivo que establecía aumentos de salarios por el Índice de 
Precios al Consumo (IPC) y porcentajes de recuperación. Esta decisión fue el 
resultado de que la economía estaba en una profunda recesión; los habitantes 
de Montevideo, entre otros ajustes de sus presupuestos familiares, no pagaban 
los impuestos municipales y la Intendencia no tenía recursos. 

Los trabajadores encontraron en los dirigentes que no adherían al FA a 
los mejores defensores de sus derechos y las medidas de lucha se combinaron 
con reclamos ante la justicia, que le dio la razón a los trabajadores resolviendo 
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que la Intendencia debía pagar lo establecido en el convenio. Lograr que se 
cumpliera la resolución judicial generó nuevos enfrentamientos y el reiterado 
apoyo de los funcionarios municipales a las medidas de lucha.

En el año 2009 la deuda se había pagado y la mayoría de la dirección 
sindical continuó con el mismo estilo, con decisiones como un paro que dejó 
a Montevideo sin recolección de residuos durante varios días en la semana 
previa a la elección municipal. En el año 2011 la mayoría de los afiliados al 
sindicato expresaron en la elección que consideraban necesario otro estilo.

El conflicto de los bancos del Estado también fue sucedido por cambios 
en la dirección del sindicato en las elecciones de 2011, aunque de menor mag-
nitud. La lista 98, mayoritaria desde 1985 y que discrepó con las medidas de 
lucha adoptadas, ganó un cargo más en el Consejo de la banca privada pasan-
do de ocho a nueve en un total de once y mantuvo la misma representación 
en la banca pública, con cuatro en once. Como consecuencia de discrepancias 
sobre las medidas de lucha se fracturó la lista 17, quedando principalmente 
militantes del Partido comunista del Uruguay (PCU), mientras que los mili-
tantes del Movimiento de Participación Popular (MPP) formaron una nueva 
lista. La lista 17 conservó dos cargos de cuatro y la 810 (no frentista) conservó 
el cargo que tenía.

Políticos

Los Consejos de Salarios tuvieron como resultado “205 acuerdos bipar-
titos y 173 acuerdos tripartitos; en veintiocho mesas de negociación medió 
votación y en cuatro casos, al no haber acuerdo ni ser posible resolver por vo-
tación, el Poder Ejecutivo decretó aumentos salariales” (PIT-CNT 2011:23).

En una síntesis del carácter de sus relaciones con el gobierno, el movi-
miento sindical consideró que “En el tiempo que lleva el actual gobierno en 
su ejercicio, constatamos avances y también contradicciones con las propues-
tas de país que impulsa nuestro PIT-CNT…” (PIT-CNT - ICD 2010c). Como 
principales diferencias se señalaron la política de redistribución de la riqueza 
y la anulación de la ley de caducidad de la pretensión punitiva del Estado. 
Concluyendo que “En definitiva lo que está en disputa es la continuidad y la 
profundización del actual proceso de cambios frente al bloque de poder que 
integran las clases dominantes.”

Los empresarios, como se ha visto, objetan la política laboral, en par-
ticular sobre las ocupaciones de los lugares de trabajo, pero no objetan los 
lineamientos de aumentos de salarios y mantienen un permanente aumento 
de la inversión y el nivel de actividad.
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Conclusiones finales

La continuidad del crecimiento de la actividad económica y el empleo, 
la correlación de fuerzas políticas y el funcionamiento del SRRLL durante los 
cinco años previos, llevaron a que en los últimos veinte meses se consolidara 
su carácter regulado y participativo, compatible con el aumento de los sala-
rios reales, el empleo, el PBI, la inversión privada y los altos niveles de renta-
bilidad del capital. El Poder Ejecutivo mantuvo la condición de referente en 
conflictos con el movimiento sindical por la redistribución del ingreso y con 
el sector empresarial por las normas aprobadas durante el período anterior 
que limitan el poder de los empresarios. Las negociaciones sobre los posibles 
cambios a la ley marco de las negociaciones colectivas en el sector privado se 
estancaron, pero no impidió que el SRRLL funcionara fluidamente.

El equipo económico, con la aceptación de todo el Poder Ejecutivo, con-
tinuó subordinando la política salarial a los objetivos de estabilización de 
precios y fiscales. El criterio de ajuste por la inflación proyectada de acuerdo 
al centro de la banda establecida por el BCU, un 5% anual, impidió que los 
aumentos fueran mayores, ya que durante todo el período la inflación fue 
entre 2% y 3% superior.

Tres aspectos de la política laboral del Poder Ejecutivo no contribuyen a 
mejorar la distribución del ingreso y reducir la pobreza:
•	 con la aprobación de la ley marco de las negociaciones colectivas para 

el sector debería haber retomado su papel de mediador entre el capital y 
el trabajo en los Consejos sin definir “lineamientos” que incorporan un 
tercer punto de vista a la negociación.

•	 los lineamientos mejoraron las pautas del período anterior al incorporar 
indicadores de capacidad de pago de las empresas como criterio que se 
agrega a la inflación para los aumentos de salarios. Pero lo relativizan por 
el aumento de la ocupación, con lo cual los aumentos de salarios reales 
sólo se pagan si hay aumento de la productividad del trabajo y, como 
consecuencia, no tienen ningún efecto redistributivo ya que el excedente 
aumenta en el mismo porcentaje. Para mejorar la distribución del ingre-
so debería ser acompañado por un porcentaje de aumento adicional al 
IPC en cada Consejo. Se estima que estos criterios tuvieron un uso muy 
limitado.

•	 el objetivo de mantener constante el salario real del sector público.
El equipo económico cometió cuatro errores que complican el funciona-

miento del SRRLL:
i.	 el argumento sobre el impacto de los salarios en la competitividad con-

tradice su argumentación cuando se debate sobre el tipo de cambio real. 
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En este caso, se argumenta que la competitividad es un problema sisté-
mico en el cual el tipo de cambio tiene una importancia menor.

ii.	 mercados de bienes y servicios (con excepción de las tarifas del transpor-
te colectivo y la cuota mutual) y los mercados de capitales absolutamente 
libres, con intervención en el mercado de trabajo, es una inconsistencia 
teórica.

iii.	 las proyecciones de PBI y de inflación que propuso el MEF como contex-
to para discutir los aumentos de salarios y del gasto público para 2010 y 
2011 fueron equivocadas, como fue habitual durante el primer gobierno 
del FA, subestimando ambos incrementos (Notaro 2009). Como conse-
cuencia, los aumentos de salarios reales son menores a los previstos y el 
gasto público pierde importancia relativa. 

iv.	 con la aprobación de la ley marco de las negociaciones colectivas para 
el sector público a fines de 2009, el gobierno se comprometió a negociar 
las condiciones de trabajo y no lo cumplió incorporando estos aspectos 
en el presupuesto. Un error como éste, el incumplimiento del convenio 
colectivo de la IMM con ADEOM, creó las condiciones para que la pér-
dida de credibilidad del FA en los trabajadores municipales. Se debería 
prestar particular atención a mejorar el diálogo con COFE y con AEBU 
– Banca Oficial.
El criterio del Poder Ejecutivo de aumentar en mayor porcentaje los sa-

larios más bajos se cumplió y contribuye a mejorar la distribución del ingreso 
y reducir la pobreza. Lo muestra el importante aumento del salario real en el 
comercio y en la hotelería; también fueron importantes los aumentos para el 
servicio doméstico y los trabajadores rurales, que el índice no registra. Te-
niendo en cuenta la debilidad de estas organizaciones sindicales, el resultado 
se puede adjudicar a la gestión del MTSS. En el caso de la construcción, el 
bajo porcentaje de aumento se relativiza teniendo en cuenta que el sindicato 
logró otras reivindicaciones que el índice no registra, como por ejemplo el 
pago del jornal cuando los trabajadores concurren y la lluvia impide trabajar.

En las organizaciones de trabajadores, se puede destacar como principa-
les cambios: 
i.	 las reivindicaciones pusieron mayor énfasis en la redistribución del in-

greso, combinando aumentos de salarios con mayor gasto público social 
y cambios en la tributación.

ii.	 tuvieron una mayor propensión a la adopción de medidas de lucha como 
paros, movilizaciones y, excepcionalmente, ocupación de los lugares de 
trabajo.

iii.	 en la Administración Central se reivindicó la negociación de los cambios 
en las condiciones de trabajo y de la reforma del Estado.
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iv.	 las movilizaciones por aumentos del gasto público en Salud y en Educa-
ción no lograron la participación de los usuarios del sistema de salud ni 
de los estudiantes y sus padres, que se podrían considerar los principales 
beneficiarios.

v.	 la correlación de fuerzas políticas en el Poder Ejecutivo es distinta a la 
de las orientaciones sindicales en la central, lo que augura conflictos. Se 
perciben cambios en la correlación de fuerzas interna en algunos sin-
dicatos, en la elección de la MRN y se reflejan en la designación de los 
coordinadores.

vii.	 el resultado de la elección de la MRN permite pronosticar medidas de 
lucha por la redistribución del ingreso y la oposición a los acuerdos pú-
blico-privados. La lista mayoritaria será presionada por la corriente en-
cabezada por COFE, que expresa a los desconformes con la orientación 
predominante y captó votos de delegados de sindicatos integrantes de las 
listas de las corrientes mayoritarias.
El reconocimiento de la dominación del capital no debería impedir al 

gobierno utilizar al máximo los márgenes disponibles para sus decisiones de 
política económica, que son la resultante de un conjunto de fuerzas económi-
cas, sociales y políticas contradictorias. Las medidas del movimiento sindical 
luchando por mejores salarios desarrollan la organización, la conciencia de 
clase y, en última instancia, la libertad de los trabajadores dando un respaldo 
para enfrentar el poder del capital.
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En el año 2005, el gobierno de izquierda convoca por primera vez en la his-
toria del Uruguay a los Consejos de Salarios Rurales, abriendo así un espacio 
de negociación colectiva que marca un hito en el sistema de relaciones labo-
rales en el campo. En este artículo se presentan y discuten los avances en 
la construcción del diálogo y el espacio de negociación colectiva, analizan-
do en particular el proceso iniciado de negociación tripartita en el Consejo 
Tripartito Rural. Se analizan las tres primeras rondas de negociación (2005-
2007), en las cuales se trataron temas fundamentales como criterios para 
la instalación de los consejos de salarios, pautas de relacionamiento entre 
las partes, derechos sindicales y limitación de la jornada laboral.
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In 2005 the left goverment in Uruguay reinstated the wage councils, includ-
ing rural workers for the first time in the country’s history. This space of 
collective bargaining  significantly changed labour relations in rural sector. 
This article presents and discusses the construction of dialogue and col-
lective bargaining in rural sector, analyzing the first three rounds of nego-
tiation in the Rural Tripartite Council (2005-2007), where key issues were 
discussed as criteria for the installation of the wage councils, relationships 
between rural employers’ and workers’ organizations, full exercise of union 
and collective bargaining rights, and limitation of working hours.
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Negociación colectiva en el medio rural uruguayo: 
los primeros pasos…

Paola Mascheroni Laport1

En el año 2005, el gobierno de izquierda convoca por primera vez en la his-
toria del Uruguay a los Consejos de Salarios Rurales, abriendo así un espacio 
de negociación colectiva que marca un hito en el sistema de relaciones labo-
rales en el campo. En este artículo se presentan y discuten los avances en 
la construcción del diálogo y el espacio de negociación colectiva, analizan-
do en particular el proceso iniciado de negociación tripartita en el Consejo 
Tripartito Rural. Se analizan las tres primeras rondas de negociación (2005-
2007) en las cuales se trataron temas fundamentales como criterios para la 
instalación de los consejos de salarios, pautas de relacionamiento entre las 
partes, derechos sindicales y limitación de la jornada laboral2. 

Los Consejos de Salarios en el medio rural

Los asalariados rurales del país fueron históricamente relegados de los 
ámbitos de negociación colectiva instaurados con los Consejos de Salarios 
que funcionaron en los períodos 1943-1967 y 1985-1991. Esta situación se 
remonta a su creación: para la rápida aprobación de la Ley del año 1943, que 
creaba los Consejos de Salarios, no fueron incorporados otros proyectos 

1	 Profesora Asistente del Departamento de Sociología (FCS – UdelaR). Candidata a doctora por 
la Universidad de Granada, España. paola@fcs.edu.uy

2	 Este artículo presenta parte de los resultados de la tesis de Maestría en Sociología “Democracia 
y Ciudadanía en el medio rural uruguayo. Una mirada sobre los avances en la ciudadanía de los 
trabajadores rurales”. DS-FCS-UdelaR, 2008. La pregunta que orientó la investigación fue cómo 
mediante los avances en los derechos laborales y la negociación colectiva se producen avances 
en la ciudadanía de los asalariados rurales. En función de esta interrogante, el objetivo general 
del trabajo fue analizar los avances en la ciudadanía formal de los asalariados rurales a partir de 
la instauración de los Consejos de Salarios Rurales. Se hizo un ‘análisis de procesos’, mediante 
el cual se buscó realizar la reconstrucción del proceso de negociación colectiva en el marco de 
este espacio creado. Para la recolección de datos se realizó un análisis de documentos (actas de 
los Consejos, decretos del Poder Ejecutivo, declaraciones de prensa, documentos elaborados 
por las partes, entre otros), entrevistas a representantes de los trabajadores y del Poder Ejecutivo 
y observación en el Consejo Tripartito Rural. La perspectiva teórica utilizada considera que 
la ciudadanía es el resultado histórico de procesos sociales y políticos que implican luchas 
y conflictos por lo que remite a un espacio de confrontación y de negociación donde se 
renegocia continuamente mediante una acción cotidiana permanente. Para la realización 
de la investigación se contó con el financiamiento de la Comisión Sectorial de Investigación 
Científica (CSIC) - Proyecto de Iniciación a la Investigación. 
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como la fijación de un salario mínimo nacional y la regulación de los salarios 
de la actividad rural y del servicio doméstico. Se consideraba que la inclusión 
del sector rural ‘lesionaba los intereses de los ganaderos’ (Frega et al, 1985).

Las fuertes presiones de las grandes gremiales del agro –Asociación Ru-
ral del Uruguay (ARU) y Federación Rural (FR) principalmente- frenaron 
sistemáticamente todo intento de llevar la negociación colectiva al campo 
(Riella y Andrioli 2004; Riella 2006; González Sierra, 1994). El argumento 
principal era no romper mediante la legislación con el equilibro y la armonía 
imperantes entre los habitantes del medio rural (Frega et al, 1985; Riella y 
Andrioli, 2004).

Es así que unos pocos años después de la ley de los Consejos de Salarios, 
durante el tratamiento legislativo del Estatuto del Trabajador Rural (aproba-
do en 1946), la Federación Rural envió una nota al Parlamento oponiéndose 
a la iniciativa de aplicación de los Consejos de Salarios para los asalariados 
rurales entre otras razones porque: “los capitales actualmente invertidos en la 
industria ganadera emigrarán en masa hacia inversiones más seguras y egoístas 
antes de ser expuestos a la anarquía y a la violenta lucha de clases que esta inno-
vación exótica y completamente injustificada, habrá de provocar en el escenario 
rural” (Justicia, 5 de enero de 1945. Tomado de González Sierra, 1994: 56).

Con el retorno a la institucionalidad democrática, se convocaron nueva-
mente los Consejos de Salarios para el sector privado (no incluyendo el sector 
rural ni el servicio doméstico). Un tímido intento de llevar la negociación 
tripartita al medio rural para discutir las condiciones de trabajo en el campo 
fue nuevamente desarticulado rápidamente por las gremiales ganaderas. Las 
mismas protagonizaron un conflicto abierto con el primer gobierno demo-
crático (1985-1990) ante las declaraciones públicas del Ministro de Trabajo y 
Seguridad Social, Lic. Fernández Faingold, sobre la falta de cumplimiento de 
las leyes laborales y las malas condiciones de trabajo en la ganadería (entre-
vista realizada por el Diario El País “El trabajador rural y las reglas de juego 
del empresariado”, 01/06/1985).

En esa oportunidad, el Ministro de Trabajo señaló que los trabajado-
res rurales –en paralelismo con los desempleados, los que padecen hambre, 
los niños y los jubilados- sufren condiciones objetivas que podrán derivar en 
gran número de conflictos, y que si eso no es así se debe a que “no ejercen su 
derecho a huelga por la relación de dependencia que tienen con sus patrones”. 
Admitió que están sometidos a condiciones de trabajo mucho peores que las 
urbanas, que tienen una inferioridad en el tratamiento jurídico de sus de-
rechos, los cuales generalmente ignoran y en caso de conocerlos “no tienen 
cómo hacerlos respetar” ya que “no tienen ninguna institución que los ampare 
efectivamente”. Estas declaraciones generaron una confrontación muy fuerte 
con las gremiales ganaderas las cuales, en un comunicado de la FR, acusaron 
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al Ministro de querer llevar el “marxismo al campo y de tener posturas forá-
neas y antipatrióticas”, de no entender la naturaleza de las relaciones laborales 
en el medio rural donde, lejos de existir enfrentamientos entre trabajadores 
y patrones, los mismos “trabajan como colaboradores en las tareas del campo” 
(FR, 1986. Tomado de Riella, 2006: 172).

El gobierno convoca (en acuerdo con los trabajadores) a una reunión 
tripartita (noviembre de 1985) para discutir el nuevo Estatuto del Trabajador 
Rural donde uno de los temas subyacentes era la conformación de un espa-
cio de negociación colectiva en el medio rural. Las gremiales desconocen la 
convocatoria, no asisten a la reunión y no realizan menciones a ella en sus 
discursos, publicaciones o documentos oficiales. La reunión se realiza entre 
trabajadores y gobierno, con muy poca repercusión y con cuestionamientos 
de su legitimidad ante la ausencia de representación de las gremiales ganade-
ras. Este gobierno y los siguientes, no vuelven a mencionar estos temas ni a 
tomar otra iniciativa al respecto.

En el año 2005 asume la presidencia de la República un gobierno de iz-
quierda, terminando con 150 años de monopolio de los partidos tradiciona-
les. Una de las primeras medidas implementadas por el nuevo gobierno es 
la reinstalación de la negociación colectiva y del diálogo social entre traba-
jadores, empresarios y Estado, convocando luego de más de dos décadas, a 
los Consejos de Salarios. La particularidad de esta nueva convocatoria es que 
incluye al sector público, el sector rural y el servicio doméstico, atendiendo 
una de las viejas reivindicaciones del sindicalismo uruguayo y de los partidos 
de izquierda del país.

El espacio institucional para la negociación

Para empezar la negociación, lo primero que se debió debatir entre las 
partes fueron los aspectos institucionales, lo que generó una larga discusión 
debido a las implicancias que la forma institucional a crear tendría en el pro-
ceso y resultado de las negociaciones.

Si consideramos a los Consejos de Salarios como una institución, en-
tendidas éstas en sentido amplio como “las reglas de juego que una sociedad 
o, más formalmente, son las limitaciones ideadas por el hombre que dan forma 
a la interacción humana” (North, 1993:13; citado por Rivas Leone, 2003:39), 
podemos ver cómo ellos expresan las relaciones de poder existentes en el 
campo agrario. Las instituciones no son neutras sino que son productos cons-
cientes y reflejan las preferencias de los actores que se han impuesto en la in-
teracción, y por tanto articulan y desarticulan, estructuran y desestructuran, 
promueven y restringen conductas, reglas, códigos, tradiciones, roles (Rivas 
Leone, 2003:40).
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Desde esta perspectiva, los Consejos de Salarios Rurales estarían estruc-
turando la acción de asalariados y patrones, a la vez que expresando las rela-
ciones de poder en el plano económico y social entre ambos, al momento de 
instauración de los mismos. Es así que la institucionalización de los Consejos 
genera un espacio con reglas de juego propias en el cual se miden las fuerzas 
de asalariados y empleadores; y también del Estado, en tanto es una fuerza 
más en el proceso de negociación. Esto se irá cristalizando en los distintos 
resultados a los que se arribe en la negociación del conflicto.

En la conformación inicial de los Consejos de Salarios se plantearon 
ciertas condiciones que resultaron desfavorables para los asalariados rurales 
y que permitieron a los empleadores consolidar una estructura más cercana 
a sus intereses. Ello se observa en tres particularidades de la negociación en 
el sector rural (además de como se verá más adelante en cuanto al número de 
grupos y su conformación): su exclusión de la mesa general de diálogo ubica-
da en el Consejo Superior Tripartito del sector privado (pese a pedido de los 
asalariados rurales); la participación de delegados del Ministerio de Ganade-
ría Agricultura y Pesca en calidad de asesores (es el único ámbito en el cual 
participan representantes del Poder Ejecutivo de otro ministerio, además del 
Ministerio de Trabajo) indicando la consideración diferencial del sector y una 
visión ‘paternalista’ de los trabajadores; y el carácter consultivo del mismo (a 
diferencia del resto que son resolutivos), o sea, sólo puede hacer sugerencias 
y recomendaciones al Poder Ejecutivo sobre los aspectos que son tratados.

De esta forma, en el inicio del proceso de negociación, las presiones de 
las gremiales ganaderas les permiten obtener dos logros significativos. Por 
un lado, la imposición del criterio de que las características del trabajo rural 
hacen inaplicables los medios jurídicos utilizados en el medio urbano (Man-
tero, 2005:11), y por el otro, la determinación del carácter consultivo de los 
Consejos.

La negociación en el ámbito rural funcionó en dos espacios: por un 
lado un Consejo Tripartito Superior con el objetivo de tratar temas generales 
como la limitación de la jornada de trabajo, tercerizaciones, seguridad labo-
ral, libertades sindicales, temas de género; y por el otro Consejos de Salarios 
por grupo en los cuales se negocian los aumentos salariales y aspectos espe-
cíficos de las condiciones de trabajo y de las relaciones laborales por sector.

La composición del Consejo Tripartito Rural fue la siguiente: por par-
te del Poder Ejecutivo, cuatro representantes del Ministerio de Trabajo y Se-
guridad Social (MTSS) y cinco representantes del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca (MGAP), en calidad de asesores; por parte de los empre-
sarios, seis delegados provenientes de las gremiales Asociación Rural del Uru-
guay (ARU), Federación Rural (FR), Comisión Nacional de Fomento Rural 
(CNFR), Asociación de Cultivadores de Arroz (ACA), Asociación Nacional 
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de Productores de Leche (ANPL) y Cooperativas Agrarias Federadas (CAF)3 
(cada gremial tiene un delegado titular y uno suplente); y por parte de los asa-
lariados, cuatro delegados de la Unión Nacional de Asalariados, Trabajadores 
Rurales y Afines (UNATRA) y dos del PIT-CNT y, a partir de la segunda ron-
da, los asalariados fueron representados por seis delegados de la UNATRA.

A partir del acuerdo entre las partes se conformaron las mesas de nego-
ciación según los siguientes grupos de actividad: 1) Ganadería, agricultura y 
actividades conexas; 2) Viñedos, fruticultura, horticultura, floricultura, cria-
deros de aves, suinos, apicultura, y otras actividades no incluidas en el grupo 
1; y 3) Forestación (incluidos Bosques, Montes y turberas). A su vez, el grupo 
1 se subdivide en: a) Plantaciones de caña de azúcar; b) Plantaciones de arroz; 
c) Agricultura de secano; d) Tambos. El grupo 2 tiene un subgrupo sobre 
Citricultura.

En los grupos y subgrupos participan tres delegados titulares del Poder 
Ejecutivo, dos de los trabajadores y dos de los empleadores. En las delega-
ciones sectoriales, además de las organizaciones participantes en el Consejo 
Tripartito Rural, participaron otras organizaciones que tenían especial vincu-
lación con los grupos y subgrupos. En la delegación patronal, solicitaron su 
incorporación la Asociación de Cultivadores de Arroz (ACA), la Asociación 
Nacional de Productores de Leche (ANPL) y las Cooperativas Agrarias Fe-
deradas (CAF). Entre las organizaciones empresariales se llegó a un acuerdo 
y cada una de ellas pasó a tener un delegado titular y un delegado alterno. 
La representación del Poder Ejecutivo está compuesta por dos delegados del 
MTSS y uno del MGAP. Por la delegación de los trabajadores participa la 
UNATRA en los grupos 1 y 2 y el SOIMA en el grupo 3. Por parte de los 
empleadores participa la ARU, la FR, la CAF, la ACA y la ANPL en el grupo 1 
y sus subgrupos; la CNFR y CAF en el grupo 2 y la Sociedad de Productores 
Forestales en el grupo 3.

Marchas y contramarchas de la negociación

En este trabajo se estudian las tres primeras rondas (convocatorias) del 
Consejo Tripartito Rural: la primera en los meses de marzo a diciembre de 
2005, la segunda iniciada en junio a agosto de 2006 y la tercera en agosto a 
setiembre de 2007. Si bien como se mencionó la negociación funcionó en 
dos ámbitos, el Consejo Tripartio Rural y los grupos de negociación4, en este 
artículo sólo se desarrolla lo acaecido en el primer espacio.

3	 En un principio la delegación empresarial estuvo integrada por dos delegados de la ARU, dos de 
la FR y dos de la CNFR. La ACA, la ANPL y las CAF solicitaron su participación en el Consejo 
Tripartito Rural, resolviéndose entre las gremiales que cada una tendría un delegado titular y 
un delegado alterno (Zapirain, 2005).

4	 Los grupos y subgrupos funcionaron de manera discontinua. La primera ronda fue entre 
fines de 2005 y el primer semestre del 2006 y la segunda ronda en el 2007. En otro trabajo 
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Con fines analíticos se identifican tres etapas por las que pasó la nego-
ciación en los Consejos de Salarios: a) una primera en la cual se establecen las 
reglas de juego y se miden por primera vez las fuerzas en el Consejo de Sala-
rios; b) una segunda de estancamiento de las negociaciones y c) una tercera 
de reapertura del diálogo y de la negociación.

Estableciendo las reglas de juego (2005)

La discusión de la primera ronda, en el marco del Consejo Tripartito 
Rural, estuvo pautada por tres temas principales: 1. los criterios básicos para 
la instalación de los Consejos de Salarios por grupos de actividad; 2. la dis-
cusión sobre pautas para una relación fluida y dinámica entre las partes y 3. 
los derechos de sindicalización y la limitación de la jornada de trabajo. Los 
últimos dos momentos son parte del funcionamiento del Consejo Tripartito 
Superior en carácter de consultivo, no alcanzándose acuerdos tripartitos.

1. Respecto a los lineamientos básicos para la instalación de los Conse-
jos de Salarios por grupos de actividad, se discutió la incorporación de los 
trabajadores de la forestación al consejo rural (tradicionalmente realizaron 
negociaciones en el sector industrial) y la división en los subgrupos (número 
y agrupación). Sobre la agrupación, los asalariados proponían un grupo úni-
co para nivelar situaciones entre los diferentes sectores y para tener mayor 
capacidad de representación, ya que hay sectores en los cuales no hay sindi-
catos formados. Los empleadores por su parte, deseaban la creación de once 
grupos, lo que sin duda desarticularía el poder de los asalariados. El Poder 
Ejecutivo, que en un principio estaba más cercano de la posición de la patro-
nal (proponía la creación de seis grupos y tres subgrupos), terminó mediando 
entre ambas partes y finalmente se definieron 3 grupos y 5 subgrupos, cifra 
mucho más amplia de la pensada y deseada por el sector sindical.

Otro de los temas discutidos simultáneamente fue la incorporación del 
sector forestal al ámbito rural. Los trabajadores pidieron que no se incluye-
ra en el Tripartito Rural, sosteniendo que el mismo debía incorporarse a la 
negociación colectiva en el formato industrial, es decir integrando el mismo 
Consejo de Salarios que los trabajadores de la madera. Los asalariados fores-
tales, representados por el Sindicato de Obreros de la Industria de la Madera 
y Anexos (SOIMA) reivindicaban su pertenencia al Grupo 6 “Industria de 

(Mascheroni, 2008) concluimos que se pusieron en juego dos modelos de negociación y 
por tanto de relaciones laborales: uno más tradicional (ganadería, agricultura de secano y 
agricultura intensiva) centrado en la distribución de recursos, o sea, limitado a la determinación 
de salarios, beneficios monetarios y categorías; y donde la negociación aparece como más 
conflictiva; y otro que incorpora en la negociación aspectos no referidos específicamente al 
terreno distributivo como la capacitación, las condiciones de trabajo, las relaciones entre las 
partes y las libertades sindicales, e incluso la limitación de la jornada laboral (plantaciones de 
caña de azúcar, plantaciones de arroz, forestación).
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la madera, celulosa y papel” de los Consejos de Salarios. Tradicionalmente 
habían participado en negociaciones como parte del sector de la industria 
de la madera y su incorporación en el sector rural se consideraba una ‘vuelta 
atrás’ ya que se discutirían derechos en la práctica consagrados por ellos hace 
mucho tiempo. Para el SOIMA, los trabajadores forestales no son rurales, son 
industriales por lo cual sus derechos no deben ser homologados a los de los 
asalariados rurales. Al respecto la patronal y el Poder Ejecutivo consideraban 
que los trabajadores de la fase agraria de la forestación debían ser incorpo-
rados a la negociación en el marco del Consejo Tripartito Rural. Finalmente, 
los asalariados de la fase agraria de la forestación quedaron comprendidos en 
el grupo 3 ‘Forestación (incluidos Bosques, Montes y turberas)’ del Consejo 
Tripartito Rural.

2. Para avanzar en los temas de relacionamiento entre las partes y de-
rechos de sindicalización se determinó una agenda de temas a tratar en el 
Consejo Tripartito Rural referidos a las condiciones de trabajo en el sector 
agrario, acordando que el punto con el que se iniciaría la negociación era el 
de libertades sindicales.

Se partió de un documento elaborado por el Poder Ejecutivo que conte-
nía recomendaciones generales sobre el tema (basándose en las sugerencias 
de la Organización Internacional del trabajo, OIT). El mismo fue sujeto a 
varias modificaciones en un proceso de negociación intenso donde se deba-
tieron varias propuestas.

Los puntos más difíciles de conciliar entre los asalariados y empresarios 
eran fundamentalmente dos. El primero fue en relación a la redacción del 
documento. La delegación patronal argumentó que, en la medida en que no 
puede obligar a sus ‘representados’ a respetar las disposiciones negociadas en 
el Consejo en relación a las pautas de relacionamiento, sino que sólo puede 
realizar sugerencias, la redacción debía pasarse a condicional5.

El segundo punto fue el referido a la cantidad de horas dedicadas a la 
actividad sindical y el cómputo de las mismas. Los asalariados pedían que el 
conteo de las horas fuera anual, por sindicato y que se les asignaran 400 horas 
anuales -independientes de las destinadas a la negociación en los Consejos de 
Salarios-. Se definió que el conteo sería mensual, sin especificar la cantidad 
de horas6.

5	 Por ejemplo: en vez de afirmar “Se debe facilitar la realización de asambleas en los lugares de 
trabajo previo acuerdo de partes”, el documento sugiere “Se debería facilitar la realización de 
asambleas en los lugares de trabajo previo acuerdo de partes”.

6	 El documento final dice: “A esos efectos los delegados contarán con horas mensuales que se 
adicionarán a las horas que insuman las reuniones formales de los Consejos”.
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En el proceso de discusión se fue delineando la postura que la patronal 
asumiría en los siguientes temas. Ante cada modificación propuesta la de-
legación empresarial (integrada por abogados de las gremiales y no por sus 
propios agremiados) alegaba que debía consultar a sus ‘representados’ antes de 
tomar una decisión, por lo cual se dilataba la negociación. Además, cuando 
los Consejos Directivos de las gremiales no se reunían y no podían por tanto 
tomar posición, las reuniones en el Tripartito Rural se postergaban, dejando 
de ser reuniones semanales como se había pautado en un principio.

Luego de tres meses trabajando en el documento “Pautas que permitan 
una relación fluida y dinámica entre las organizaciones de empleadores y traba-
jadores rurales; garantías que aseguren el efectivo ejercicio de sindicalización y 
negociación colectiva”, los empresarios deciden no apoyarlo. Los mismos ale-
garon que en tanto en el Parlamento se estaban legislando las libertades sindi-
cales y protección del derecho de sindicalización (Ley Nº 17.940 de Libertad 
Sindical del 22/12/05) el Poder Ejecutivo dejaba de lado la discusión en el 
ámbito tripartito. La patronal “Manifiesta que no concuerda con el contenido 
del documento, ni con su oportunidad ya que los temas tratados en el mismo 
serán regulados por un proyecto de ley que, según se le manifestó en la Cámara 
de Representantes, será aprobado a la brevedad” (Acta del Consejo Tripartito 
Superior Rural del 06/06/2005).

En este proceso, la negociación estuvo marcada por la falta de experien-
cia de negociación y diálogo entre las partes y la cultura de desconfianza mu-
tua, lo que dificultó el desarrollo de la misma. El resultado fue un documento 
que no contó con el apoyo de empleadores y que no satisfizo a los trabajado-
res, quienes en la búsqueda de un acuerdo fueron aceptando las modificacio-
nes propuestas por los representantes de las gremiales.

3. El segundo semestre del 2005 estuvo abocado a la negociación de la 
limitación de la jornada laboral, uno de los puntos más ríspidos a la hora de 
la negociación. Las posturas iniciales de asalariados y patrones se ubicaban en 
puntos extremos. Mientras los primeros deseaban equipararse en términos de 
derechos a los trabajadores del sector privado urbano, planteando una jorna-
da máxima de 8 horas diarias y 44 horas semanales (40 para las mujeres), el 
sector empresarial consideraba necesario mantener el régimen vigente ya que 
a su criterio el mismo contemplaba adecuadamente los ciclos productivos y 
la incidencia de los factores climáticos. El Poder Ejecutivo por su parte, con-
sideraba que la limitación de la jornada laboral es un derecho humano fun-
damental y, si bien en su propuesta inicial se mostró proclive a homologar los 
derechos de los trabajadores rurales con los del resto de los asalariados, du-
rante el proceso de la negociación, y teniendo como principal objetivo lograr 
un acuerdo entre las partes, su propuesta inicial se fue modificando pasando 
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a ubicarse en una postura intermedia entre lo que patrones y asalariados pe-
dían (Barrios et al, 2006).

Uno de los puntos en torno al que hubo mayor disenso fue el período 
en el cual se computaría el promedio de horas (jornada promedial). Mientras 
los asalariados pedían un cómputo mensual, la patronal demandaba un cóm-
puto semestral. En una postura intermedia, a modo de conciliación, el Poder 
Ejecutivo propuso un cómputo trimestral (a pesar de que al inicio se inclinó 
por el cómputo mensual). Otro de los elementos distorsionantes a la hora de 
lograr un acuerdo, introducido por el sector empleador, fue la consideración 
de si la forestación tenía ya limitación de la jornada laboral. Los empleadores 
partían de la base de que no estaban comprendidos en la Ley de Bosques, 
Montes y Turberas (Ley 10.471 de 1944) y pretendían incluirla en los regí-
menes especiales para que su limitación de la jornada fuera más flexible. Para 
los asalariados esto significó ‘llover sobre mojado’, retrasar la negociación y 
colocarse en una postura más distante de un acuerdo, al pretender quitar un 
derecho ya consagrado a trabajadores forestales. Consideran que la actividad 
ya tiene regulación legal y la jornada en este sector está limitada en 8 horas 
diarias y 48 semanales.

El debate en torno a limitación de la jornada laboral se desarrolló hasta 
fin de año sin resultados tangibles. El documento final del Poder Ejecutivo 
sometido a votación (30/11/05) intenta recoger todos los puntos de acuerdo 
alcanzados en el curso de las negociaciones, señalando aquellos en los que 
no fue posible el acuerdo. La delegación de los trabajadores plantea al Poder 
Ejecutivo un documento para que sea presentado en la reunión tripartita para 
su consideración y eventual aprobación como insumo para que el Parlamento 
laude las diferencias. El Ejecutivo rechaza el documento y no lo presenta en 
la tripartita. Ante esta situación, los asalariados definieron no firmar el do-
cumento final por lo que la aprobación del mismo se lograría por mayoría, 
con el acuerdo del Poder Ejecutivo y los representantes de la patronal. Esta 
postura generó el malestar de empresarios y el Poder Ejecutivo, provocando 
una alta tensión entre las partes.

Para los trabajadores, el documento propuesto, al establecer tantas ex-
cepciones no generaba una mejora significativa en las condiciones laborales 
de la mayoría de los trabajadores del sector rural. Se concluyó que el proyecto 
manejado tendía más a convalidar la realidad que a transformarla, mante-
niendo las mismas relaciones de trabajo y las condiciones de vida del traba-
jador rural. 

En la medida en que la limitación de la jornada laboral se considera-
ba uno de los puntos principales de la política laboral y a la vez que sim-
bólicamente muy importante en cuanto a las relaciones entre trabajadores y 
empleadores, el Ejecutivo decidió retirar la propuesta, para que la misma no 
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fuera aprobada con los votos de las delegaciones gubernamental y empresa-
rial únicamente. A pesar del pedido de la patronal, el Poder Ejecutivo decidió 
labrar acta de la reunión para ‘no entorpecer’ y definió esperar un poco más. 
Debido a que no fue posible llegar a un consenso dentro de los plazos estable-
cidos para ello, el Poder Ejecutivo resolvió postergar el tratamiento del tema 
para el 2006. 

Los trabajadores pretendían continuar con la negociación en el Consejo 
Tripartito Rural pero el Poder Ejecutivo fue determinante en que no había 
más plazo para negociar y, en una decisión inédita, se retiró de la mesa de ne-
gociación, suspendiendo momentáneamente la negociación por la limitación 
de la jornada en el medio rural.
 
Estancamiento de la negociación (2006)

Luego de más de seis meses, se convoca nuevamente al diálogo entre las 
partes. El 21/06/06 se realiza la primera reunión del Consejo Tripartito Rural 
de la segunda ronda de negociación. En esa reunión, los asalariados pusieron 
nuevamente sobre la mesa la discusión sobre la unificación de los Consejos 
Superiores pero tanto la patronal como el Poder Ejecutivo consideraron ne-
cesario continuar con ámbitos separados. 

En esta ronda se resolvió realizar dos comisiones para tratar dos temas 
principales: limitación de la jornada laboral y tercerizaciones. Ambas comi-
siones realizaron tan solo tres reuniones no llegando a ningún acuerdo y que-
dando la discusión interrumpida. El funcionamiento de las mismas consolidó 
el proceso de agotamiento de la relación entre las partes que se venía dando 
desde la etapa anterior, conllevando a un estancamiento de la negociación 
tripartita y al inicio de una ronda de negociaciones y presiones bipartitas en 
otros ámbitos, principalmente el Parlamento.

En la Comisión sobre limitación de la jornada laboral el objetivo era lo-
grar un acuerdo en torno a este tema, tomando como base lo discutido en la 
ronda anterior y el borrador final elaborado por el Poder Ejecutivo. La idea 
del gobierno era avanzar sobre los puntos en los que no se había logrado 
acuerdo antes, pero no abrir nuevamente la discusión sobre aquellos otros 
en los que se había negociado un consenso. Los trabajadores plantearon una 
nueva propuesta que fue interpretada por las otras partes como un endu-
recimiento de su posición. Ello generó el malestar de los empresarios y del 
Poder Ejecutivo, tensando las relaciones entre las partes. El Poder Ejecutivo 
planteó que, en caso de que no se continuara la negociación a partir de lo ya 
acordado, no convocaría nuevamente al Consejo Tripartito Superior porque 
de otra forma la negociación en vez de avanzar iba para atrás. Los trabajado-
res se mantuvieron firmes en su posición, lo cual conllevó a que este ámbito 
entrara en un stand by. Los empleadores quisieron acordar directamente con 
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el Poder Ejecutivo pero éste no aceptó saldar la discusión sobre este tema en 
un acuerdo bipartito. La postura manifestada por el Poder Ejecutivo fue que 
todos los documentos que emanaran del Consejo Tripartito Rural deberían 
contar con el consenso de las partes.

Los trabajadores consideraban que ‘ahí no se iba a lograr nada’ y por 
tanto esperaban que la discusión se diera en el Parlamento. Asistieron a las 
reuniones sólo para que el ámbito continuara funcionando, pero sin esperar 
resultados. Un indicador de este desinterés es que la delegación de los trabaja-
dores fue mermando, venía ‘el que estaba a la vuelta’, porque estaba negocian-
do por su grupo. También la delegación del Poder Ejecutivo era menor que 
la inicial. La delegación de los empleadores se mantuvo relativamente estable, 
pero como mencionamos anteriormente, quienes concurrían eran abogados 
de las instituciones y no sus dirigentes.

La Comisión sobre Tercerizaciones tampoco tuvo resultados consensua-
dos. En las reuniones realizadas se discutieron tres proyectos de ley presenta-
dos en el Parlamento por el Poder Ejecutivo, la bancada actual del Frente Am-
plio y la bancada anterior del Frente Amplio. El tratamiento de este tema era 
de interés particular para los asalariados, ya que reivindican un mecanismo 
para brindar garantías a los trabajadores ante el aumento de las modalidades 
de contratación no directa. Se estaba trabajando en la Ley de Tercerizaciones 
en el Parlamento y para los trabajadores el Tripartito Rural era un espacio 
para generar consensos de avance y trasladarlos a este otro ámbito de discu-
sión (un asesor de los asalariados estaba trabajando en la referida Ley).

El tema de las tercerizaciones era un tema conflictivo ya que los emplea-
dores expresaron, desde el comienzo de la negociación y en los otros ámbi-
tos en los cuales se discutía el proyecto de ley, una marcada oposición a esta 
normativa, principalmente porque la misma hace solidariamente responsable 
a las empresas que contraten a otra empresa para prestarle servicios de las 
obligaciones laborales de la empresa contratada, de forma ‘desmesurada’ para 
las cámaras empresariales.

Tras unas pocas reuniones la comisión dejó de funcionar ya que el tema 
de las tercerizaciones era tratado en el Parlamento y se consideraba una ‘pér-
dida de tiempo’ continuar con la comisión por parte del sector empleador. 

La discusión de la ley de tercerizaciones entre las partes se realizaba tam-
bién en el marco de la Comisión de Negociación Colectiva del Compromiso 
Nacional7 de la cual se retiró la delegación empresarial (integrada por las gre-

7	 El gobierno convocó a lo que denominó Compromiso Nacional sobre Inversión, Producción, 
Empleo e Ingresos. A partir de la Mesa Coordinadora del Compromiso Nacional, en diciembre de 
2006 se instalaron diferentes Comisiones (Legislación, Agro, Industria, Energía, Construcción, 
Sistema Financiero, Comercio y Servicios, y Turismo) con integración tripartita. Su objetivo era 
estudiar y proponer formas de aplicar las pautas que se plantearon para el ‘Uruguay Productivo’. 
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miales rurales), debido a que no se eliminaban del proyecto los aspectos que 
consideraban más negativos. Este hecho marcó un deterioro de las relaciones 
laborales y una postura de mayor enfrentamiento por parte de los empleado-
res, que repercutió también en los consejos de salarios rurales. El proyecto de 
ley no contó con el apoyo del sector empleador pero sí con el del movimiento 
sindical, el cual la consideró un instrumento positivo para terminar con la 
impunidad y discrecionalidad con que actuaban las empresas mercerizadas, 
al obligar a la empresa contratante a hacerse responsable de los incumpli-
mientos laborales de la empresa subcontratada (cambiando el criterio que 
regía que era de subsidiaridad).

Retomando el camino del diálogo (2007)

En esta tercera etapa se produce un viraje importante en la búsqueda 
de la recomposición del diálogo y la negociación entre las partes, a partir de 
la determinación del Poder Ejecutivo de no dilatar más la regulación de la 
jornada laboral y las presiones de los trabajadores por retomar la negociación 
salarial.

A partir del stand by iniciado por el desgastamiento en la negociación 
por la limitación de la jornada laboral, se desarrollaron una serie de negocia-
ciones y reuniones bipartitas tendientes a un acercamiento entre las partes 
para lograr un acuerdo en este tema; y dos reuniones preparatorias. En julio 
se convoca la tercera ronda del Consejo Tripartito Superior para tratar los 
temas de jornales a la orden y limitación de la jornada.

En esta nueva ronda el Poder Ejecutivo está resuelto a terminar las ne-
gociaciones por la limitación de la jornada con algún resultado y asume una 
actitud más exigente con las partes. La idea es lograr un consenso en el marco 
del Consejo Tripartito Rural para enviar una propuesta al Parlamento. Los 
trabajadores, con una integración diezmada, consideraron que era importan-
te hacer un esfuerzo y lograr algún producto, ya que el Poder Ejecutivo insis-
tía que el camino podía ser ese.

La consigna transmitida a las partes fue que, en caso de que los emplea-
dores y trabajadores no logren un acuerdo, el Poder Ejecutivo enviará igual-
mente al Parlamento un proyecto de Ley fijando la jornada laboral en 8 horas. 
La falta de consenso dejaría al Poder Ejecutivo en ‘libertad’ para modificar 
el proyecto y abriría nuevamente un espacio de negociaciones en el ámbito 
parlamentario por parte de empleadores y trabajadores para ejercer presión8.

En estos ámbitos se discutieron propuestas de leyes como la Ley de Prevención de Conflictos, la 
Ley de Negociación Colectiva y la Ley de Tercerizaciones.

8	 “Si no se ponen de acuerdo y las partes no firman el proyecto, el gobierno mandará la propuesta al 
Parlamento. Así, trabajadores y empresarios deberían discutir el proyecto allí. El tema saldrá, sea 
como sea” (Julio Baráibar, Director Nacional de Trabajo, Diario El País, 22/08/07).
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El Poder Ejecutivo remite a las delegaciones patronal y de trabajadores 
un proyecto de reglamentación sobre Régimen de la jornada de trabajo y des-
cansos en el sector rural (documento del 07/08/07), en el cual se intentan re-
coger los principales acuerdos de la negociación en torno al tema, tanto en 
el marco de espacios institucionalizados como el propio Consejo Tripartito 
como en las distintas instancias informales de acercamiento para lograr una 
propuesta de consenso. Si bien el Poder Ejecutivo mantiene su posición ini-
cial de equipar el trabajo en el medio rural con el trabajo urbano, en relación 
a la limitación de la jornada laboral se propone un sistema más flexible para el 
trabajo rural en relación al trabajo urbano que contemple las especificidades 
del medio rural con los principios generales del derecho del trabajo.

Se convoca a una nueva reunión (22/08/07) donde el orden del día es la 
aprobación del documento presentado por el Poder Ejecutivo. Dada la im-
portancia del tema, participa en esa instancia el Director Nacional de Trabajo 
(MTSS). El mismo destaca que ese día el Poder Ejecutivo espera oír los co-
mentarios de las partes y que si hay coincidencia sería una “feliz firma”. En 
caso contrario, se convocaría a un cuarto intermedio por unos días, período 
después del cual, en caso de no lograse acuerdo, se pasaría el tema al Parla-
mento para que sea legislado desde ese ámbito y la limitación de la jornada 
laboral sea promulgada directamente como ley.

En primer lugar toman la palabra los trabajadores quienes manifiestan 
apoyar el documento en general, como un todo, sin perjuicio de lo cual rea-
lizarán algunas salvedades por escrito. Los empresarios por su parte, piden 
un cuarto intermedio para reunirse antes de realizar cualquier declaración. A 
su regreso solicitan un nuevo cuarto intermedio por una o dos semanas para 
analizar con las organizaciones representadas la situación (“sólo eso tenemos 
para decir”), sin fundamentar este pedido y arguyendo que tenían “el mandato 
de sólo escuchar”.

Esto genera la sorpresa de las otras partes y el malestar de los asalariados, 
quienes sostienen que la reunión era para resolver el tema y que por lo tanto 
se sabía que todos tenían que tener una posición. Se cuestiona la actitud de 
los empresarios ya que se considera que “ahora con las cartas vistas la estra-
tegia es diferente”, “de entrada se debería haber levantado la reunión y decir 
que no tenían posición”. Se exige un fundamento para la solicitud del cuarto 
intermedio. Los empresarios responden que comprenden la posición de los 
trabajadores pero solicitan que entiendan la suya.

El Poder Ejecutivo pide tolerancia y un último esfuerzo para llegar a un 
acuerdo en el tema. Asume parte de la culpa por lo sucedido. En este sentido, 
le parece adecuado el cuarto intermedio para mejorar la redacción y arreglar 
algunos puntos que observaron con el Ministro de Trabajo. Se convoca una 
nueva reunión para la semana siguiente.
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El proyecto finalmente puesto en consideración (documento del 
30/08/07) retoma con modificaciones la propuesta del Poder Ejecutivo del 
30/11/05 que, como se mencionó anteriormente, contó con el apoyo de los 
empleadores pero no de los trabajadores.

Un tema que generó desde el inicio de la discusión sobre la limitación de 
la jornada mayor debate fue el cómputo de las horas extras. En el documento 
sometido ahora a discusión, la primera hora extra no se pagará como tal sino 
que se ingresará a una ‘bolsa’ de horas libres que los trabajadores podrán usar 
en un periodo de 3 meses y las siguientes horas se pagarán como horas extra. 
Si bien el cómputo continúa siendo trimestral, esta propuesta marca una clara 
discrepancia con el documento anterior, en una posición más cercana a la de 
los asalariados.

Otra diferencia es que este documento salda la discusión en torno a sec-
tores específicos, donde no se había logrado acuerdo anteriormente. Se esta-
blece un régimen general de 8 horas diarias y 48 horas semanales, con excep-
ción de la esquila en periodo de zafra, donde la jornada se extiende a 9 horas 
diarias distribuidas en cuartos. Se quita de este proyecto lo referente al tiempo 
extraordinario, tanto en situaciones normales como en situaciones excepcio-
nales. Estas modificaciones también tienden a contemplar más los reclamos 
de los trabajadores que de los empleadores, proponiendo un régimen más 
rígido en tanto se dejan de lado aquellas consideraciones que hacen a la ex-
tensión de la jornada por consentimiento del trabajador, principalmente en 
casos excepcionales (accidentes, peligro de accidentes, situaciones imprevi-
sibles o riesgos inminentes para personas, animales y bienes) donde se exige 
mayor flexibilidad en el régimen horario, reclamo de las gremiales ganaderas.

El 07/09/07 se reúnen las partes para someter a consideración el último 
documento del Poder Ejecutivo a enviar al Parlamento, tras el cuarto inter-
medio solicitado por los representantes de las gremiales de los empleadores. 
No era una votación in strictu sensu sino que la idea era ‘acordar’ el proyecto 
que se remitiría al Parlamento.

En esa instancia, el documento propuesto por el Poder Ejecutivo es 
‘acompañado’ por los trabajadores (si bien en un principio la UNATRA ma-
nifestó su posición de apoyar el documento sólo si los empleadores lo ha-
cían), decisión motivada en la consideración de que no se podía continuar 
dilatando la negociación y que era mejor enviar algo al Parlamento antes de 
que finalizara el periodo de gobierno. No obstante, en el Acta labrada ese día, 
los trabajadores dejan constancia que ese no es el mejor proyecto para ellos 
pero que acuerdan que es la única síntesis posible después más de dos años 
de negociación.

Los empleadores por su parte, manifiestan su desacuerdo con la pro-
puesta y entregan un documento en el cual expresan los motivos de su dis-
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conformidad y solicitan que el mismo sea enviado al Parlamento conjunta-
mente con el anteproyecto. Este documento firmado por la ARU, FR, CNFR, 
CAF y ANPL, señala que la ausencia de consenso no se debe a la falta de 
disponibilidad de las gremiales a regular la limitación de la jornada sino a 
que el nuevo proyecto de ley no tiene en cuenta ni el ‘ritmo que marca la na-
turaleza’ ni la ‘costumbre de nuestro campo’, siendo que “... en algunos aspectos 
es totalmente diferente a su Primer Proyecto (que las gremiales agropecuarias 
habían aceptado, con reservas)”. 

Los principales puntos en los cuales se centra el desacuerdo son el cálcu-
lo promedio de las horas trabajadas y los regímenes específicos para ciertos 
sectores. Respecto al primer punto, el argumento desarrollado es que se trata 
de homologar la limitación de la jornada a la legislación vigente en el medio 
urbano, no teniendo así en cuenta las particularidades del sector. Por otro 
lado, se considera de difícil aplicación el cálculo promedio y el cómputo de las 
horas trabajadas. En relación al segundo punto se expresa la discrepancia con 
el establecimiento de un régimen para la forestación diferente al de la agri-
cultura y con el régimen propuesto para granjas. Tal cual quedó expresado 
en el Acta del Consejo Tripartito Rural: “Ante la ausencia de acuerdo el Poder 
Ejecutivo remitirá al Parlamento un proyecto de ley que establezca la regulación 
de la jornada laboral para las actividades rurales donde no existe regulación 
actualmente”.

Reflexiones finales

En el año 2005 se abre un espacio de negociación tripartito inédito en 
el medio rural, generando transformaciones profundas en el sistema de re-
laciones laborales en el sector. En este artículo se desarrolla el proceso de 
construcción del diálogo entre patrones y peones del campo y del espacio de 
negociación en el marco de los Consejos de Salarios Rurales.

La apuesta al diálogo realizada por el Estado como forma de democrati-
zar las relaciones laborales en el campo, requirió la creación de códigos dia-
lógicos entre las partes, la generación de un formato específico de mediación 
y de procesos de producción de consensos, y la construcción de una agenda 
común, los cuales se buscan elaborar con la participación interactiva de em-
pleadores y asalariados, no siempre con los resultados esperados.

La postura de las partes ante la negociación y el diálogo se fue delinean-
do a lo largo del proceso. Los asalariados son reconocidos como un cuerpo 
colectivo especial con el derecho de luchar por sus viejas reivindicaciones. 
Adquieren por primera vez ‘voz y voto’ en defensa de sus intereses, logrando 
colocarse como los protagonistas de sus reclamos y mostrando pretensiones 
de intervenir activamente para alcanzar una ciudadanía social de perfiles pro-
pios. 
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Los empleadores por su parte, debiendo aceptar por primera vez los 
Consejos de Salarios en el medio rural, y la concomitante regulación laboral 
en el campo, buscan modificar sus prácticas colectivas de manera que ante 
esta participación obligada puedan reconvertir sus modos de poder y lograr 
demorar o neutralizar todo avance de la legislación en el sector. Las transicio-
nes en las formas en que se expresa el poder de las gremiales agropecuarias, 
van reconfigurando una actitud de oposición que redefine la acción corpo-
rativa de las mismas. Aceptan dialogar y negociar, participando en el debate 
de los diferentes asuntos tratados, modificando de acuerdo a sus intereses 
los documentos puestos a consideración, los cuales finalmente deciden no 
acompañar con su voto. 

Esta actitud, que se reitera a lo largo de la negociación en el Consejo 
Tripartito Superior, conlleva a que no haya ningún consenso, exceptuado el 
referido a la continuidad de ese ámbito, y a que por tanto, los empleadores 
no hayan firmado ningún documento junto a los asalariados. La estrategia de 
los empleadores estuvo orientada a ir vaciando de contenido el tripartismo, si 
se entiende que el tripartismo no es un fin en sí mismo, sino un mecanismo 
para lograr resultados. Otro hecho importante es que no se sientan cara a cara 
con los trabajadores, sino que envían a sus abogados en su representación, lo 
que en cierta forma implica una deslegitimación del ámbito de negociación, 
quitando la posibilidad efectiva a los asalariados de estar frente a frente con 
el patrón.

Las tendencias del Poder Ejecutivo por su parte, dan una tónica decisiva 
a la negociación. El objetivo del gobierno era instalar este espacio de nego-
ciación como forma de equilibrar las relaciones de fuerza en el agro, por lo 
cual sus esfuerzos iniciales estuvieron tendientes a sentar a empresarios y tra-
bajadores en la mesa y buscar mecanismos de diálogo entre las partes. En un 
principio aparecen más cercanos a la postura de los asalariados rurales y a lo 
largo del proceso de negociación van asumiendo un papel más de mediador, 
intermediando en los reclamos y demandas de asalariados y empleadores. No 
obstante, la delegación gubernamental asume posiciones y estrategias pro-
pias, enmarcadas en la plataforma del gobierno progresista y los lineamientos 
políticos del gobierno y de los ministerios directamente involucrados en la 
negociación (MTSS y MGAP). Su papel fue fundamental para mantener el 
ámbito de negociación funcionando. Sin la voluntad y actitud del gobierno 
por mantener este espacio los Consejos de Salarios posiblemente se hubieran 
desmantelado ante la falta de resultados concretos y los conflictos existentes 
entre las partes.

El proceso de los Consejos de Salarios dejó de manifiesto la dialéctica 
entre lo nuevo y lo viejo, en tanto la falta de práctica de relacionamiento y 
diálogo, la cultura de desconfianza y recelo mutuo entre asalariados y patro-
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nes, condicionó y dificultó el desarrollo de la negociación, y en los resultados 
del proceso se cristalizaron las relaciones de fuerza en el campo social agrario, 
con un sector empleador que trató en la práctica de dilatar y poner trabas a la 
legislación del trabajo rural, buscando consolidar por la vía formal las condi-
ciones de trabajo actuales en el campo y un débil sindicalismo rural que por 
primera vez pudo sentarse a negociar sus derechos laborales y ciudadanos. El 
Estado interviene rehaciendo el sistema de relaciones laborales en el campo, 
lo cual implica en primer lugar romper con el imaginario de que las organiza-
ciones rurales son los únicos asesores y co-gestores de la legislación y política 
laboral en el campo y proporcionar a los trabajadores el derecho legítimo de 
representar sus intereses.

Más allá de las dificultades manifiestas, la conformación del espacio es 
en sí es un logro muy importante. Se produce la restauración del conflicto 
entre el capital y el trabajo que las organizaciones patronales rurales se habían 
esforzado históricamente en eliminar imponiendo una visión del mundo ru-
ral en la cual las diferencias en relación al contexto donde se desarrolla la ac-
tividad laboral (rural versus urbano) son consideradas propiedades naturales 
y transformadas en desigualdades sociales frente a los derechos laborales de 
los asalariados rurales en relación a los urbanos. Los Consejos de Salarios se 
convierten por tanto en un avance en la dirección de trasladar el construido 
conflicto rural-urbano al conflicto capital-trabajo y en el reconocimiento de 
que existen desigualdades entre los ‘trabajadores’ del campo que no se justifi-
can en la actividad que realizan.

Ya los viejos argumentos de los patrones de que la extensión de los Con-
sejos de Salarios al medio rural era una introducción de la lucha de clases 
en el campo, que rompía la armonía entre la ‘gran familia rural’, no son más 
justificativos de la desigualdad existente entre trabajadores rurales y urba-
nos. Si bien en reiteradas ocasiones, principalmente durante la discusión de 
la limitación de la jornada laboral, la patronal saca a relucir argumentos ver-
náculos que adjudican a la legislación en el medio rural un carácter de inapli-
cable dadas las características del trabajo rural y de ‘amenaza’ en tanto gene-
ra confrontación entre patrones y peones, el espacio creado de negociación 
tripartita no está en cuestión. Es decir, ya no es posible justificar la exclusión 
del sector rural del régimen de Consejos de Salarios, como se hizo desde su 
creación en la década del 40. El mayor logro por tanto, es la formación de un 
espacio y la legitimidad de su existencia.
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Avances e inercias en la negociación colectiva uruguaya
Una comparación de dos experiencias históricas
Francisco Pucci - Soledad Nión - Fiorella Ciapessoni

Resumen

El gobierno de izquierda que asumió en el año 2005, retomó los procedi-
mientos de negociación colectiva tradicionales, realizando algunas modi-
ficaciones de los grupos que conforman los Consejos de Salarios e incor-
porando a los trabajadores rurales y a las empleadas domésticas. Este 
mecanismo institucional tuvo como objetivo prioritario la negociación 
salarial, pero su objetivo histórico fue lograr una transformación de esta 
herramienta institucional que mantiene aún muchos rasgos de su primera 
versión del año 1943. Este trabajo se propone realizar una comparación 
entre el modelo de negociación salarial implementado en el año 2005 y el 
antecedente de la negociación salarial desarrollada entre 1985 y 1989, que 
constituyó la última experiencia de negociación centralizada anterior al año 
2005. El objetivo específico es comparar la actitud de los actores hacia la 
negociación, los alcances de la misma, las formas de regulación explícitas 
e implícitas y el papel de los convenios por empresa en ambas experiencias. 
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Progress and inertia in collective bargaining in Uruguay 
A comparison of two historical experiences
Francisco Pucci - Soledad Nión - Fiorella Ciapessoni

Abstract

In Uruguay the left-wing party that took office in 2005 returned to the tradi-
tional collective bargaining procedures, but also making some adjustments 
of the groups that make up the wage councils and incorporating to the lat-
ter the rural workers and domestic workers as well. The purpose of this is 
institutional mechanism was give priority to the wage bargaining, but its 
historic goal was to achieve a transformation of this institutional tool which 
still has many features of its first version enacted in 1943. In this sense, 
the aim of this paper is to compare the wage bargaining model implemented 
in 2005 and the wage bargaining that took place between 1985 and 1989, 
as the ultimate experience of centralized bargaining before 2005. The main 
purpose is to address a comparison between the attitudes toward negotia-
tion of those who plays a leading role in bargaining, the length and contents 
of agreements, as well as, dealing with the implicit and explicit forms of reg-
ulation and the role of the agreements based on firm in both experiences.  
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uruguaya
Una comparación de dos experiencias históricas

Francisco Pucci1 - Soledad Nión2 - Fiorella Ciapessoni3

¿Cuáles son los principales cambios que el primer gobierno de izquierda, que 
asume el gobierno en el año 2005, introdujo en los formatos de negociación 
colectiva? La convocatoria a Consejos de Salarios retomó los procedimientos 
de negociación colectiva desmantelados luego de 15 años de políticas de 
corte neoliberal, en el marco de un proceso de reforma laboral que el país 
nunca había experimentado en el plano de las relaciones colectivas de tra-
bajo. La nueva normativa laboral establece un conjunto de reglas de juego 
que generan espacios de intermediación de intereses más estables y con 
mayores niveles de legitimidad que en épocas pasadas. El trabajo analiza 
estos cambios a partir de un censo realizado a los representantes del Estado, 
de los trabajadores y de los empresarios que participaron en la experiencia 
de negociación colectiva entre el año 2005 y el año 2009. 

El gobierno de izquierda que asume en el año 2005 convocó a los Con-
sejos de Salarios y reinstauró el proceso de negociación colectiva que se ha-
bía desmantelado quince años atrás. El elenco gobernante retomó los proce-
dimientos de negociación colectiva tripartita que constituían la modalidad 
histórica de negociación salarial desde la promulgación de la Ley de Con-
sejos de Salarios del año 1943, incorporando a los trabajadores rurales y a 
las empleadas domésticas. Esta nueva convocatoria a la negociación salarial 
tripartita, tras quince años de negociación bilateral, genera fuertes desafíos al 
formato de negociación colectiva implementado a partir del año 2005. Estos 
desafíos implican superar los débiles niveles de institucionalización de los 
espacios históricos de negociación colectiva, generar una cultura de negocia-
ción basada en reglas de juego compartidas que establezcan mínimos niveles 
de confianza entre los actores laborales, articular los convenios por rama y 
los convenios por empresa para que la negociación colectiva se enriquezca 
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adecuándose a los procesos de reestructuración productiva y equilibrar las 
relaciones entre las partes, en particular en los sectores recientemente incor-
porados a la negociación salarial. 

El objetivo del trabajo es discutir si la negociación colectiva y el proce-
so de reforma laboral iniciados en el año 2005 avanzaron en la constitución 
de un sistema de relaciones laborales autónomo y estable. Para efectuar esta 
discusión, el trabajo se propone realizar una comparación entre el modelo de 
negociación salarial implementado en el año 2005 y el antecedente de nego-
ciación salarial desarrollada entre 1985 y 1989, que constituyó la última ex-
periencia de negociación centralizada anterior al año 2005. La comparación 
se centrará en dos aspectos medulares de estos procesos: la perspectiva que 
tuvieron los actores de la negociación salarial, y la evolución del contenido de 
los convenios salariales. 

El primer análisis implica relevar los comportamientos y actitudes de 
todos los actores participantes en el proceso de negociación colectiva desa-
rrollado entre el año 2005 y el año 2009, en relación a diferentes aspectos 
como la representatividad de las gremiales, las reglas de juego establecidas y 
la legislación laboral. 

 Los datos empíricos provienen del censo realizado en el año 2009 a los 
participantes del proceso de negociación salarial iniciado en el año 2005. La 
población censada se compone de los delegados de los trabajadores, de los 
empresarios y del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en representa-
ción del Estado, que participaron en los veinticuatro grupos de negociación 
colectiva implementados. Cada grupo de negociación se divide en diferentes 
subgrupos, cuyo número varía de acuerdo a las características específicas de 
cada rama de actividad. 

El objetivo del censo estuvo centrado en relevar las opiniones, percepcio-
nes y valoraciones de los tres actores participantes de la negociación colectiva 
que se desarrolló en el período 2005-2009, sobre el supuesto de que esta per-
cepción es la que orienta la acción colectiva de los mismos, más allá de que la 
misma sea cierta, adecuada o discordante con otros datos de la realidad. Las 
dimensiones relevadas fueron la percepción de los actores en relación a los 
temas tratados en la negociación, tipos y contenidos de los convenios colecti-
vos, dinámica de las relaciones laborales, niveles y causas de la conflictividad 
laboral, evolución de los salarios y normativa legal. Esta opción se tomó para 
aportar una dimensión de análisis centrada en la percepción de los actores 
que complemente investigaciones sobre esta temática4, que ofrecen una gran 
riqueza y variedad de datos cuantitativos sobre la evolución de la negociación 
colectiva en este período.

4	 Ver el trabajo de Rodríguez, J. M.; Cozzano, B.; Mazzuchi, G. (2010) Relaciones Laborales y 
Modelo de Desarrollo. Grupo Magro Editores, UCUDAL, Montevideo.
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En la medida en que el número de censados no era muy alto (72 casos) 
se incluyeron en el formulario, además de las preguntas cerradas, un número 
importante de preguntas abiertas. Estas preguntas permiten explorar temas 
sobre los cuales no existe información ni hipótesis de análisis; por el contra-
rio, constituyen un conjunto de informaciones que permiten describir mejor 
realidades complejas y multidimensionales, y que pueden ser la base de ela-
boración de futuras hipótesis de investigación.

El segundo análisis tomará en cuenta la incorporación de nuevas temáti-
cas en los convenios colectivos, como las de cambio tecnológico, capacitación, 
nuevas formas de organización del trabajo, seguridad en el empleo, seguridad 
laboral y productividad, desde un abordaje cuantitativo y cualitativo. La in-
corporación de nuevas temáticas en la negociación colectiva es un indicador 
de la adaptación de la misma a los procesos de reestructuración productiva 
que se vienen implementado en el país desde los años noventa.

La referencia empírica es el análisis de los contenidos de los acuerdos 
colectivos registrados en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, desde 
1985 hasta el año 2009, en cuatro ramas de actividad: química, alimentos, 
celulosa y papel y metalúrgicos. 

La recolección, elaboración y procesamiento de estos datos se realizó en 
el marco del Proyecto “La negociación colectiva y los actores sociales en un 
gobierno de izquierda: viejas formas para nuevos contenidos”, financiado por 
la Agencia Nacional de Investigación e Innovación.

Antecedentes históricos

La política de relaciones laborales implementada por el primer gobierno 
del Partido Colorado que asume entre 1985 y 1989, luego del período militar, 
resultó una combinación de elementos jurídicos provenientes del Estado de 
Bienestar de la década de los ‘40 con elementos fuertemente centralizadores 
de la etapa autoritaria de fines de los ‘70. Este modelo intentó compatibilizar 
una política económica antiinflacionaria, de ajuste y control del gasto público 
con un sistema de negociación en el cual se recuperaran dinámicas y proce-
dimientos de participación laboral prevalecientes en el período anterior al 
golpe de Estado. Partiendo de estas premisas, la negociación salarial se desa-
rrolló en forma centralizada, con una fuerte participación estatal de manera 
de marcar límites a los acuerdos salariales para que no se tradujeran en infla-
ción, al tiempo que se respetaba la decisión de las partes cuando el aumento 
superaba los topes oficiales (Pucci, 1992).

La administración del Partido Nacional (blanco) que asumió en 1990 
impondrá una política de desregulación y de apertura de la economía. La 
firma del Tratado de Asunción (1991) aparece como hito descollante de una 
nueva actitud de desmontaje de las subvenciones y del proteccionismo esta-
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tal como orientación del Estado en el proceso de integración regional (Lan-
zaro, 1991). El Estado se retira de la negociación salarial, reduciéndola a la 
instancia bilateral, e intenta, aunque sin éxito, reglamentar directamente la 
actividad sindical. Es la contracara del viejo Estado batllista que intervenía 
como árbitro en las negociaciones pero que otorgaba autonomía organizativa 
a los sindicatos. Esta orientación se da en un contexto de fuerte debilidad del 
movimiento sindical, que se empezó a sentir a partir de 1988 y que se acentuó 
con la crisis del socialismo real a partir de los 90, que afectó particularmente 
al partido hegemónico dentro del movimiento sindical.

La consecuencia lógica de esta política laboral fue la creciente polari-
zación entre capital y trabajo, una agudización de la conflictividad a niveles 
similares a los del período de transición y un fuerte descenso en el nivel de 
ingresos, en el corto plazo, para los trabajadores. Esta orientación fragmentó 
la negociación colectiva, quitó espacios a la acción sindical centralizada con 
fuerte presencia pública, acotó la “lucha de clases” a la esfera privada y ten-
dió a despolitizar en un sentido profundo al movimiento obrero. A su vez, 
esta política coincidió con un período de debilidad del movimiento sindical, 
expresado en una baja capacidad de convocatoria y un descenso de su “peso 
estructural” en la economía uruguaya. 

En 1995 retorna al poder el gobierno colorado. En este nuevo período, 
el elenco gobernante, lejos de modificar los componentes señalados en las 
relaciones laborales, tendió a intensificar la política de descentralización de la 
negociación. Un indicador de la continuidad con la política anterior es que, 
hasta 1999, el Ministerio de Trabajo siguió en manos del Partido Nacional 
o blanco. A nivel de la negociación colectiva, se profundizan las tendencias 
reseñadas más arriba. La negociación por empresa se vuelve casi mayoritaria; 
aparecen, en los convenios, diferentes cláusulas sobre flexibilización de ho-
rarios, de cantidad de trabajadores, de condiciones salariales, etc. (Cozzano; 
Mazzuchi; Rodríguez, 1997). En este período surge con fuerza el problema 
del desempleo, en particular en el sector industrial, producto de la incapa-
cidad de muchos sectores para competir en las condiciones impuestas por 
la integración regional (Guerra, 1997). El desempleo industrial generó una 
debilidad estructural creciente en el movimiento sindical, en los diferentes 
ámbitos de negociación, lo que acentuó las tendencias descentralizadoras y la 
desprotección de los trabajadores. 

 Estos procesos redundaron en un debilitamiento del movimiento sin-
dical, tanto en lo que respecta a su peso estructural en la economía, como 
a sus capacidades de implementación de acciones colectivas en el escenario 
público. El sindicalismo, que en la primera administración colorada fue muy 
crítico respecto a la política laboral, fue más crítico aún frente a las políticas 
de liberalización y de desregulación laboral. La fijación bilateral de salarios 
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llevó a la descentralización de la acción sindical, la fragmentación de intereses 
y el predominio de los clivajes corporativos en la toma de decisiones.

También se desarrollaron, al interior del movimiento sindical, fuertes 
resistencias a la modificación de las formas de organización del trabajo. Los 
círculos de calidad, la responsabilidad del trabajador y todos los elementos 
que componen las nuevas modalidades de producción a escala mundial fue-
ron resistidos por los trabajadores y por los sindicatos. Estos cambios fueron 
asociados por los trabajadores a procesos de desregulación de las relaciones 
laborales y de deterioro de las condiciones de trabajo, más que a un aumento 
en los niveles de calidad y de eficiencia en el trabajo (Pucci, 2003).

Otro elemento de cambio profundo en la orientación sindical fue la prio-
rización de la defensa del empleo como estrategia de lucha, dejando de lado 
el énfasis histórico en la defensa del salario como eje de las reivindicaciones. 
Esta orientación es producto de la amenaza de desempleo que proviene de la 
apertura económica y de la pérdida de competitividad de muchas empresas, y 
del desempleo causado por la renovación tecnológica. Este cambio de orien-
tación no implicó la disminución de los niveles de conflictividad laboral, aun-
que modificó su alcance y periodicidad. La desregulación laboral y la pres-
cindencia estatal, a diferencia del primer período analizado, multiplicaron los 
focos de conflicto, en tanto los elencos gobernantes perdieron interlocutores 
con capacidad de centralizar y unificar la tramitación de los conflictos. 

Si bien el sindicalismo se debilitó numéricamente y perdió buena par-
te de su peso político como actor social, acrecentó su poder en tres planos: 
como referente simbólico de la clase obrera, como actor capaz de articular 
movilizaciones más amplias de la población y como referente de la realidad 
política y social del país (Supervielle; Quiñones, 2003). Los cambios produc-
tivos y políticos reseñados más arriba también influyeron en la organización 
del movimiento sindical, que tendió a desarrollar modelos de red social en 
sus formas de funcionamiento, más adecuadas para articular la dispersión y 
atomización social de la clase trabajadora y los sectores populares en general. 
También se modificaron los criterios de legitimidad para acceder y ejercer el 
poder al interior de las organizaciones sindicales. El fundamento esencial-
mente político del carisma sindical ha dado paso a un carisma que requiere, 
además de los políticos, fundamentos técnicos y capacidades de presencia 
en los medios y de articulación con actores externos al movimiento sindical 
(Supervielle; Quiñones, 2003).

Cambios productivos y actores sociales

Una de las primeras medidas que tomó el gobierno de izquierda que 
asumió en el año 2005 fue convocar a Consejos de Salarios y reinstaurar el 
proceso de negociación colectiva que se había desmantelado quince años 
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atrás. Esta medida, largamente requerida por el movimiento sindical, se en-
frentó a desafíos muy diferentes a los que se dieron en anteriores períodos 
de restauración de modalidades de negociación colectiva. Estos desafíos se 
refieren a que la desestructuración, la informalidad y la precarización de las 
relaciones laborales, producto de los cambios productivos experimentados 
en las últimas décadas, transformaron profundamente a los actores laborales 
que participaron históricamente en los diagramas de negociación colectiva 
ensayados en nuestro país a lo largo de su historia. Esto lleva a preguntarse si 
los formatos de negociación colectiva implementados a partir del 2005, que 
recuperan los modelos históricos de negociación colectiva, son los más ade-
cuados para el nuevo contexto laboral. 

El crecimiento de la heterogeneidad de la clase trabajadora debilitó las 
estructuras centrales de las organizaciones sindicales, lo que obligó al sindi-
calismo a adoptar actitudes defensivas y a ser cuestionadas como represen-
tantes de los trabajadores en tanto sujeto político. La pérdida de centralidad 
y de capacidad de mediación despolitizó la función sindical y puso de re-
lieve las adscripciones corporativas como elementos de relativo peso en el 
accionar sindical, en sus formas organizativas y en sus procesos de toma de 
decisiones (Pucci, 2003). La capacidad de acción del sindicalismo, en especial 
en los países del capitalismo periférico, está vinculada a su carácter de “mi-
noría ponderada” (Schmitter; Lehmbruch, 1979). Su poder político no está 
directamente relacionado con su poder numérico, sino con la ocupación de 
posiciones estratégicas claves que sobredimensionan su peso como actor. La 
bilateralización de la negociación colectiva implementada a partir de 1990 le 
quitó centralidad al accionar sindical, limitando su posición estratégica y, por 
lo tanto, su poder político. 

Por otra parte, el empresariado también fue aumentando su clásica hete-
rogeneidad de intereses (Filgueira, 1988). Las diferencias de inserción en los 
mercados y los diferentes niveles de modernización y de eficiencia productiva 
inter e intra-rama, contribuyeron a este proceso. Como la literatura especia-
lizada ha mostrado reiteradamente, las gremiales empresariales tienen una 
lógica de acción diferente a la de los movimientos obreros. La participación 
gremial no es una condición necesaria para defender sus intereses, porque su 
posición en la sociedad y en la producción le otorga un poder estructural que 
lo vuelve autónomo de la acción colectiva (Offe, 1985).

Por otra parte, la acción colectiva de los empresarios entra en perma-
nente tensión con sus intereses privados, en la medida en que los gremios 
se conforman con empresas que compiten entre sí en el mercado. Aunque 
estos efectos son más atenuados para el caso uruguayo, dada la configuración 
de su estructura industrial, con alto predominio de pequeñas empresas, la 
participación de las empresas en la toma de decisiones y en la dirección de 
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las organizaciones gremiales, en los pocos casos estudiados (Bruera; Riella, 
1989), es relativamente baja y con tendencias a la conformación de “oligar-
quías internas” (Pizzorno, 1976).

Otra diferencia en la lógica de acción colectiva de los empresarios con 
respecto al movimiento sindical, es la proliferación de múltiples organiza-
ciones gremiales, producto de la diversidad de intereses representados. Esta 
fuerte diferenciación permite a los empresarios multiplicar los canales de 
expresión de demandas, pero al mismo tiempo, dificulta la elaboración de 
proyectos colectivos. Históricamente, los empresarios han desarrollado estra-
tegias corporativas, que van desde una acción tipo “grupo de presión”, desde 
fuera de los ámbitos estatales y de decisión, hasta su inclusión en formas de 
“corporativismo organizado”, desde 1933 en adelante (Caetano, 1992). De to-
das maneras, estos mecanismos de articulación entre lo público y lo privado 
no consolidaron redes estables con capacidad de establecer políticas de largo 
plazo (Zurbriggen, 2003). Las políticas de desregulación y de bilaterización 
de la negociación desmantelaron las formas corporativas de participación, 
acentuaron las tendencias históricas hacia el desarrollo de acciones del tipo 
“grupo de presión,” en tanto la negociación tendió a “privatizarse”, es decir, 
a reducirse al ámbito privado de cada empresa, sin necesidad de establecer 
espacios colectivos de acción. 

La convocatoria de la negociación colectiva por rama de actividad a par-
tir del año 2005 obligó al empresariado a incorporarse nuevamente a espacios 
en los cuales su capacidad de acción colectiva es relativamente limitada. Esto 
implica que este actor genere, en muchos casos, estrategias puramente de-
fensivas, que se expresaron, entre otras, en la oposición a las nuevas figuras 
jurídicas que se implementan por el gobierno electo.

Otro de los desafíos que se plantean en este nuevo escenario se vincula 
a la articulación de la negociación por rama, que se reinstala en este período, 
con la negociación por empresa, que se extendió ampliamente a partir de los 
años ’90 (Rodríguez; Cozzano; Mazzuchi, 2001). Esta articulación no es me-
nor, ya que buena parte de los cambios productivos de envergadura tienen su 
espacio de negociación privilegiada en la empresa. Por otra parte, los cambios 
productivos tienen tendencia a acentuar la heterogeneidad interna de los tra-
bajadores, lo que se refleja también en su lógica de negociación. Esta estructu-
ra puede incentivar, potencialmente, el desarrollo de estrategias corporativas 
sectoriales en la negociación colectiva. La recuperación de la negociación por 
rama establece una dinámica que contrarresta las tendencias descentralizado-
ras, al tiempo que se pierde riqueza en el contenido de los acuerdos, debido a 
que este nivel la discusión tiende generalmente a centrarse en el tema salarial.
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Avances e inercias del formato de negociación

En función de los cambios reseñados, la interrogante que se plantea es 
si el proceso de negociación colectiva iniciado en el año 2005 reproduce los 
formatos tradicionales de negociación o introduce cambios que permitan 
adecuarlo a las nuevas realidades. Las modificaciones más importantes que se 
introducen en este período son la ampliación de la cobertura al sector rural 
y a las empleadas domésticas y el desarrollo de un marco normativo para dar 
un respaldo formal a los procesos de negociación. 

La primera modificación salda una deuda histórica con sectores histó-
ricamente excluidos de la negociación colectiva, pero no modifica sustanti-
vamente el formato de negociación. El desarrollo del marco normativo, en 
cambio, establece avances sustantivos con respecto a formatos anteriores, en 
la medida en que genera las condiciones para superar la escasa instituciona-
lización que tuvieron históricamente los anteriores procesos de negociación 
colectiva. Si bien la negociación colectiva en nuestro país surge en el marco de 
la Ley de Consejos de Salarios del 1943, este conjunto normativo no regulaba 
numerosos aspectos de las relaciones laborales, que se regían por prácticas de 
hecho más que de derecho. Esta ausencia de regulación se corresponde, a su 
vez, con la defensa de la autonomía del movimiento sindical frente al Esta-
do, bandera histórica del movimiento sindical desde sus orígenes anarquistas 
hasta nuestros días. La negociación colectiva que se retoma a partir de 1985 es 
aún más informal en términos jurídicos, en la medida en que retoma aspectos 
parciales de la Ley de Consejos de Salarios de 1943 con procedimientos de 
la Comisión de Precios e Ingresos (COPRIN) del año 1968, organismo que 
fijaba por decreto del Poder Ejecutivo precios e ingresos de los trabajadores.

El nuevo marco jurídico que se desarrolla a partir del año 2005 introdu-
ce un cambio fundamental en las relaciones laborales: la posibilidad de que 
la convocatoria a Consejos de Salarios se realice a pedido de trabajadores, 
de empresarios o, como lo establecían las normas anteriores, por voluntad 
del Poder Ejecutivo. Esta norma establece las condiciones para construir un 
sistema de relaciones laborales que funcione con autonomía del sistema po-
lítico, de acuerdo al modelo de “neocorporativismo social” caracterizado por 
Schmitter (1974). Este modelo, cuyos ejemplos históricos más salientes son 
las experiencias de negociación colectiva de los países del norte de Europa, se 
sustenta en la autonomía y legalidad específica de los espacios de negociación 
de intereses, espacios que generan acuerdos estables, de largo plazo, que se 
convierten en políticas de Estado, con capacidad para trascender los cambios 
de poder político. Estos modelos neocorporativos se sustentan, a su vez, en 
la estrecha relación entre sindicatos y partidos políticos de izquierda, y se co-
menzaron a implementar cuando los partidos de izquierda lograron mayorías 
electorales y llegaron al gobierno después de estar años en la oposición.
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Las posibilidades de que el sistema de relaciones laborales del Uruguay 
transite por recorridos similares es una pregunta que surge del análisis de los 
cambios normativos introducidos en este período. Esta posibilidad nos intro-
duce en otra dimensión de análisis que discutiremos en este trabajo. La cons-
trucción de modelos de relaciones laborales autónomos y estables requieren 
de respaldos jurídicos que los protejan y estimulen, pero estos por sí solos no 
son suficientes. Como señala Dunlop (1958), un sistema de relaciones labora-
les se construye como tal en la medida en que los actores compartan normas 
y valores que sustenten el funcionamiento del sistema.

Una dimensión relevante para la construcción de un sistema de relacio-
nes laborales autónomo y estable lo constituye la legitimidad que los actores 
otorgan al proceso de negociación colectiva y, a su vez, los niveles de legitimi-
dad que cada actor otorga a los demás. Esta legitimidad es fundamental, en la 
medida en que establece los fundamentos para el desarrollo del diálogo entre 
interlocutores confiables, el respeto de los acuerdos logrados y las posibilida-
des de establecer políticas de largo plazo. 

Los datos del censo indican que este proceso de negociación aumentó 
los niveles de legitimidad en dos dimensiones. La primera se refiere a la le-
gitimidad global del proceso, que todos los actores coinciden en señalar y 
que tiene como fundamento el fuerte respaldo legal que tuvo el mismo. Esta 
mayor legitimidad contribuye también a la construcción de reglas de juego 
compartidas, como discutimos más arriba. 

La segunda dimensión se refiere a la legitimidad reciproca que se otor-
gan las partes que participan del proceso. Los datos del censo indican tam-
bién que los niveles de legitimidad son relativamente altos, en la medida en 
que tanto las organizaciones sindicales como empresariales se consideran, 
recíprocamente, como representativas. En este sentido, las organizaciones 
sindicales son consideradas más representativas ante los empresarios que las 
organizaciones empresariales ante los trabajadores, en un contexto global de 
valoración positiva de ambas partes. 

Resulta interesante comparar estos datos con la opinión relevada de los 
empresarios, que señalan que el fortalecimiento de las organizaciones profe-
sionales fue uno de los aspectos positivos de este proceso de negociación. Este 
fortalecimiento se debe a la necesidad de elegir representantes empresariales 
para que participen en los diversos espacios de negociación, lo que obliga 
a que las organizaciones profesionales establezcan mecanismos formales de 
elección de autoridades y de representantes. Esta necesidad redunda en un 
fortalecimiento de las formas de organización internas, de los mecanismos 
de elección y de los criterios de representatividad institucional, cuya conse-
cuencia es un crecimiento en términos de legitimidad frente a sus pares en la 
negociación.



Francisco Pucci - Soledad Nión - Fiorella Ciapessoni126

Revista de Ciencias Sociales. DS. FCS. V. 24 Nº 29, Diciembre 2011.

Gráfico 1. Representatividad de los empresarios
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Fuente: elaboración propia. 
Base: total de representantes del Poder Ejecutivo y de los Tarabajadores (48)

Gráfico 2. Representatividad de los trabajadores según poder sindical
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Fuente: elaboración propia. 
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El análisis de los datos del censo indica, de todas maneras, que los acto-
res, si bien han aumentado sus niveles de legitimidad, tienen mucho recorri-
do por realizar para alcanzar plena confiabilidad en el terreno de las relacio-
nes laborales. Las organizaciones empresariales, como vimos más arriba, han 
tenido dificultades históricas para construir altos niveles de legitimidad, de-
bido a diferentes factores, como su incapacidad para construir proyectos he-
gemónicos y la baja participación de los socios en las gremiales empresariales. 
Debido a la asimetría de poder estructural, la acción colectiva tiene menos 
importancia para los empresarios que para los trabajadores, como mecanis-
mo de defensa de sus intereses corporativos. Esto redunda en bajos niveles de 
participación activa en las gremiales y escasa competencia electoral interna. 
Al mismo tiempo, a diferencia de los sindicatos, los empresarios actúan como 
grupo inclusivo, en el sentido de Olson (1992) en la defensa de sus intereses 
salariales, pero como grupo exclusivo en sus relaciones en el mercado. Esto 
quiere decir que requieren apoyos de las empresas miembros en la negocia-
ción colectiva, pero al mismo tiempo estas empresas están compitiendo en el 
mercado entre sí. Estas tensiones dificultan la construcción de altos niveles 
de legitimidad frente a terceros. A estos problemas inherentes a cualquier 
organización empresarial, hay que agregar las dificultades de los empresarios 
uruguayos para construir altos niveles de legitimidad a nivel social. La fuerte 
dependencia de los empresarios de la protección del Estado y las estrategias 
de maximización de rentas construidas sobre vínculos privilegiados con el 
Estado, más que con altos niveles de eficiencia productiva, afectaron históri-
camente la imagen de los empresarios frente a la sociedad. Si bien los recien-
tes cambios productivos han modificado estos parámetros, la construcción de 
altos niveles de legitimidad social sigue siendo una materia pendiente para el 
sector empresarial. 

Las organizaciones sindicales también adolecen de problemas de legiti-
midad, pero su explicación transita por dimensiones diferentes. Los proble-
mas de legitimidad del movimiento sindical los podemos analizar en función 
de dos grandes dimensiones: el impacto que los cambios productivos han 
tenido en la configuración de la clase trabajadora y la nueva articulación en-
tre el movimiento sindical y los actores políticos. La primera dimensión se 
expresa en la creciente heterogeneidad de los trabajadores, en términos de 
calificaciones, relación salarial e inserción en el proceso productivo. La pre-
carización creciente de las relaciones contractuales de trabajo, la polarización 
de las calificaciones en función de los diferentes desarrollos tecnológicos, la 
tercerización de los procesos de trabajo y el desarrollo de formas de organi-
zación de trabajo más flexibles, generan diferencias crecientes en la compo-
sición de la fuerza de trabajo de nuestro país. Estas diferencias generan inte-
reses crecientemente heterogéneos, que dificultan el desarrollo de acciones 
colectivas a nivel sindical. La segunda dimensión apunta a la creciente des-
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politización de la acción sindical, en la cual los clivajes corporativos adquie-
ren un peso creciente. La clásica estructura dualista del movimiento sindical, 
señalada por Errandonea y Costábile (1969), en la cual los intereses de clase 
y los intereses ciudadanos aparecían divididos, fue sustituida a partir de los 
años 70 por una conciencia política más homogénea. Mientras que antes de 
los años 70 del siglo XX los trabajadores apoyaban a los dirigentes de izquier-
da en las elecciones sindicales para que defendieran sus intereses y votaban 
a los partidos tradicionales en las elecciones nacionales, a partir de esa fecha 
la relación entre pertenecer a un sindicato y votar a partidos de izquierda se 
fue haciendo más fuerte. Esta relación se mantuvo luego de la dictadura hasta 
los años 90, fecha a partir de la cual los vínculos entre partidos políticos de 
izquierda y movimientos sindicales, si bien no desaparecieron, tendieron a 
debilitarse. La crisis del socialismo real de los años 90 y los cambios genera-
cionales del movimiento sindical explican en parte este fenómeno. A partir 
del año 2005, si bien la izquierda llega al gobierno, muchos sindicatos recién 
formados y reconstituidos luego del fuerte debilitamiento del movimiento 
sindical producido entre 1990 y 2005, se conforman con liderazgos menos 
articulados con organizaciones políticas. 

Las dos dimensiones analizadas se refuerzan recíprocamente, en la me-
dida en que la creciente heterogeneidad de la clase trabajadora no es contra-
rrestada por estructuras políticas sólidas que permitan cementar la acción co-
lectiva más allá de las fragmentaciones corporativas. Como señala Pizzorno 
(1976), la condición de la participación política en una organización es que 
ésta tenga la capacidad de crear “áreas de igualdad”, es decir, el sentimiento 
de pertenencia a un sistema en función de elementos comunes que unen a los 
que participan. Cuanto menor peso tienen las organizaciones políticas que 
operan en el movimiento sindical, más difícil resulta crear áreas de igualdad 
en una clase trabajadora objetivamente más heterogénea. La consecuencia 
de esta incapacidad para construir áreas de igualdad es la disminución de la 
participación política y la pérdida de legitimidad de las organizaciones sin-
dicales. 

La experiencia de negociación colectiva iniciada en el año 2005 generó 
condiciones para el fortalecimiento de las organizaciones sindicales y de las 
organizaciones empresariales, debido a la necesidad de elegir representantes 
para participar en las rondas salariales. Más allá del impulso que generó esta 
convocatoria, los problemas de legitimidad subsisten, en la medida en que 
suponen superar problemas más complejos y profundos que la mera con-
vocatoria salarial. La construcción de un espacio de relaciones laborales con 
relativa autonomía del sistema político, a su vez, tendrá impactos importantes 
en la lógica de acción colectiva de empresarios y sindicatos. Un sistema de re-
laciones con un andamiaje institucional y una lógica de funcionamiento que 
se autonomice del sistema político, puede tener como resultado no deseado 
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el desarrollo de estrategias corporativas en el movimiento sindical, que frag-
menten sus intereses y limen las bases de construcción de la acción colectiva.

Como mencionamos más arriba, las normas jurídicas establecen los 
andamiajes básicos del sistema de relaciones laborales y de negociación co-
lectiva, pero para que este sistema se concrete, también se deben compartir 
normas de comportamiento y de relacionamiento entre actores, que no sólo 
se plasman en forma jurídica. Las normas de comportamiento compartidas 
permiten construir un conjunto de “reglas de juego” aceptadas por los actores 
más allá de coerciones o de sanciones establecidas a nivel jurídico. Reynaud 
(1988) señala que la función más importante de la actividad de regulación 
viene del hecho de que es el fundamento de la acción colectiva. Este autor 
admite, como Olson (1992), la necesidad de ligar la acción colectiva a algún 
mecanismo de coerción. Las reglas forman parte de esta coerción, pero tienen 
al mismo tiempo un efecto particular: las reglas son creadas en un proyecto 
que define los intereses colectivos que hay que defender. Los intereses colec-
tivos son claros para los actores una vez que la acción colectiva existe. En este 
sentido, para Reynaud, los intereses no son condiciones a priori de la acción; 
las reglas de la acción colectiva son una construcción social y no el resultado 
deducible de un análisis a priori de los intereses de los actores. La construc-
ción de reglas de juego en el proceso de negociación colectiva no es el mero 
producto de la norma jurídica: estas reglas se van construyendo en el propio 
proceso, avanzando en las definiciones de los intereses ligados a la acción 
colectiva. Empresarios y trabajadores definen y redefinen sus intereses en el 
proceso de construcción de reglas de juego que se abre con la convocatoria 
a Consejos de Salarios. El respeto a las reglas de juego formales e informales 
de la negociación constituye un dispositivo sobre el cual se pueden construir 
relaciones de confianza. Esta confianza se entiende como la certidumbre que 
tiene un actor acerca del comportamiento del otro, aunque no existan meca-
nismos de vigilancia o de control sobre las conductas. 

En el censo se utilizaron dos indicadores de confianza: el respeto a los 
convenios y el respeto a los procedimientos formales de negociación. Estos 
indicadores se analizaron de manera cruzada, de manera de relevar la opinión 
que los trabajadores tienen de los empresarios en relación a estas dimensio-
nes, y viceversa. 

Los datos muestran que los niveles de confianza en relación a este dis-
positivo son relativamente altos, lo que indica avances importantes en la con-
formación de un conjunto de reglas de juego compartidas por los actores. La 
experiencia de negociación colectiva más próxima en el tiempo, es decir, la 
que se desarrolló en el período 1985-1989, mostró grandes dificultades para 
establecer reglas de juego aceptadas y respetadas por los actores. El cuestio-
namiento constante a los procedimientos establecidos, tanto por parte de los 
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empresarios como de los trabajadores, las críticas a la actitud “dirigista” del 
Estado por parte de los trabajadores, la permanente amenaza de retiro de la 
negociación por parte de los empresarios, la firma de convenios que no res-
petaban las pautas establecidas por el Poder Ejecutivo fueron, entre otros, ja-
lones que pautaron ese proceso de negociación y que indican las dificultades 
para construir reglas de juego compartidas.

Estas dificultades fueron menores en el proceso iniciado en el año 2005. 
La mayor formalidad jurídica que respaldó este proceso, a diferencia del an-
terior, permitió construir un conjunto de normas informales que sustentaron 
la nueva institucionalidad jurídica. Los actores, a su vez, se mostraron más 
dispuestos a aceptar los procedimientos establecidos y a respetar los acuerdos 
alcanzados.

La percepción del rol del Estado en la negociación también fue evaluada 
mayoritariamente como más positiva que en el período anterior, en la me-
dida en que jugó un papel más neutral en los procesos de negociación. Sin 
embargo, en este plano, ciertos niveles de desconfianza se mantienen, aunque 

Gráfico 3. Resumen (promedio) opinión sobre actitud de los 
empresarios en el proceso de negociación

Fuente: elaboración propia. 
Base: total de representantes del Poder Ejecutivo y de los Tarabajadores (48)
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muestran signos opuestos. En el período 1985-1989 los mayores niveles de 
desconfianza con respecto a la actitud neutral del Estado en la negociación 
las encontramos entre los trabajadores, en el marco de un gobierno de un 
partido tradicional. En el período 2005-2009 los mayores niveles de descon-
fianza los encontramos entre los empresarios, en el marco de un gobierno de 
izquierda. Estos datos son indicadores claros de las dificultades para construir 
un sistema de relaciones laborales autónomo, que se independice de la diná-
mica de los partidos políticos y de la rotación de gobierno. 

Los resultados del censo indican que los actores han avanzado en el de-
sarrollo de una “cultura de negociación”, en la medida en que los balances 
que realizan del proceso son positivos y de que se señalan mutuamente las 
actitudes positivas hacia el diálogo de empresarios y trabajadores. Los actores 
también destacan, explícitamente, que el proceso de negociación implemen-
tado a partir del año 2005 ha permitido ampliar y profundizar esta cultura de 
negociación. Esto no impide que también señalen debilidades en el proceso, 
como la falta de información y de experiencia en la actividad de negociación. 
La ausencia de espacios de negociación colectiva durante quince años, la re-
novación de los elencos dirigentes y de los técnicos del Ministerio de Trabajo 

Gráfico 4. Actitud del Poder Ejecutivo

Fuente: elaboración propia. 
Base: total de representantes de los Empresarios y de los Tarabajadores (46)
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especializados en temas de negociación colectiva, producen la sensación, en 
los actores participantes de la negociación, de que estos procesos siempre es-
tán comenzando de cero. El desarrollo de aprendizajes organizacionales sólo 
se puede lograr en el marco de estructuras que mantienen estabilidad y con-
tinuidad en el tiempo, que sedimenten experiencias y reflexión en torno a 
las mismas. El desarrollo de una cultura de negociación estará ligado, en el 
futuro, a la permanencia y estabilidad de estos espacios a lo largo del tiempo. 

Gráfico 5. Balance del proceso de negociación

Fuente: elaboración propia. 
Base: total de representantes censados(70)
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La normativa jurídica sancionada a partir del año 2005 tuvo un efecto 
importante en la disminución de los desequilibrios de poder entre los actores 
laborales que participaron en la negociación colectiva. Las diferentes leyes de 
protección de los derechos sindicales otorgaron a los representantes de los 
trabajadores garantías formales para el desarrollo de sus funciones, lo que 
les permite tener una relación más equilibrada con la contraparte laboral. 
Los empresarios criticaron este desbalance normativo, que tendió a otorgar 
garantías a los trabajadores sin avanzar en disposiciones que dieran garantías 
a los empresarios, como por ejemplo la reglamentación del derecho de huel-
ga. Más allá de esta discusión, el resultado parece inclinarse hacia un mayor 
equilibrio en el relacionamiento de las partes, equilibrio que quizá no se hu-
biera establecido si la normativa hubiera ofrecido garantías iguales a actores 
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desiguales en términos de poder estructural. La normativa jurídica jugó un 
rol compensador de las diferencias de poder que se inscriben en la estructura 
social, aspecto que constituye un avance sustantivo en relación a las expe-
riencias de negociación colectiva del pasado. Los actores laborales destacan 
como aspectos positivos de este proceso las garantías legales otorgadas a los 
trabajadores, coincidiendo en señalar que las condiciones de diálogo de este 
período han sido más igualitarias que en otros momentos históricos. 

Las diferencias de poder no sólo se establecen entre trabajadores y em-
presarios sino que también se producen al interior del movimiento sindical, 
donde encontramos sindicatos con gran capacidad de movilización y de ne-
gociación, coexistiendo con sindicatos más débiles en términos potenciales. 
Esta diferenciación resulta pertinente cuando relevamos la opinión de los ac-
tores laborales, que destacan que el formato de negociación implementado 
a partir del año 2005 no funciona adecuadamente si los sindicatos no son 
fuertes. Esta visión reafirma las dificultades para institucionalizar un sistema 
de relaciones laborales, en la medida en que las verdaderas garantías que tie-
nen los actores de que se respeten las reglas de juego continúan residiendo en 
su fuerza de hecho y no en las normas del sistema. Si bien, como vimos más 
arriba, esta experiencia de negociación colectiva avanzó en el desarrollo de 
una cultura de negociación y una mayor igualdad entre las partes laborales, 
los mismos no terminan de conformar un sistema que funcione sobre valores 
y normas consensuados. Las relaciones de hecho continúan siendo, pese a los 
avances logrados, las que regulan los aspectos más significativos de la nego-
ciación salarial implementada desde el año 2005. 

La articulación entre la negociación por rama de actividad y la nego-
ciación por empresa fue otro de los desafíos que enfrentó este proceso de 
negociación colectiva. Esta articulación permite incorporar temáticas vincu-
ladas a la reestructuración productiva en la negociación colectiva, a través de 
los convenios por empresa, que son la sede más adecuada para discutir estas 
dimensiones. La negociación por rama, tripartita y centralizada, ha sido el 
modelo histórico de negociación colectiva implementada en Uruguay y en la 
mayor parte de los países de América Latina. Como señala Sisson (1987), la 
negociación por rama se puede interpretar como un componente de debili-
dad de los movimientos sindicales, sobre todo en sus etapas constitutivas, los 
cuales debieron apelar a la intervención estatal para establecer un sistema de 
negociación salarial. La negociación por empresa, en cambio, significa que 
el sindicalismo ha tenido capacidad para negociar con los empresarios sin 
tutelas estatales. Esta perspectiva, que puede ser útil para entender las etapas 
matriciales de los sistemas de relaciones laborales de nuestro país, no resulta 
adecuada para comprender la realidad contemporánea. El desarrollo de la ne-
gociación por empresa, iniciada a partir de 1990, acotó fuertemente el poder 
del movimiento sindical, al perder su inserción privilegiada en los espacios 
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centralizados de negociación colectiva, desde los cuales tenía un poder que 
lo constituía en una minoría ponderada, en el sentido de Schmitter (1974). El 
poder del movimiento sindical, debido a su inserción en la decisión de varia-
bles centrales de la economía de un país, era muy superior al peso numérico 
real de las organizaciones sindicales en el conjunto de los trabajadores del 
país. 

La negociación salarial iniciada en el año 2005 reinstala al sindicato de 
rama en la posición que había perdido durante quince años, pero también 
mantiene una importante actividad de negociación a nivel de empresa. El 
formato de negociación, a su vez, tendió a crear dos espacios especializados: 
la negociación de salarios se realiza a nivel de rama y la negociación de te-
mas no salariales se introduce en la negociación por empresa. Sin embargo, 
esta especialización es relativa, debido a que también se dio una importante 
negociación salarial a nivel de empresa y a que la introducción de nuevos 
temas se ha enfrentado a resistencias importantes por parte los empresarios. 
De todas maneras, el desarrollo de estas dos modalidades es un componen-
te nuevo en el desarrollo de la negociación salarial, motivado especialmente 
por el impacto del proceso iniciado en 1990 y por la necesidad de adecuar la 
negociación a las transformaciones productivas. La convocatoria a Consejos 
de Salarios fortaleció el protagonismo del sindicato de rama, pero al mismo 
tiempo, mantener los dos tipos de negociación es un factor de dispersión de 
fuerzas para el movimiento sindical. La negociación por empresa ha dificulta-
do también las discusiones en las rondas salariales por rama de actividad, en 
la medida en que los convenios que se firman en esa instancia son propuestos 
como modelos en la instancia de rama. Como la negociación por empresa 
se realiza generalmente en las empresas de mayor desarrollo de una rama, la 
imposición de ese modelo al resto de las empresas genera resistencias impor-
tantes a nivel de los empresarios. 

En la negociación colectiva iniciada a partir del año 2005 se incorporan 
nuevos temas en la negociación a nivel de rama de actividad, como el de la 
discriminación de género y la seguridad y salud laboral. Estos nuevos temas 
tienen sus orígenes en el marco normativo implementado a partir del año 
2005, que legisló sobre los mismos, promoviendo la mejora de las condicio-
nes de trabajo en las empresas. De todas maneras, los trabajadores criticaron 
la falta de iniciativa de los delegados del Poder Ejecutivo para promover la 
discusión, en las rondas salariales, de temas vinculados a la mejora de las 
condiciones de trabajo. La negociación a nivel de rama fue casi exclusivamen-
te salarial, y la incorporación de nuevos temas a nivel de los convenios por 
empresa chocó con fuertes resistencias empresariales. En este sentido, la ne-
gociación de los salarios por rama de actividad, como plantea Sisson (1987), 
tiene dos ventajas para los empresarios. Por un lado, iguala un componente 
de los costos empresariales en la competencia en el mercado: los salarios. Por 
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otra parte, al centrarse en los salarios, deja sin regular múltiples dimensiones 
del acontecer cotidiano en las empresas que afectan a los trabajadores. La ne-
gociación por empresa, en cambio, limita más el poder empresarial, porque 
obliga a los mismos a negociar áreas que anteriormente estaban sujetas al 
control empresarial. Esta situación explica la aceptación, por parte de los em-
presarios, de la negociación de salarios por rama de actividad, y la resistencia 
a incorporar nuevos temas en la negociación por empresa. 

La elaboración de pautas salariales por parte del Poder Ejecutivo, que 
no tienen carácter obligatorio pero que orientan la discusión salarial, es otra 
dimensión novedosa de este proceso de negociación salarial en relación a ex-
periencias anteriores. El carácter orientador de las pautas salariales permite 
cortar la subordinación de la negociación salarial a las políticas económicas 
vigentes, aunque establece criterios que articulan las mismas a la negociación. 
Este modelo supera la crítica realizada por los trabajadores en la negociación 
colectiva desarrollada en el período 1985-1989 en relación al excesivo inter-
vencionismo estatal en la negociación salarial.

Conclusiones

El formato de negociación colectiva implementado a partir del año 2005 
supera muchas de las limitaciones históricas de los formatos anteriores, cons-
tituyendo un claro avance respecto a experiencias anteriores de negociación 
colectiva. Sin embargo, la construcción de un sistema de relaciones laborales 
estable y autónomo del sistema político todavía debe resolver desafíos impor-
tantes. La promulgación de nuevas leyes sobre negociación colectiva genera 
las condiciones para desarrollar un sistema de relaciones laborales más só-
lido y permanente, pero debe acompañarse de cambios en las interacciones 
concretas que los actores laborales establecen en el marco de las mismas. El 
desarrollo de relaciones de confianza entre las partes, de reglas de juego claras 
y de culturas de negociación compartidas, si bien ha experimentado ciertos 
avances en relación a experiencias anteriores, tiene aún un largo camino por 
recorrer. Las relaciones laborales siguen marcadas por altas dosis de descon-
fianza entre las partes y por dificultades para establecer reglas de juego que 
cuenten con amplios niveles de consenso. 

La adecuación de la negociación colectiva a las transformaciones pro-
ductivas también plantea importantes desafíos a resolver, como la introduc-
ción de temas no salariales a través de los convenios por empresa y la arti-
culación más clara entre negociación por rama y negociación por empresa. 
La negociación colectiva mantiene aún una impronta fuertemente salarial, 
debido al escaso desarrollo de convenios por empresa y a que, en los mis-
mos, la temática salarial sigue teniendo una preeminencia innegable. Estas 
dificultades se arrastran desde los años 90, donde, si bien la negociación por 
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empresa fue predominante, la incorporación de temáticas vinculadas a la 
reestructuración productiva fue escasa.

De todas maneras, estas dimensiones han experimentado mejoras en el 
formato de negociación colectiva implementado a partir del año 2005, que 
ha tenido la capacidad de superar propuestas anteriores y que se proyecta 
de manera positiva para el desarrollo de las relaciones laborales en el futuro. 
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Prostitución y trabajo sexual: el estado de arte de 
la investigación en Uruguay

Clara Musto1 - Nico Trajtenberg2

La prostitución es un fenómeno presente en todas las sociedades. Existen 
desacuerdos en torno a cómo conceptualizarlo, cuáles son sus principales 
causas, y su status moral y político. Este artículo repasa la literatura inter-
nacional y nacional planteándose tres objetivos. En la primera parte, se 
presentan los principales problemas de tipologización y explicaciones del 
fenómeno. En la segunda parte, se sistematiza la literatura uruguaya y se re-
pasan sus principales resultados y algunos problemas. Finalmente, se plan-
tean algunas reflexiones en torno a las principales líneas de investigación a 
desarrollar en Uruguay.

Cuando pensamos en la prostitución tres intuiciones surgen: la idea de 
vender el cuerpo por dinero; la idea de que es una mujer quien vende y un 
hombre quien compra; la idea de estigma asociada a las personas que hacen 
estas transacciones. Un problema central es cómo establecer una definición 
adecuada. En la literatura especializada no existe una definición estandari-
zada y ampliamente aceptada sobre qué es la prostitución. En este trabajo 
la consideraremos como el intercambio de comportamientos de base sexual 
(coito, bailes eróticos, etc.) a cambio de un bien o servicio valorado por la 
contraparte (Stillwell 2002, O’ Neill 1997, Hwang y Bedford 2004)3.

Tipos de prostitución/trabajo sexual

Si bien existen diferentes tipos de prostitución/trabajo sexual4, hay ma-
yor foco en ciertos tipos (prostitución en la calle, clubes de striptease, pros-
titución ilegal) que en otros (pornografía, prostitución fuera de la calle, 

1	 Investigadora del Departamento de Sociología. FCS. UdelaR. musto.clara@gmail.com

2	 Docente e investigador del Departamento de Sociología. FCS. UdelaR. nico.trajtenberg@gmail.
com

3	 En este artículo no se discutirán las diferentes posturas en torno al continuismo o discontinuismo 
entre Explotación Sexual Comercial de Niños y Adolescentes y prostitución de mayores de 
edad. Para un análisis de este tema véase Musto y Trajtenberg (2010).

4	 Más adelante se planteará la discusión en la tradición feminista acerca de la adecuación del 
término trabajo sexual. 
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agencias de sexo telefónico, prostitución legal), más en cierto tipo de actores 
(mujeres) y menos en otros (gerentes, clientes, hombres, transexuales, etc.) 
(Weitzer 2009).

Los criterios más relevantes para clasificar los mercados del trabajo se-
xual son siete. En primer lugar, es clave el tipo de servicio. Por servicio sexual 
directo se entiende que se está vendiendo un tipo de contacto físico de natu-
raleza sexual. Cuando el intercambio sexual no involucra contacto físico se 
habla de servicios sexuales indirectos como el striptease, las líneas telefónicas 
sexuales, la pornografía, el baile exótico, etc. (Sanders et al. 2009). 

En segundo lugar, está el escenario donde se solicita el servicio sexual. 
El acto sexual puede ocurrir en el propio espacio público (la calle o un auto), 
en un hotel, o en algún tipo de local5. El tipo de localización afecta el tipo de 
servicio provisto. Algunos autores, como Lucas (2005) han señalado que el 
servicio sexual ofrecido en la calle suele ser de menor duración, menos mul-
tifacético, escasamente recíproco, y con ausencia de elementos no sexuales 
como diálogo y afectividad (Weitzer 2009).

Un tercer criterio de clasificación es el carácter jurídico del trabajo sexual. 
Mientras en algunos casos, como el de Suecia y el de varios estados de EE.UU., 
se han propuesto una política prohibicionista, en otros países (Holanda, algu-
nos estados de Australia) se ha apostado a la legalización de la prostitución. 
Otros países han implementado alternativas como el control de los excesos, 
externalidades negativas y efectos perversos (regulación) o la remoción de 
aspectos del marco legal que afectan a la prostitución (descriminalización).

Un cuarto criterio de clasificación es el tipo y nivel de la tarifa. Existe una 
amplia varianza en las tarifas de los trabajadores sexuales. Algunos autores 
señalan cómo el nivel de las tarifas está asociado al tipo de prostitución y 
al lugar de ejercicio6. Adicionalmente, el trabajo sexual también puede ser 
intercambiado por comida, bebidas, transporte, regalos, pago de cuentas, etc. 
Esta consideración se vuelve relevante en contextos escasamente desarrolla-
dos (Mehrabadi 2008) y/o cuando se estudian casos como el del turismo ro-
mántico (Herold et al 2001).

En quinto lugar, está el nivel de dependencia laboral. En un extremo se 
encuentra la prostituta que trabaja autónomamente como empresaria, y en el 

5	 La revolución tecnológica ha generado nuevas oportunidades para el desarrollo de la 
industria sexual. La difusión de internet ha afectado la disponibilidad y las formas de acceso, 
conformándose un tercer tipo de espacio de solicitación. Los trabajadores sexuales que utilizan 
internet hacen más dinero, tienen mayor anonimato y privacidad, sufren menores costos legales 
(Lee – Gonyea et al 2009) y les permite trascender los límites locales (Kuate – Defo 2004). 

6	 Las mujeres que trabajan como call girls y escort cobran las tarifas más altas. En un segundo 
nivel se ubican las que trabajan en prostíbulos o casas de masajes. Un tercer nivel son las 
mujeres que trabajan en bares/casinos. Finalmente, las menores tarifas son cobradas por las 
prostitutas de la calle (Weitzer 2009).
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otro la que trabaja como empleada. Es importante diferenciar dependencia 
laboral de explotación económica. Existe una idea asentada de que la prosti-
tuta es explotada económicamente por un individuo (el “fiolo”). No obstante, 
algunas investigaciones demuestran que las mujeres que trabajan para otros 
individuos muchas veces pueden verse triplemente beneficiadas: trabajar me-
nos, obtener mayores ingresos y sufrir menores niveles de victimización (Le-
vitt & Dubner 2009).

Un sexto criterio es el grado de libertad. Esta libertad involucra tanto la 
opción por dedicarse a este tipo de trabajo (y poder abandonarlo), así como 
la definición de las condiciones de trabajo: cantidad de horas, tipos de actos 
sexuales, tipos de clientes. En un extremo se encuentran trabajadoras sexua-
les que por la vía de violencia, la amenaza y el engaño han sido reclutadas 
para el ejercicio de la prostitución (trata). Estas mujeres carecen de autono-
mía y son sometidas a prácticas esclavistas en términos de tipo de trabajo, 
extensión de la jornada, servidumbre por deuda, etc. (Limoncelli 2009)7. En 
otro extremo se encuentran las que ejercen la prostitución en forma libre y sin 
coerción. Hay matices donde se vuelve más complejo identificar los grados 
de libertad existentes. Una mujer puede ejercer la prostitución sin coerción 
o amenaza de coerción, pero contar con escasa libertad para optar por una 
fuente alternativa de ingresos por razones externas (baja probabilidad de ser 
contratada por escaso capital humano y social) y razones internas (creencias 
distorsionadas acerca de sus posibilidades de desistimiento). 

Finalmente, otro criterio es la condición del oferente, tanto en términos 
del sexo (mujer, hombre, transexual), como de edad (adulto o menor de edad). 
La prostitución masculina suele iniciarse a una edad más temprana, sufren 
menores niveles de coerción y violencia, poseen mayor control sobre las con-
diciones de trabajo y suelen trabajar más esporádicamente. Los trabajadores 
sexuales transexuales tienen más probabilidad de sufrir asaltos en el trabajo 
que sus contrapartes hombres. Adicionalmente, parecen ocupar el lugar más 
bajo en la jerarquía del trabajo sexual, en tanto poseen niveles mayores de 
infección de SIDA, utilizan las peores locaciones, obtienen menos dinero y 
sufren estigmatización desde las prostitutas no transexuales (Weitzer 2009). 

Explicaciones de la prostitución

Explicaciones feministas de la prostitución

La tradición feminista posee dos vertientes. Por un lado se encuentran 
los autores centrados en el modelo de la víctima y en las políticas abolicio-
nistas, entre los cuales se encuentra el feminismo radical, el feminismo tra-

7	 Conviene distinguir entre la trata y el tráfico. Mientras que la trata implica la utilización de 
medios violentos para obtener beneficios de las cualidades de una persona, el tráfico refiere 
específicamente a la facilitación de la entrada ilegal de una persona en un Estado (Sosa 2007).
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dicional, el feminismo del freno, feminismo anti prostitución, el paradigma 
de la opresión y el feminismo sexual positivo. Por otro lado, el feminismo de 
los derechos cívicos y el feminismo liberal, partiendo de un paradigma del 
empoderamiento y de la agencia, plantea políticas de reconocimiento, legali-
zación y regulación de las condiciones laborales del trabajo sexual. 

Autores como Dworkin o Mackinnon, alineados a la primera vertiente, 
visualizan la prostitución como la quintaesencia de los modos de opresión 
y dominación patriarcales en las sociedades actuales. Las participantes del 
trabajo sexual están sometidas a distintas formas de explotación, subyuga-
ción y violencia intrínsecas a toda forma de trabajo sexual (Weitzer 2009). En 
la prostitución, el deseo femenino queda subordinado al poder masculino, 
reduciendo a las mujeres a objetos del mercado, reforzando así la institución 
patriarcal (Jeffreys 2004).

El sexo es visualizado como una forma comodificada de violencia sexual. 
Kong diferencia dos grupos. Por un lado, las pro-positive sex feminists (Barry 
y Pateman) que creen que el amor, la confianza y el mutuo placer son el único 
contexto apropiado para el sexo. Por otro lado, las Anti-sex feminists (Mac-
kinnon y Dworkin) postulan que el sexo debe ser abolido ya que si es una 
construcción social masculina, no hay nada sexual que recuperar. Más allá de 
las diferencias, la prostituta constituye el símbolo de la ausencia de poder bajo 
condiciones de dominación y objetivación masculinas (Kong 2006). 

Esta tradición feminista radical se caracteriza por un doble esencialismo. 
En primer lugar, como señala Barry (1995), el Yo es asumido como una esen-
cia infragmentable. No es posible la venta las partes corporales y simultánea-
mente proteger otras partes del Yo. Cuando una prostituta vende su sexuali-
dad, está vendiéndose a sí misma, sufriendo un proceso de deshumanización 
que tiene un efecto derrame sobre la objetivación de todas las mujeres. En 
segundo lugar, Pateman (1988) plantea que la sexualidad juega un rol clave 
caracterizando el Yo. Ser sexualmente una mujer es inseparable de la expe-
riencia de subordinación y sumisión bajo el patriarcalismo masculino (Van 
Der Veen 2001). 

Los supuestos normativos de los que se parte (naturaleza explotadora de 
la prostitución basada en uso mercantil del cuerpo) llevan a dos corolarios: 
(i) se cuestiona la inadecuación de pensar en la prostitución como una opción 
/ profesión libremente elegida, siendo más apropiado el término esclavitud 
sexual (Kong 2006); (ii) se defienden posturas abolicionistas y de tolerancia 
cero, donde la meta es eliminar este mal de la sociedad (Sanders & Campbell 
2007).

Este paradigma fue cuestionado en la tradición feminista por el paradig-
ma del empoderamiento (Chapkis 1997) que se focaliza en las formas de pros-
titución que involucra agencia y puede ser empoderador. El trabajo sexual se 
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puede organizar como una transacción económica de mutuo beneficio que 
mejora el estatus socioeconómico y provee de mayor control sobre las condi-
ciones laborales en relación a otros trabajos. Se normaliza la comercialización 
del sexo y se enfatizan los aspectos rutinarios y comunes entre el trabajo se-
xual y otros trabajos (Weitzer 2009).

Los rasgos negativos de la prostitución son un reflejo de cómo se mani-
fiesta dicha actividad cuando es criminalizada. Es importante evitar conclu-
siones tajantes ya que sabemos poco de sociedades donde la prostitución está 
legalizada y regulada. (Weitzer 2009). 

La prostitución es un intercambio de un servicio sexual por otros bienes 
o servicios y no un intercambio del Yo. Involucra trabajo, habilidad, expertise 
y aprendizaje. Las distintas formas de ejercicio, el trato del cliente, el manejo 
de emociones, las formas de protegerse de la violencia, el cuidado personal, 
la maximización de las ganancias, constituyen habilidades y prácticas que las 
mujeres van aprendiendo, producto de la experiencia y de la interacción con 
clientes, prostitutas y otros agentes (Rushing et al 2005). Algunos refieren a 
un proceso más formal de entrenamiento a cargo de determinadas figuras 
dentro de los prostíbulos (Heyl 1977).

Hay una negociación acerca del tipo de servicio específico a proveer y 
existe margen para rechazar modalidades y clientes. En este modelo, la prác-
tica de distanciamiento y manipulación emocional es más un signo positivo 
de profesionalismo que una muestra de patología (Van Der Veen 2001).

El Feminismo Sexual Radical, basado en el libertarianismo sexual, enfa-
tiza el derecho a la libre expresión sexual y el control logrado por las prosti-
tutas. La equidad feminista se basa en la libre opción que incluye el derecho 
a prostituirse. Es una fuente de mayor poder que permite desafiar el poder 
masculino. Se rechaza que su sexualidad sea propiedad de un solo hombre y 
habilita la autonomía financiera y sexual. La prostituta es un símbolo de au-
tonomía sexual y de desafío a la idea de feminidad patriarcal (Jayasree 2004). 

En términos de políticas, se busca integrar la prostitución como otro tra-
bajo más de la economía, dotándola de protecciones y derechos equitativos, 
y buscando evitar que los trabajadores sexuales sean estigmatizados (Sanders 
& Campbell 2007)8.

8	 Existen cuatro opciones de políticas y tipo de legislación a desarrollar. En primer lugar, la 
regulación, donde no se busca ilegalizar la prostitución sino controlar y gestionar los abusos y 
desórdenes asociados. En segundo lugar, se encuentra la descriminalización donde, asumiendo 
la prostitución como un crimen sin víctimas, se pretende una remoción parcial o total de las 
leyes discriminatorias y contraproducentes. Una tercera opción es la legalización, donde se opta 
por no criminalizar la prostitución y controlar las actividades de todos los actores involucrados. 
Finalmente, se encuentra la prohibición, que consiste en la criminalización del intercambio de 
servicios sexuales a cambio de alguna forma de pago (Sanders et al 2009, Mathews 2009).
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Explicaciones mainstream de la prostitución

La perspectiva mainstream constituye una forma alternativa de explicar 
la prostitución, ajena a la discusión normativa y jurídica. A través de investi-
gación empírica cualitativa y cuantitativa se pretende asociar causalmente el 
ejercicio del trabajo sexual a un conjunto de factores.

El primer elemento es la pobreza. Los ingresos generados por el traba-
jo sexual permiten solucionar necesidades económicas y deudas del arreglo 
familiar (Wardlow 2004). Tanto el desempleo como los bajos salarios son 
mencionados en muchos estudios como determinantes (Pettifor et al 2000, 
Edlund & Korn 2002). La prostitución como estrategia de supervivencia está 
también conectada a fuertes procesos de exclusión social, sufridos por deter-
minados grupos y minorías. En muchos casos, pertenecer a minorías raciales 
afecta decisivamente las probabilidades de ingresar a la prostitución y de ha-
cerlo más tempranamente (Kramer et al 2003).

Un tercer elemento es el carácter positivo del trabajo sexual. Frente a 
muchos trabajos no calificados, ofrece mejores ingresos y formas de pago, 
horarios más flexibles, así como su carácter dinámico y emocionante, y las 
posibilidades de conocer gente nueva (Hwang & Bedford 2004, Levitt y Dub-
ner 2009).

Un cuarto factor es la pertenencia a arreglos familiares problemáticos, 
donde hay una inadecuada supervisión de los hijos (O’Neill 2001), o la pre-
sencia de vínculos emocionales débiles (Voeten et al 2007). En algunos casos, 
se específica la presencia del abuso de alcohol por parte de los padres (Bagley 
& Young 1987). En otros casos las mujeres encuentran en actores del mundo 
de la prostitución (prostitutas, clientes, fiolos) el afecto, apoyo y protección 
ausentes en su hogar. Este tipo de vínculos permiten entender el ingreso y la 
continuidad en el trabajo sexual (Hwang & Bedford 2004). 

Otro aspecto asociado a la prostitución es haber sufrido en el hogar dis-
tintas formas de violencia física, emocional, pero fundamentalmente sexual 
(Harding y Hamilton 2009, Mehrabadi 2008). En muchas ocasiones, el abuso 
en el hogar está asociado a responsables que tienen un consumo problemáti-
co de drogas (Kramer et al 2003). 

Un sexto factor es el tipo de experiencias sexuales vividas por los jóve-
nes en la adolescencia. Jóvenes con un experiencias más tempranas, con ma-
yor cantidad de actividad sexual precoz, con más cantidad de compañeros 
sexuales tienen mayores probabilidades de involucrarse en el trabajo sexual 
(Hwang & Bedford 2004).

Un séptimo factor es haberse escapado del hogar familiar y estar un tiem-
po prolongado viviendo en la calle. El joven experimenta sentimientos de ais-
lamiento y depresión, y el trabajo sexual constituye una estrategia de supervi-
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vencia (Shannon et al 2008). Algunas trabajadoras sexuales son ‘introducidas’ 
en la prostitución a través de personas que conocieron en el contexto de calle 
(Phoenix 1999).

En octavo lugar, se encuentra el consumo problemático de drogas legales 
o ilegales. La prostitución es un medio de obtención de recursos para poder 
consumir drogas (Harding and Hamilton 2009). Algunos estudios han mos-
trado cómo ofrecer drogas sustituye a la coerción física como forma de mani-
pulación fundamentalmente a las prostitutas adictas. (Mehrabadi et al 2008).

Otros autores han señalado cómo la búsqueda de drogas determina que 
los adolescentes hagan contactos sociales que frecuentemente los vincula a la 
prostitución (Svedin y Priebe 2007).

No obstante, el consumo de drogas puede ser una consecuencia de la 
prostitución. Pueden tener un uso instrumental ayudando a mitigar el daño 
psicológico del trabajo. Una vez desarrollada la adicción, el trabajo sexual 
puede ser suficientemente lucrativo como para comprar regularmente drogas 
(Hester et al 2004).

En noveno lugar, la educación puede ayudar a evitar ingresar en la pros-
titución. Las instituciones educativas proveen un ambiente menos riesgoso 
donde los individuos pueden pasar el tiempo y evitar el estilo de vida peli-
groso que favorece ingresar al trabajo sexual (Van Brunschot y Brannigan 
2002). Adicionalmente, el bajo nivel educativo puede ser un obstáculo para 
acceder a empleos calificados y bien remunerados que ofrezcan una efectiva 
alternativa laboral. 

Un décimo punto es la identidad. Parte de lo que explica por qué algunas 
mujeres se mantienen en la prostitución es su aceptación como destino. No 
sólo no evalúan abandonar la prostitución, sino que incluso exhiben orgullo 
por su trabajo, y se consideran buenas en su ejercicio y/o poseer una persona-
lidad adecuada para ello (Hwang & Bedford 2004).

Un undécimo elemento lo constituye la experiencia de internación en ins-
tituciones de amparo, en tanto provee la oportunidad de contactarse con otros 
involucrados en prostitución (Matthews 2008). Campbell y O´Neill plantean 
que muchos jóvenes que ingresan a estos hogares vienen con todos los pro-
blemas asociados a la prostitución (abuso, necesidades económicas, etc.). 
Adicionalmente, muchos hogares carecen de personal capacitado para aten-
der a estos jóvenes. Por otra parte, la experiencia de estar en hogares de ampa-
ro puede tener un efecto estigmatizador. Finalmente, muchos fiolos apuntan 
a estas poblaciones para detectar sus futuras víctimas (Shaw & Butler 1998). 

Otro elemento señalado es la importancia de los grupos de pares y parejas 
que cometen delitos y/o están vinculados a la prostitución. Los individuos se 
transforman en trabajadores sexuales en respuesta a un exceso de actitudes 
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favorables al trabajo sexual que han aprendido de otros, sumado a buenas 
oportunidades para realizarlo (Cusick 2006). Algunos autores han señala-
do cómo las primeras ventas de sexo están arregladas por un amigo o novio 
(O’Neill et al.1995).

La emigración es otro factor frecuentemente asociado al fenómeno de la 
prostitución. Muchas mujeres provienen de áreas rurales y pobres, por lo cual 
optan por emigrar hacia zonas urbanas más desarrolladas en busca de traba-
jo. En ocasiones, acceden a puestos informales y mal pagos y eventualmente 
se vuelcan hacia el trabajo sexual. Otras veces no logran encontrar trabajo y 
directamente comienzan ejerciendo la prostitución (Rushing et al 2005).

Algunos autores presentan análisis causales más sofisticados donde: i) 
se presentan diferentes roles de los factores causales en la prostitución (pre-
disposición, facilitador, estructural, situacional, etc.); ii) y se diferencian los 
factores que explican el inicio, de aquellos que explican la continuación y el 
abandono (ver Hwang & Bedford 2004, Cusick 2006, Matthews 2008).

A continuación se explora cómo se ubica la investigación en prostitu-
ción y trabajo sexual en Uruguay, a la luz de los ejes de discusión teórica 
anteriormente delineados. Más específicamente, se identifican sus principales 
resultados y problemas.

Relevamiento de literatura nacional 

Entre febrero y marzo del 2010 se relevó la literatura nacional sobre 
prostitución. La búsqueda bibliográfica empleó los siguientes identificadores: 
prostitución, explotación sexual/comercial, trabajo sexual, turismo sexual, 
trata, tráfico sexual, puta, sexo, sexual.

Se recorrieron las bibliotecas de las Facultades de Humanidades, Psico-
logía, Ciencias Sociales, Economía, Derecho y Ciencias de la Comunicación 
de la Universidad de la República y las bibliotecas de la Universidad de Mon-
tevideo, la Universidad Católica, el Centro Latinoamericano de Economía 
Humana (CLAEH) y el Servicio Paz y Justicia (SERPAJ). En cuanto a los or-
ganismos oficiales, se buscó en las bibliotecas: Instituto Nacional del Niño y 
Adolescente del Uruguay (INAU) - Centro de Formación y Estudios (CEN-
FORES), Organización Internacional para las Migraciones (OIM), Ministerio 
de Salud Pública (MSP), Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU), Insti-
tuto Interamericano del Niño (IIN), UNICEF y Organización Internacional 
del Trabajo (OIT).

En total se encontraron 47 trabajos. Distinguiendo por objetivo de la 
investigación (descriptiva o explicativa), por población de estudio (niñas, ni-
ños y adolescentes o mayores) y por temáticas especificas abordadas (inicio, 
mantenimiento, salida, consecuencias, tipos de trabajo sexual, aprendizaje 
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y/o profesionalización, legislación, delito organizado, delito, instituciones / 
intervención, salud, clientes, otro) se obtiene el siguiente cuadro:

TEMAS
AUTORES

Niñas, Niños y Adolescentes 
(N. N. y A.)1 Mayores Ambos

Inicio

Tuana 2009*; Morales 2008; 
Rostagnol et al 2007*; Cardozo 
2001*; Laurnaga 1995*; Forselledo 
2003*; Instituto Interamericano del 
Niño 2003; Gonzáles et al 1998

Torrado 2008; Guerra 
2006* -

Mantenimiento Rostagnol et al 2007* - -
Salida - - -
Consecuencias - - -

Tipos
UNICEF 2007; Martínez et al 2004; 
Da Rosa 2003; Laurnaga 1995*; 
Consejo del Niño 1988

Del Castillo 2004; 
Trochón 2003; Rostagnol 
2000; López et al 2000; 
Guerra 2000

Castillo et al 2007

Aprendizaje / 
Profesionalización Laurnaga 1995 - -

Legislación

INAU 2006; Gonzáles et al 2006; 
International Catholic Chile Bureau 
–BICE- 2004*; Congreso Mundial 
contra la ESC** de N. N. y A. 2004; 
UNICEF 2004; BICE 1991

- Gonzáles 2009; 
Malet et al 2008

Delito organizado 
(trata y tráfico) Martínez 2004 Trochón 1999; Urruzola 

1992;

OIM 2006; Ghione 
et al 2008; Petit 
2008; Gonzáles et 
al 2006; Gonzáles 
2009

Delito Rodríguez et al 1985 Pellejero 1989; Morató 
1960

Instituciones / 
Intervención

INAU 2006; Kaye 2006; Martínez 
(s/d); Gonzáles et al 1998

Falcón 2007; Oviedo et 
al 1995

Clientes - - -

Salud - MSP et al 2009; Ribero 
1999; Latorre et al 1999 -

Otros Gundermann 1999

Referencias: *Trabajos que tienen carácter explicativo. 
** ESC: Explotación Sexual Comercial. 
Fuente: Elaboración propia.

A continuación se repasan los principales resultados de estos estudios.
En primer lugar, la literatura nacional se divide entre aquellos que apo-

yan al feminismo radical y su rechazo tajante de la prostitución (BICE 1991; 
BICE 2004; Forselledo 2003; Tuana 2009; Gonzáles 2009; Guerra 2006; Gon-
záles et al 2006; Kaye 2006; Guerra 2000; Laurnaga et al 1995), y aquellos que 
desde el feminismo liberal reconocen la posibilidad del trabajo sexual (MSP 



Clara Musto - Nico Trajtenberg 148

Revista de Ciencias Sociales. DS. FCS. V. 24 Nº 29, Diciembre 2011.

et al 2009; Malet 2008; Torrado 2008; Castillo et al 2007; Latorre et al 1999; 
Ribero 1999; Oviedo et al 1995).

En segundo lugar, en relación al inicio a la prostitución, diversos factores 
causales son mencionados: pobreza y exclusión social (Tuana 2009; Morales 
2008; UNICEF 2007; Rostagnol et al 2007; Guerra 2006; IIN 2004; UNICEF 
2004; Forselledo 2003; Cardozo 2001; Laurnaga et al 1995; Rodríguez et al 
1985), desigualdad y consumismo (Petit 2006; Forselledo 2003; Rodríguez et 
al 1985), problemas de desempleo, informalidad y precariedad laboral (Gue-
rra 2006; Petit 2006; Forselledo 2003; Laurnaga et al 1995; Rodríguez et al 
1985), ingresos relativamente superiores (Guerra 2006), desintegración fami-
liar (UNICEF 2007; Petit 2006; Forselledo 2003; Cardozo 2001; Laurnaga et 
al 1995; Rodríguez et al 1985), consumo de drogas legales e ilegales (Guerra 
2006; UNICEF 2004; Laurnaga et al 1995), corrupción de las instituciones 
(Rostagnol et al 2007), deserción del sistema educativo (Tuana 2009; UNICEF 
2007; Rostagnol et al 2007; Petit 2006; UNICEF 2004; Cardozo 2001), pares 
no convencionales o involucrados en la prostitución (Guerra 2006; UNICEF 
2004; Laurnaga et al 1995), maternidad temprana (Guerra 2006; Laurnaga et 
al 1995), violencia y abuso familiar (Tuana 2009; UNICEF 2007; Rostagnol 
et al 2007; UNICEF 2004; Cardozo 2001; Laurnaga et al 1995), abandono del 
hogar (Tuana 2009; Morales 2008; IIN 2004; UNICEF 2004; Cardozo 2001; 
Laurnaga et al 1995), problemas emocionales y de autoestima (UNICEF 
2007; Cardozo 2001; Laurnaga et al 1995; Consejo del Niño 1988), estigma-
tización (Tuana 2009), migración (Petit 2006). Existen tres referencias acerca 
de la edad de inicio. MSP et al (2009) señalan que la media de inicio de los 
trabajadores sexuales masculinos es de 17 años y para los transexuales de 16 
años. En lo que refiere a la población femenina, mientras que Guerra (2006) 
señala que la mayoría comienza antes de los 18 años, Latorre et al (1999) se-
ñalan que la población de 18 años o menos es un 37%. Se destaca Rostagnol 
et al (2007) por tres razones. En primer lugar, plantean un análisis causal más 
preciso donde se diferencian dos mecanismos de inicio: descontinentadores 
y facilitadores. En segundo lugar, se intenta explicar en forma diferencial las 
razones y causas de la permanencia en la prostitución. Finalmente, hay una 
propuesta de tipología de ingreso. 

En relación a los mercados de la prostitución, vale la pena hacer tres con-
sideraciones. En primer lugar, algunos autores refieren a la existencia de una 
subcultura de apoyo y solidaridad entre las involucradas (Del Castillo 2004; 
Trochón 2003). Un segundo punto es la reiterada mención a la tercera parte 
explotadora. Mientras que en algunos trabajos se señala la inexistencia de esta 
figura (Guerra 2006), en otros se señala su importancia y se identifican distin-
tos tipos de proxenetismo (Petit 2008; Trochón 2003; Consejo del Niño 1988). 
En tercer lugar, tres estudios elaboran tipologías basadas en el lugar (Tuana 
2009; Laurnaga et al 1995) y en la frecuencia del ejercicio de la prostitución 
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(Gonzáles 1998). Por último, existen trabajos focalizados en el mercado de la 
pornografía donde se señala la ausencia de producción nacional de porno-
grafía (Da Rosa 2004) y la facilidad de acceso a este tipo de material, al punto 
de no ser considerado necesario ningún tipo de recaudo para su circulación 
(Martínez et al 2004; Da Rosa 2003, 2004).

En cuarto lugar, se menciona la existencia de un proceso de profesionali-
zación asociado a cambios actitudinales relacionados con la edad, cambios en 
los lugares, frecuencia, y pérdida de autonomía asociada a presencia de una 
tercera parte explotadora (Petit 2008; Laurnaga 1995).

En cuanto al marco normativo y legal, se identifican tres grupos de es-
tudios: trabajos que profundizan en la legislación sobre la prostitución de 
adultos (Malet et al 2008); estudios que focalizan la discusión legislativa en la 
protección de los Estados y persecución de la delincuencia organizada trans-
nacional (Gonzáles 2009; Gonzáles et al 2006); trabajos centrados tanto en 
los marcos normativos relativos a la explotación sexual comercial de niños 
y adolescentes (Gonzáles et al 2006; INAU 2006; BICE 2004; UNICEF 2004) 
como en la creación de diversos organismos dedicados a combatir dicho fe-
nómeno (Martínez s/d; Kaye 2006; INAU 2006; Congreso Mundial contra la 
Explotación Sexual Comercial de niños, niñas y adolescentes 2004; IIN 1998; 
Laurnaga 1995; BICE 1991). 

En sexto lugar, la literatura nacional focaliza en el problema del delito 
organizado. Se destaca la ausencia de denuncias y procesamientos judiciales, 
particularmente en los delitos de trata y tráfico (Ghione et al 2008; OIM 2006; 
Martínez 2004; UNICEF 2004). También se señala el carácter amateur de las 
redes de explotación, que incluyen las propias familias de los jóvenes (OIM 
2006; UNICEF 2004). Existen algunos trabajos centrados en las formas y me-
todologías empleadas por las “redes” de trata (Ghione et al 2008; OIM 2006; 
Urruzola 1992), así como en las distintas rutas nacionales e internacionales 
de explotación y tráfico (OIM 2006; Gonzáles et al 2006; Martínez 2004; Tro-
chón 1999). Finalmente, los problemas existentes para enfrentar este fenó-
meno van desde la desorganización y ausencia de programas específicamente 
orientados (Ghione et al 2008; OIM 2006; Gonzáles et al 2006) hasta la pre-
sencia de corrupción en las agencias estatales (Urruzola 1992). 

Algunos autores destacan el vínculo entre el mundo de la prostitución 
y el mundo del delito. En algunos casos se observa el delito como actividad 
estratégica y complementaria a la prostitución, tanto a nivel del adolescente 
como de la familia explotadora (UNICEF 2007; Laurnaga et al 1995). Otros 
autores cuestionan este tipo de asociaciones (Pellejero 1989; Rodríguez et al 
1985).

En octavo lugar, el tópico clientes está inexplorado. Las escasas mencio-
nes señalan tres elementos: la prevalencia masculina; la heterogeneidad en 
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cuanto a clase, profesión, estado civil y edad; la percepción no estigmatizada 
del cliente (Rostagnol et al 2007; Guerra 2006; Martínez 2004; Laurnaga et al 
1995).

Finalmente, sólo tres trabajos exploran los problemas de salud de las 
prostitutas y las conductas de riesgo sexual. Uno de ellos (Latorre et al 1999) 
estudian la población femenina, observando mayor vulnerabilidad sanitaria 
entre las más jóvenes y las que trabajan en locales dado su escaso poder de ne-
gociación (Latorre et al 1999). El otro trabajo tiene por objeto a la población 
de Trabajadores Sexuales masculinos y trans, señalando que los primeros es-
tán en situación de mayor riesgo, lo que está asociado a un mayor “profesio-
nalismo” (MSP et al 2009). Por otra parte, se encuentra una prevalencia de 
infección alta en ambos grupos, aunque mayor entre los travestis (MSP et al 
2009). 

Conclusiones 

La investigación sobre Prostitución en Uruguay presenta dos problemas: 
el primero deriva de la escasez de trabajos existentes, la mayoría de los cuales 
son esfuerzos aislados de investigación. Sólo 10 de los 47 estudios relevan 
información directa de la población de trabajadores sexuales (Consejo del 
Niño 1988; Guerra 2006; Rostagnol et al 2007; Rostagnol 2000; Latorre et al 
1999; MSP et al 2009; Pellejero 1989; OIM 2006; Petit 2008). Existen vacíos de 
conocimiento, entre los que se destacan: procesos de salida de la prostitución, 
consecuencias asociadas al ejercicio de la misma, tendencias comparativas 
de las distintas subpoblaciones (mujeres, hombres, transexuales), caracteri-
zación de los clientes, managers, proxenetas y de la industria sexual en su 
conjunto.

El segundo problema es la baja calidad de la investigación. La escasa 
actualización teórica de la mayoría de los estudios se refleja en la ausencia de 
marcos conceptuales específicos y contemporáneos en la temática (por ejem-
plo Torrado 2008; Guerra 2006; Cardozo 2001). Otra debilidad teórica deriva 
de la imprecisión y ambigüedad en el uso de los conceptos (ver Guerra 2006; 
Tuana 2009; Forselledo 2003; Petit 2008; UNICEF 2007; Congreso 2004). Por 
ejemplo, se menciona recurrentemente al “fracaso escolar y/o exclusión del 
sistema educativo” como factor causal de la prostitución (UNICEF 2007; Petit 
2008; Tuana 2009; Congreso 2004), sin embargo no se identifican cuáles son 
las condiciones específicas que deben estar presentes, si se trata de una de-
terminada cantidad de años dentro del sistema formal de educación o si son 
necesarias condiciones más amplias como el mal relacionamiento con pares 
y/o maestros, malas calificaciones, etc. 

Asimismo, existen importantes problemas metodológicos. En muchos 
casos se desestima la especificación de la metodología utilizada y/o la ope-



151Prostitución y trabajo sexual: el estado de arte de la investigación en Uruguay

Revista de Ciencias Sociales. DS. FCS. V. 24 Nº 29, Diciembre 2011.

racionalización de los conceptos (ver por ejemplo Kaye 2006; Tuana 2009; 
Ghione et al 2008; Morató 1960; Cardozo 2001; Forselledo 2003; Trochón 
1999; Guerra 2000). Otro problema común es el carácter fuertemente espe-
culativo de las conclusiones a las que se arriba (ver, por ejemplo, Tuana 2009; 
UNICEF 2004; Petit 2008; Ghione et al 2008; OIM 2006; Martínez 2004). Por 
otra parte, resalta la alta predominancia de estudios de carácter descriptivo, 
cualitativo y/o estático9. Por último, se observan debilidades analíticas al mo-
mento de intentar explicar la prostitución. Hay un bajo nivel de formalización 
de los modelos y ausencia de nociones explicativas refinadas que trasciendan 
la mera correlación de factores (ver por ejemplo UNICEF 2007; Tuana 2009; 
Guerra 2006; Congreso 2004; Petit 2008).

Para concluir, proponemos algunas rutas relevantes a explorar en los 
próximos años: a nivel conceptual, buscar un balance entre la tradición mains-
tream y crítica, que permita desarrollar un análisis causal suficientemente 
preciso de todos los factores relevantes. Al mismo tiempo, desarrollar algu-
nas de las nociones de las corrientes feministas para visibilizar: i) los distintos 
actores involucrados en la prostitución y las asimetrías de poder; ii) en parti-
cular, la presencia de agentes de explotación y sus distintos niveles de organi-
zación10; iii) las dinámicas institucionales y sus efectos perversos en términos 
de etiquetamiento y reproducción del fenómeno. 

El bajo nivel de sofisticación conceptual que posee la teoría en prostitu-
ción, hace deseable complementar tradición mainstream y feminista sobre 
prostitución con teorías criminológicas de la desviación y la developmental 
criminology, a los efectos identificar los mecanismos causales explicativos en 
la trayectoria de vida de las/los que ingresan y egresan de la prostitución. 

A nivel metodológico, es necesario desarrollar estudios con mayor ni-
vel de sofisticación que permitan mejorar nuestra capacidad explicativa. Es 
fundamental desarrollar estudios cualitativos dinámicos que involucren ca-
lendarios de vida o seguimiento de panel, que permitan especificar distintos 
subgrupos de interés. A nivel cuantitativo, sería relevante promover el diseño 
de encuestas intencionales dentro de programas o instituciones que trabajan 
con trabajadores sexuales (MSP, Asociación de Meretrices Profesionales del 
Uruguay –AMEPU–, etc.).

Finalmente, a nivel institucional se plantean dos desafíos. En primer lu-
gar, buscar desarrollar una red académica entre los distintos investigadores 

9	 De las 38 investigaciones científicas relevadas, 24 responden a una estrategia metodológica 
cualitativa, 10 a una combinada y 4 a una cuantitativa.

10	 En este sentido, también parece relevante complementar la literatura feminista con la abundante 
literatura en delito organizado en criminología. Este enfoque ha tenido un importante desarrollo 
en estas temáticas los últimos tiempos, sobre todo vinculado a las redes internacionales de 
tráfico y trata (ver Limoncelli 2009, Jeffreys 2009).
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que aisladamente se dedican a estudiar este fenómeno. En segundo lugar, ge-
nerar un vínculo más productivo entre la investigación académica y las po-
blaciones afectadas y las instituciones involucradas. Un objetivo clave consti-
tuye fomentar la generación de información sistemática y actualizada desde 
las distintas instituciones vinculadas al fenómeno, que sirva de insumo para 
la elaboración de políticas susceptibles de evaluación empírica.
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Nuevos temas y perspectivas
Trabajo y trabajadores en el 
agro rioplatense

De Susana Aparicio, Guillermo Neiman y Die-
go Piñeiro, coordinadores. Letraeñe Edicio-
nes. ISBN: 978-9974-8267-0-0 Montevideo, 
2010. 272 páginas.

Gabriel Bober, Matías Carámbula, Marcela Crovetto, 
Emilio Fernández, José Francisco Fabio, Aude 
Gallas, Paola Mascheroni, Victoria Menéndez, Elena 
Mingo, Bolívar Moreira, Melina Neiman, Danel Re.

Por Virginia Rossi1

Lo anunciado en la tapa del libro invita a descubrir abundantes conte-
nidos que efectivamente se encuentran en la obra coordinada por tres refe-
rentes académicos de la sociología rural latinoamericana: Susana Aparicio, 
Guillermo Neiman y Diego Piñeiro. Fruto del último encuentro, en una larga 
trayectoria de intercambio entre equipos de ambas márgenes del Plata, se sin-
tetizan en este volumen los resultados de una docena de investigaciones pro-
ducidas por nuevas generaciones de investigadores uruguayos y argentinos. 

En la introducción de la obra, los coordinadores señalan algunos de los 
temas debatidos que presentan tensiones conceptuales a retomar por la disci-
plina: territorios y movilidad territorial, agricultura familiar y trabajo de los 
miembros de la unidad doméstica, los asalariados permanentes y transitorios, 
los contratistas de trabajadores. En el marco general del espacio social riopla-
tense y sus territorios, las contribuciones de este volumen profundizan en la 
distinción de sujetos agrarios y procesos locales particulares (los productores 
familiares y los derivados de la naturaleza del trabajo familiar y remunerado, 
por ejemplo), y destacan a su vez fenómenos derivados de procesos globa-
les de expansión del capital agroindustrial de naturaleza más reciente (tales 

1	 Magíster en Ciencias Agrarias. Docente e investigadora, Departamento de Ciencias Sociales, 
Facultad de Agronomía, UdelaR. virossi@fagro.edu.uy
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como los relacionados a la gestión del trabajo, el trabajo femenino y modali-
dades de flexibilización laboral). 

Ante procesos de fuerte reestructuración y reconversión productiva, las 
investigaciones contraponen dialécticamente elementos de lo local y de lo 
global, que acercan y que alejan la realidad de nuestros países al conjunto 
de las realidades latinoamericanas. Las contribuciones también focalizan la 
reflexión en torno al impacto de las políticas públicas en la calidad del trabajo 
de los asalariados rurales y evidencian el rol indispensable de la intermedia-
ción del Estado y de la sindicalización agraria para lograr el respeto de los 
derechos de los trabajadores y trabajadoras rurales. 

Las modificaciones en el empleo agrícola

Seis presentaciones de este volumen profundizan en la problemática del 
empleo agrícola, focalizando en los asalariados permanentes y, más en parti-
cular, en los transitorios o temporales. Las contribuciones profundizan en las 
nociones subjetivas y objetivas de la precariedad y movilidad en el trabajo, y 
relacionan estos fenómenos con los procesos de desarrollo tecnológico y de 
reestructuración productiva que acompañan el avance del capitalismo agra-
rio. A la vez remiten a consensos tácitos, estructurados históricamente en la 
relación dominante-dominado, determinando las prácticas de los agentes que 
intervienen en el mercado de trabajo.

El trabajo de Victoria Menéndez introduce la noción de precariedad del 
empleo agrícola como asociada a la inestabilidad, la falta de protección y la 
vulnerabilidad social, que acompañan a los procesos de flexibilización laboral 
propios de la expansión del capitalismo en el agro. A partir del caso de los tra-
bajadores del pueblo forestal Piedras Coloradas en Uruguay, la investigadora 
realiza un acercamiento a la problemática del empleo a través de las nociones 
de precariedad objetiva y subjetiva. Concluye que, para la realidad estudiada, 
los trabajadores se encuentran más satisfechos laboralmente, que insertos so-
cialmente a partir de su empleo en la forestación. Esta paradójica situación 
plantea la centralidad de los procesos de construcción de subjetividad en re-
lación al trabajo, que definen el ser trabajador y que remiten al capital cultural 
del pueblo, siendo para muchos trabajadores la forestación la única alternati-
va de inserción social que tienen a su alcance.

La rotación del empleo como forma de trabajo agrícola es motivo de 
reflexión en el trabajo de Aude Gallas, que comprueba en su investigación 
la diversidad de formas de movilidad laboral presentes entre los asalariados 
temporales. Su investigación plantea el papel del trabajo agrícola como acti-
vidad estructurante de la historia laboral, a partir de la cual los trabajadores 
reorganizan sus movilidades. Orientada por las tres dimensiones fundamen-
tales de noción de movilidad (el espacio, el tiempo y la motivación), y centra-
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da en entender lo que denomina la capacidad de movimiento, la investigación 
realizada en dos territorios de Uruguay con diferentes características y opor-
tunidades de empleo (Salto y Las Piedras), construye perfiles de trabajadores 
que responden a las lógicas de acción halladas y que se relacionan a los ciclos 
y proyectos de vida de los trabajadores. La investigación deja planteada tam-
bién la necesidad de partir de las propias representaciones de los trabajadores 
para repensar algunas categorías construidas en relación al campo y la ciudad.

En el marco de la reconversión productiva que atraviesa la zona viti-
vinícola del Valle de Uco en Mendoza, la investigación presentada por José 
Francisco Fabio se propone comprender cómo se conforman los mercados de 
trabajo transitorio en el marco de la etapa primaria del este complejo agroin-
dustrial. Enfatizando que los términos transitorios o temporarios ya no se re-
ducen ni asimilan con los de estacionales o zafrales provenientes de los ciclos 
productivos, el investigador señala la influencia del marco normativo vigente, 
las estrategias empresariales, la intermediación laboral y los comportamien-
tos laborales desempañados por los trabajadores, como las principales cues-
tiones sociolaborales que intervienen en la transitoriedad, cuya naturaleza 
arbitraria descansa en lo que denomina consensos informales difundidos en 
el territorio.

El trabajo de Matías Carámbula discute las relaciones entre ciclo anual 
de trabajo, movilidad espacial y precariedad laboral para el caso de los esqui-
ladores de Villa Sara en Uruguay. Enfatiza, con la idea de tiempos de ausencia, 
la integración de objetividad y subjetividad de la precariedad en la vida de es-
tos asalariados temporales. El investigador señala dos estrategias principales 
de movilidad espacial en el territorio, de acuerdo a los niveles de estabilidad y 
regularidad del ciclo anual de los trabajadores: un grupo que se moviliza bási-
camente sólo en la esquila y otro mayor que se mueve espacialmente durante 
todo el ciclo anual de trabajo y que combina empleos temporales agrarios y 
no agrarios.

En relación a los efectos del cambio tecnológico, Daniel Alberto Repre-
senta su investigación en torno al mercado de trabajo del complejo agroin-
dustrial tabacalero en Jujuy, Argentina. El investigador plantea los efectos de 
la reactivación de la producción tabacalera en la región, ocurrida de la mano 
del cambio tecnológico y llevada adelante por un sector empresarial impor-
tante de productores. Sus hallazgos concluyen que han reducido significativa-
mente las jornadas necesarias por hectárea, afectando también el ciclo anual 
y las necesidades de asalariamiento permanente y transitorio del sistema, que 
se caracteriza por generar mayor rotación de personal, precariedad laboral y 
altos niveles de marginación. 

Tomando los aportes teóricos de Pierre Bourdieu y Michael Foucault, 
la investigación en torno al trabajo del peón ganadero realizada por Bolívar 
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Moreira en una zona típicamente ganadera del Uruguay, coloca el juego de 
la mirada sobre las prácticas de los agentes y nos introduce en el tema de las 
relaciones de poder aprehendidas por los sujetos. Así, el sentido práctico en 
Bourdieu, producto del encuentro entre un habitus y un campo social, implica 
un sentido objetivo y un sentido subjetivo, es decir, un encuentro entre la his-
toria objetivada y la historia incorporada. Toda práctica puede ser entendida 
en términos de estrategia en defensa de los intereses ligados a la posición que 
se ocupa en el campo de juego específico, sin ser el agente social necesaria-
mente consciente de este mecanismo2. Surgen del trabajo interesantes hallaz-
gos, como los referidos a que conservar su capital social (el nombre, como 
principal identidad que lo diferencia) es una de las principales estrategias de 
este asalariado rural, así como que el irse de la estancia constituye la principal 
forma de resistencia.

Lo nuevo y lo viejo en el empleo agrícola

Lo nuevo y lo viejo en el mundo del empleo agrícola son el centro de las 
presentaciones presentadas por Emilio Fernández y Elena Mingo. 

Emilio Fernández, bajo el título El contratista forestal, ¿viejas formas de 
trabajo en nuevas actividades?, dirige su mirada hacia este sujeto social, ya 
puesto en evidencia en el trabajo de Menéndez, y que irrumpe con fuerza en 
Uruguay a partir de la tercerización de la mano de obra de las empresas fo-
restales, cuya función principal es articular territorialmente los mercados de 
trabajo y capital. La investigación sobre este nuevo sujeto, conocido en otros 
rubros con otras funcionalidades, lo señala como puente entre la oferta y la 
demanda de trabajo, facilitando la territorialización del agronegocio a la vez 
que deslocalizando el trabajo al movilizar cuadrillas en momentos de cosecha. 

Como fuera señalado en el trabajo de Re, las cualidades naturales de las 
mujeres las resignan a espacios laborales pocos meses al año. El trabajo pre-
sentado por Elena Mingo y realizado en Mendoza, echa luz sobre la inserción 
laboral de las mujeres en el mercado de trabajo agrícola, abriendo la caja ne-
gra de los espacios laborales que ofrecen los actuales modelos agroindustria-
les exportadores. Se señala que se trata de nuevos espacios vinculados a vie-
jas nociones sociales sobre las habilidades, conocimientos y cualidades que se 
atribuyen exclusivamente a las trabajadoras y que restringen sus posibilidades 
de acceso y mejora en el mercado del empleo. La investigación da cuenta de 
cómo se proyectan, en las trayectorias laborales de las mujeres, las relaciones 
de dominación a las que están sometidas en los demás ámbitos, profundizan-
do su asimétrica posición en el espacio doméstico.

2	 Gutiérrez, Alicia (2006). Las prácticas sociales; una introducción a Pierre Bourdieu. Córdoba, 
Ferreyra Editor. 124 páginas.
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El trabajo remunerado en la agricultura familiar

En referencia al análisis de la cuestión agraria en el agro rioplatense, el 
debate en torno a la persistencia de los campesinos involucra además, la per-
sistencia de sujetos sociales que, según las situaciones espacio-temporales, 
han sido denominados como pequeños productores, colonos, productores 
familiares, chacareros. El sujeto de las estrategias de reproducción en estos 
casos es la familia, que actúa como una suerte de sujeto colectivo y no como 
un simple agregado de individuos. Pero al interior de la unidad familiar, la 
coexistencia de fuerzas de fisión y de fusión (especialmente afectivas) explica 
que exista una tendencia a funcionar como un campo de lucha o campo de 
poder3. En este mismo sentido y en relación al trabajo en la explotación fami-
liar, donde se superponen la unidad doméstica y la unidad productiva, la vi-
sión de la unidad familiar como campo de lucha intergeneracional y de géne-
ro es introducida en el debate a través de la investigación de Melina Neiman. 
La autora desentraña las tensiones y conflictos que se presentan en el proceso 
de diferenciación de estas chacras modernas, realizando una aproximación 
al interior de unidades familiares que cuentan con presencia de trabajadores 
remunerados, en la zona pampeana del partido de Junín (Argentina). 

Lo rural y lo urbano en el mundo del trabajo

Las transformaciones ocurridas en la producción agropecuaria y en los 
mercados de trabajo ponen en evidencia características rurbanas en los te-
rritorios, provenientes de la disolución de la identificación entre lo rural y lo 
agrario. 

El trabajo presentado por Gabriel Bober en áreas rurales cercanas a 
la ciudad de Buenos Aires, muestra cómo las transformaciones socio-pro-
ductivas impactan en la reorganización de los mercados de trabajo locales, 
provocando una expansión de la tercerización de actividades y un aumen-
to creciente de la importancia del sector servicios. La investigación también 
constata que los habitantes residentes en las áreas rurales se emplean mayor-
mente en el sector no agrícola y una mayor importancia del empleo dentro 
del sector agropecuario, en la población residente en localidades urbanas. 

Retomando el debate sobre la movilidad de los trabajadores, abierto a 
partir de los trabajos de Gallas y Carámbula, la investigación realizada en la 
Patagonia central por Marcela Crovetto aporta conocimiento sobre lo que 
denomina trayectorias rurbanas, respondiendo interrogantes específicas rela-
cionadas a los vínculos sociales y a los intercambios que construyen los acto-
res sociales entre las áreas identificadas como urbanas y rurales. Cuestionan-
do conceptos demográficos instalados en el imaginario colectivo, anclados en 

3	 Bourdieu, Pierre, (2007). Campo de poder y reproducción social. Elementos para un análisis de la 
dinámica de las clases. Córdoba, Ferreyra Editor. pp.48. 
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el sistema de las representaciones sociales y referidos como reflejo tardío de 
una época y una sociedad pasadas, la autora argumenta las limitaciones de la 
dicotomía rural/urbana y pone a prueba hipótesis específicas para leer aque-
llo que los instrumentos oficiales no registran, evidenciando que la población 
en la provincia de Chubut se mueve, incluso diariamente, hacia donde tiene 
trabajo. 

El Estado en los ámbitos de negociación

Por último, la investigación de Paola Mascheroni, destaca los logros ma-
teriales y sobre todo simbólicos de los asalariados rurales uruguayos, alcanza-
dos en los ámbitos de negociación mantenidos e intermediados por el Estado 
(consejos de salarios). Señalando avances en la dirección de trasladar el con-
flicto rural-urbano al conflicto capital-trabajo, la autora subraya la asimetría 
existente en los ámbitos de negociación, relacionada a la debilidad y escasa 
experiencia del movimiento sindical rural frente a las poderosas organizacio-
nes empresariales.

En síntesis, conceptualizar el territorio como espacio social, y éste como 
campo de poder, introduciendo las relaciones de dominación y situaciones 
de violencia simbólica, conduce a debatir también en términos territoriales y 
simbólicos sobre la cuestión agraria. El seminario-taller realizado en el año 
2008 efectivamente introduce nuevos temas y perspectivas, dando lugar a nue-
vos abordajes y puntos de vista como los planteados desde la territorialidad 
y lo rurbano, y a su vez plasma diferentes vistas desde un punto en relación al 
trabajo en el agro. En un sentido bourdieano, varios trabajos plantean la cen-
tralidad del punto de vista de los agentes para comprender los fenómenos so-
ciales del agro rioplatense, como se plantea para la precariedad en el trabajo, 
los tiempos de ausencia asociados a la movilidad espacial de los trabajadores 
temporales, y el juego de la mirada del peón ganadero. 

Si bien algunos de los trabajos de investigación ofrecidos en este libro de 
manera sintética, han dado origen a publicaciones independientes, resulta de 
sumo interés para el lector poder contar con este conjunto de aportes actuales 
y sistematizados, contrastados en un mismo volumen. Los nuevos elementos 
que nos presenta, relacionados a la territorialización del capital agrario y al 
cada vez más complejo mundo del trabajo y del empleo rural, así como a la 
trama cada vez más fina entre lo rural y lo urbano, constituyen hoy referen-
cias indispensables no sólo de la sociología rural rioplatense sino también de 
los responsables del diseño de las políticas públicas.
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